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"Si los años ochenta fueron el decenio de la calidad y los noventa el de la reingeniería de procesos, el primero de los 2000 será el de la velocidad".

"Las organizaciones deben disponer un sistema nervioso parecido, con capacidad para reaccionar de manera fluida y eficiente, para reaccionar con prontitud, para llevar con rapidez la información valiosa a los miembros de la organización que las necesita, para poder tomar decisiones rápidamente y ponerse en relación con los contribuyentes".

 (Sintetizado del pensamiento de Bill Gates.)

RESUMEN

El proceso de globalización económica, caracterizado por la aceleración de los ritmos de apertura económica e intercambios de mercancías y servicios, por la liberación de los mercados de capitales que ha integrado las plazas financieras y las bolsas de valores de todo el mundo, por la revolución de las comunicaciones y la informática que han conectado el tiempo real con el espacio, plantea a los países un cambio en sus políticas y en las funciones asumidas por el estado.

Estos cambios abarcan también  la política  y  la administración tributaria y/o aduanera, de la que se espera mayor eficiencia, en particular en lo referente a la disminución de la evasión fiscal.

El fenómeno de la evasión fiscal se ha convertido en  un desafío importante para las administraciones tributarias, tanto por los efectos de su tipología como por la búsqueda de  remedios adecuados que ayuden a  contrarrestarla.

En efecto, la globalización de la economía generó un crecimiento de las transacciones internacionales y, por ende, una activa participación de empresas multinacionales o transnacionales con sucursales, filiales o subsidiarias en los distintos países. Estas empresas acuerdan contratos en los que se fijan precios que no siempre respetan el principio denominado de "operaciones entre partes independientes".

Además, el cambio estructural que nos ocupa llevará a utilizar con mayor asiduidad los denominados "paraísos fiscales", países caracterizados por un bajo o nulo nivel de impuestos que cuentan con secretos financieros, inexistencia de control de cambio de moneda extranjera, y aseguran un sigilo total a las operaciones que se llevan a cabo a través de ellos. Los paraísos fiscales son utilizados en ciertas oportunidades con fines legales cuando, por ejemplo, se constituye en ellos una "sociedad base" en la que se acumulan fondos de empresas subsidiarias a fin de evitar riesgos de devaluaciones, etc. En otras circunstancias son utilizados con fines ilegales cuando a través de ellos se ocultan fondos provenientes de operaciones fraudulentas o delictivas que escaparon a la tributación en su país de origen.

El movimiento internacional de capitales, ante la remoción de obstáculos hace cada vez más fácil y fluido este tipo de transacciones, resultando un importante vehículo para la evasión y elusión fiscal. Esto se produce, en particular, por la innovación 

creciente de los instrumentos financieros utilizados que plantean serias dificultades a las administraciones tributarias en el control del movimiento de capitales.

El avance tecnológico permite a las empresas, mediante el manejo de rutinas interactivas vinculadas por la red Internet, negociar con creciente facilidad mercaderías y servicios, pagar y cobrar y remitir de un país a otro sus operaciones, por ejemplo, a aquellos en los que la fiscalización es menor o resulta más fácil evadir impuestos.

Los ambientes computarizados adquieren mayor importancia; constituyen una gran fuente de almacenamiento de datos que conforman los nuevos "activos informáticos". El problema aquí es cómo evitar la desaparición de estos archivos y conocer, por parte de la administración, cuáles son las técnicas utilizadas para evadir impuestos a  fin de contrarrestarlas; en otros términos, combatir el delito informático.

Sin embargo, puede afirmarse que los remedios adecuados para intentar contrarrestar las tipologías de evasión y elusión fiscal, sean  tradicionales o  nuevos generados dentro del cambio estructural de la economía que se sintetiza a través del concepto de globalización, provendrán de las modificaciones legales que se introduzcan en el sistema tributario, así como de la eficiencia con la que se desempeña la administración, particularmente a través de la política y acción fiscalizadora. 

En este sentido, la administración deberá adoptar nuevas estrategias en función de los cambios operados en el contexto socioeconómico nacional e internacional para  lograr un mayor cumplimiento voluntario en el universo contribuyente y, mediante la cooperación internacional, utilizar mecanismos de asistencia mutua con administraciones de otros países.

El objetivo que nos proponemos en este trabajo es  informar y alertar a los funcionarios públicos de distintos organismos recaudadores y fiscalizadores que en estos momentos se encuentran con un nuevo tipo de evasores. Ya no sólo es evasor  aquel que subfactura o genera créditos fiscales ficticios, el que ingresa mercancías de contrabando o comercializa productos en “negro” (ventas sin declarar); sino que existen operaciones comerciales  nacionales e internacionales que no dejan ningún tipo de constancias o rastro y cuya magnitud y tipo de producto comercializado el estado desconoce. 

Creemos que el lector así podrá tomar más conciencia de que estamos ante una situación que deja en desventaja a muchos contribuyentes, puesto que una mayor presión impositiva con el afán de lograr una mayor recaudación sin considerar esta nueva operatoria comercial, genera una gran desventaja competitiva que termina por ahogar y dejar fuera de mercado a muchas pequeñas y medianas empresas, uno de los segmentos más importantes de la Argentina y de muchos otros países del mundo. 


Aunque aquí no hayamos consignado una “receta”, ya que es imposible aplicar un método general para todos los países del mundo, el lector, una vez finalizada la lectura, tendrá una visión más amplia de cómo  se puede comenzar a encarar algún tipo de solución y a encontrar el modelo más apropiado para cada país.


En el presente trabajo el lector encontrará desarrollado en el Capítulo I el planteo y la descripción de las causas nocivas de la evasión, que adquieren cada vez más importancia a causa del fenómeno conocido actualmente como “globalización”, como así también las herramientas legales y técnicas implementadas en países desarrollados frente a los mecanismos descriptos.


En el Capítulo II intentamos desarrollar cuáles deberán ser las estrategias a seguir por las administraciones tributarias de acuerdo con una política de gobierno, frente a la planificación tributaria que ejecutan las grandes corporaciones económicas.


En el Capítulo III describimos la situación histórica y actual de la aduanas de Latinoamérica, frente a la evolución que tuvo el comercio internacional, como así también las nuevas prácticas aplicadas en distintos países desarrollados y en vías de desarrollo, finalizando con la propuesta a aplicar para la República Argentina.


En el Capítulo IV presentamos las herramientas que deberán desarrollar tanto nuestra administración tributaria en Argentina como la del resto del mundo para lograr la excelencia en la fiscalización de las transacciones internacionales.


En le Capítulo V señalamos las conclusiones y sugerencias que proponemos para aplicar en distintas administraciones de Latinoamérica y el mundo.

INTRODUCCIÓN

El proceso de globalización económica, caracterizado por la aceleración de los ritmos de apertura económica e intercambios de mercancías y servicios, por la liberación de los mercados de capitales que ha integrado las plazas financieras y las bolsas de valores de todo el mundo, por la revolución de las comunicaciones y la informática que han conectado el tiempo real con el espacio, plantea a los países un cambio en sus políticas y en las funciones asumidas por el estado.

Estos cambios abarcan también  la política  y  la administración tributaria y/o aduanera, de la que se espera mayor eficiencia, en particular en lo referente a la disminución de la evasión fiscal.

El fenómeno de la evasión fiscal se ha convertido en  un desafío importante para las administraciones tributarias, tanto por los efectos de su tipología como por la búsqueda de  remedios adecuados que ayuden a  contrarrestarla.

En efecto, la globalización de la economía generó un crecimiento de las transacciones internacionales y, por ende, una activa participación de empresas multinacionales o transnacionales con sucursales, filiales o subsidiarias en los distintos países. Estas empresas acuerdan contratos en los que se fijan precios que no siempre respetan el principio denominado de "operaciones entre partes independientes".

Además, el cambio estructural que nos ocupa llevará a utilizar con mayor asiduidad los denominados "paraísos fiscales", países caracterizados por un bajo o nulo nivel de impuestos que cuentan con secretos financieros, inexistencia de control de cambio de moneda extranjera, y aseguran un sigilo total a las operaciones que se llevan a cabo a través de ellos. Los paraísos fiscales son utilizados en ciertas oportunidades con fines legales cuando, por ejemplo, se constituye en ellos una "sociedad base" en la que se acumulan fondos de empresas subsidiarias a fin de evitar riesgos de devaluaciones, etc. En otras circunstancias son utilizados con fines ilegales cuando a través de ellos se ocultan fondos provenientes de operaciones fraudulentas o delictivas que escaparon a la tributación en su país de origen.

El movimiento internacional de capitales, ante la remoción de obstáculos hace cada vez más fácil y fluido este tipo de transacciones, resultando un importante vehículo para la evasión y elusión fiscal. Esto se produce, en particular, por la innovación creciente de los instrumentos financieros utilizados que plantean serias dificultades a las administraciones tributarias en el control del movimiento de capitales.

El avance tecnológico permite a las empresas, mediante el manejo de rutinas interactivas vinculadas por la red Internet, negociar con creciente facilidad mercaderías y servicios, pagar y cobrar y remitir de un país a otro sus operaciones, por ejemplo, a aquellos en los que la fiscalización es menor o resulta más fácil evadir impuestos.

Los ambientes computarizados adquieren mayor importancia; constituyen una gran fuente de almacenamiento de datos que conforman los nuevos "activos informáticos". El problema aquí es cómo evitar la desaparición de estos archivos y conocer, por parte de la administración, cuáles son las técnicas utilizadas para evadir impuestos a  fin de contrarrestarlas; en otros términos, combatir el delito informático.

Sin embargo, puede afirmarse que los remedios adecuados para intentar contrarrestar las tipologías de evasión y elusión fiscal, sean  tradicionales o  nuevos generados dentro del cambio estructural de la economía que se sintetiza a través del concepto de globalización, provendrán de las modificaciones legales que se introduzcan en el sistema tributario, así como de la eficiencia con la que se desempeña la administración, particularmente a través de la política y acción fiscalizadora. 

En este sentido, la administración deberá adoptar nuevas estrategias en función de los cambios operados en el contexto socioeconómico nacional e internacional para  lograr un mayor cumplimiento voluntario en el universo contribuyente y, mediante la cooperación internacional, utilizar mecanismos de asistencia mutua con administraciones de otros países.

El objetivo que nos proponemos en este trabajo es  informar y alertar a los funcionarios públicos de distintos organismos recaudadores y fiscalizadores que en estos momentos se encuentran con un nuevo tipo de evasores. Ya no sólo es evasor  aquel que subfactura o genera créditos fiscales ficticios, el que ingresa mercancías de contrabando o comercializa productos en “negro” (ventas sin declarar); sino que existen operaciones comerciales  nacionales e internacionales que no dejan ningún tipo de constancias o rastro y cuya magnitud y tipo de producto comercializado el estado desconoce. 

Creemos que el lector así podrá tomar más conciencia de que estamos ante una situación que deja en desventaja a muchos contribuyentes, puesto que una mayor presión impositiva con el afán de lograr una mayor recaudación sin considerar esta nueva operatoria comercial, genera una gran desventaja competitiva que termina por ahogar y dejar fuera de mercado a muchas pequeñas y medianas empresas, uno de los segmentos más importantes de la Argentina y de muchos otros países del mundo. 


Aunque aquí no hayamos consignado una “receta”, ya que es imposible aplicar un método general para todos los países del mundo, el lector, una vez finalizada la lectura, tendrá una visión más amplia de cómo  se puede comenzar a encarar algún tipo de solución y a encontrar el modelo más apropiado para cada país.


En el presente trabajo el lector encontrará desarrollado en el Capítulo I el planteo y la descripción de las causas nocivas de la evasión, que adquieren cada vez más importancia a causa del fenómeno conocido actualmente como “globalización”, como así también las herramientas legales y técnicas implementadas en países desarrollados frente a los mecanismos descriptos.


En el Capítulo II intentamos desarrollar cuáles deberán ser las estrategias a seguir por las administraciones tributarias de acuerdo con una política de gobierno, frente a la planificación tributaria que ejecutan las grandes corporaciones económicas.


En el Capítulo III describimos la situación histórica y actual de la aduanas de Latinoamérica, frente a la evolución que tuvo el comercio internacional, como así también las nuevas prácticas aplicadas en distintos países desarrollados y en vías de desarrollo, finalizando con la propuesta a aplicar para la República Argentina.


En el Capítulo IV presentamos las herramientas que deberán desarrollar tanto nuestra administración tributaria en Argentina como la del resto del mundo para lograr la excelencia en la fiscalización de las transacciones internacionales.


En le Capítulo V señalamos las conclusiones y sugerencias que proponemos para aplicar en distintas administraciones de Latinoamérica y el mundo.

CAPÍTULO 1

      GLOBALIZACIÓN, EVASIÓN FISCAL Y TRIBUTACIÓN

I.1 INTRODUCCIÓN

Puede afirmarse que las causas de la evasión son múltiples y complejas, y en la mayoría de los casos el fenómeno no puede atribuirse a una sola de ellas. Su aspecto dinámico en tiempo y espacio no posibilita efectuar recomendaciones similares para su combate en todos los países. Sin embargo, las circunstancias económicas, políticas y tecnológicas actuales permitirán deducir que la evasión fiscal adopta en determinado tipo de transacciones características análogas, tanto en el orden nacional como internacional, por las que podemos realizar una típicación de la evasión fiscal 

El fenómeno de la evasión fiscal ocurre en un contexto socioeconómico y socio- cultural determinado. Como señala el Dr. Pavesi (1997), "estos contextos se influyen y son influidos, modificados, por otras circunstancias, como, por ejemplo, la globalización". Ambos contextos son complejos y dinámicos por la propia constitución de sus elementos. La separación, del conocimiento y la interacción de éstos permiten extraer conclusiones que, aunque paralizadas y complementadas multidisciplinariamente, servirán de base para elaborar las estrategias cuya implementación modificarán la conducta en el universo contribuyente a fin de lograr un mayor grado de cumplimiento voluntario.

El nivel de cumplimiento de obligaciones fiscales de una comunidad muestra la medida de integración que cada sujeto tiene con la sociedad que compone, El tamaño de la brecha entre impuesto real e impuesto potencial depende de múltiples factores que se desarrollan en los contextos señalados según la sociedad de que se trate, casi todas estas influidas en la actualidad por el fenómeno de la globalización.

En los últimos años asistimos a un cambio estructural en el mundo. El fenómeno de la globalización plantea un nuevo nivel de relaciones de economía y política nacional e intencional. Al alterar las funciones del estado, obliga a los gobiernos a redefinirlas y limitarlas adecuadamente, incorporando medidas de modernización en su gestión con el objeto de construir nuevos dispositivos políticos que le permiten regular y controlar dichas relaciones.

Este cambio estructural es acompañado por un avance de las comunicaciones y la tecnología que caracterizan la denominada revolución digital o era digitalizada. Este desarrollo permite con gran facilidad el traslado de los factores de la producción y ha modificado las formas de hacer negocios, nacional e internacionalmente.


Ante esta situación, las causas de la evasión fiscal no solo deben analizarse desde el punto de vista tradicional de la conducta del sujeto evasor dentro de un país o sociedad determinada, sino también desde una nueva óptica que incluya las nuevas figuras que se producen en número creciente como consecuencia del cambio que venimos presentando.

Para Sánchez Parga (1997) " una de las consecuencias de la globalización es el distanciamiento de las esferas económica, política y cultural". Los estados han perdido, en alguna medida, la capacidad de gobernar políticamente las esferas de la globalización económica y mundialización del capital. El desafío de los gobiernos es intentar gobernar  tales esferas que, si bien se desarrollan en un mismo contexto, actúan de manera autónoma. Ellos deben analizar las tendencias y comportamientos deestas esferas y con el trazado de distintas políticas proponerse su control.

El fenómeno de la evasión fiscal que puede acontecer en tales contextos, a fines del siglo XX y principios del siglo XXI, con sus nuevas conformaciones hace que las administraciones tributarias tengan que implementar nuevas estrategias para su disminución y contrarrestar así los efectos perversos que genera, perfeccionando los métodos tradicionales utilizados en su combate y desarrollando otros acordes a la nueva situación. 

El Informe sobre Desarrollo Humano del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (1997) expresa que "la globalización, que ha sido un tema económico dominante en el decenio de 1990, encapilla a la vez una descripción y una receta. La descripción es la ampliación y profundización de las corrientes internacionales de comercio, finanzas e información en un solo mercado mundial integrado. La receta consiste en liberalizar los mercados nacionales y mundiales en la creencia de que las corrientes libres de comercio, finanzas e información producirán el mejor resultado para el crecimiento del bienestar humano. Todo se presenta con un aire de inevitabilidad y convicción abrumadora. Desde el auge del libre comercio en el siglo XIX no había una teoría económica que concitara una certidumbre tan generalizada".

La receta, entonces, se funda en la liberación de los mercados, tanto nacionales como mundiales, con la certeza de que las corrientes libres de comercio, de capitales e información conducen al bienestar, merced, entre otros aspectos, a un aumento de la productividad y, por ende, a una baja de precios que favorece el consumo. A esta situación algunos autores la denominan neoliberalismo o poscapitalismo. Señala al respecto Joaquín Estefanía (1996) " las globalizaciones son la principal característica del poscapitalismo”. Se trata de un proceso por el que las economías nacionales se integran progresivamente en la economía internacional, de modo que su evolución dependerá cada vez más de los mercados internacionales y menos de las políticas económicas de los gobiernos nacionales. Ello ha traído mayores cotas de bienestar en muchos lugares, pero también una obligada cesión del poder de los ciudadanos, sin debate previo, sobre sus economías y sus capacidades de decisión, en beneficio de unas fuerzas indefinidas que atienden al genérico mercado.

Como se observa el proceso de Globalización se basa fundamentalmente en tres conceptos: liberalización de los mercados de comercio, liberalización de los mercados de capitales y revolución de las comunicaciones y de la tecnología informática; y no excluye ningún campo de la sociedad humana: la política, la economía, la cultura y en menor grado aun pero de forma creciente, y la ecología" sufren su influencia. Asimismo, se la ha descripto como la "desterritorializacion de la economía", señalando que el referido proceso de mundializacion se complementa con la constitución de amplios conjuntos regionales de países, también de naturaleza principalmente económica: la Unión Europea, la Organización Mundial del Comercio, el Mercosur, la Cooperación Económica entre Asia y el Pacífico".

A1 respecto Cosulich Ayala (1995) señaló que los mecanismos del mercado no pueden resolver por si solos problemas nacionales o mundiales que requieren una aproximación estratégica o implican la redistribución de riqueza por razones de justicia y equidad. Las fuerzas del mercado, por otro lado, pueden producir peligrosos efectos secundarios que dejan de lado el interés común. Corresponde por tanto, a la política económica y a la administración tributaria desempeñar un papel muy importante en esta participación pública.

El proceso de globalización restringe la autonomía de los gobiernos nacionales, en especial en lo referente al trazado de políticas macroeconómicas. Por las mismas características de la globalización cualquier decisión en tales políticas que tome un gobierno no sólo incidirá dentro de su país, sino que influirá en los mercados regionales o zonales en los cuales está inserto. No obstante, ante la globalización, los países en vías de desarrollo instrumentan políticas de gestión semejantes. En política fiscal intentan implantar una férrea disciplina en el gasto público y se refuerzan en obtener ingresos para lograr un presupuesto equilibrado o una disminución del déficit público a fin de evitar presiones inflacionarias y atraer inversiones externas. Todo esto implica contención del gasto público e incremento de la recaudación impositiva, particularmente, por reducción de la evasión fiscal. 

En tales situaciones se impone un cambio de política tributaria y una mayor eficiencia en la administración Tributaria a efectos de disminuir la evasión fiscal. Con respecto a la primera la Secretaria de Ingresos Federales de Brasil ha señalado que ella ha sido particularmente afectada por la globalización de los mercados, especialmente debido a la alta elasticidad del pago de impuestos en relación al grado de la tributación efectiva de un sistema tributario.

 El sistema de alícuotas, bases tributarias y beneficios fiscales difiere substancialmente entre países. Esto estimula la migración de los flujos de capital y de trabajo en búsqueda de lugares en donde son más bajos los tributos. Esta consideración denota que tales cambios generan en los conglomerados económicos o empresas transnacionales operaciones que obedecen a una planificación tributaria internacional, que se manifiesta en la utilización legal o ilegal de los paraísos fiscales y que produce un aumento de la práctica de los precios de transferencia. Como veremos esto genera serias dificultades a la hora de combatir la evasión, junto con otro factor estrechamente ligado a ella tal como la corrupción, en un contexto internacional.
I.2 TRANSACCIONES ELECTRÓNICAS

La manera en que se crea, transfiere y almacena la información atraviesa por un cambio revolucionario; con el aumento del comercio y la globalización ésta tiene 

connotaciones en conjunción de gran importancia para las administraciones tributarias.

El “Washington Pos" pone de manifiesto los aspectos más significativos del comercio electrónico en uno de sus más recientes artículos: "La red global de computadoras conocida como Internet se ha convertido en un nuevo campo de batalla para librar nuevamente los combates que estructuran nuestra cultura: las actitudes de la sociedad hacia el sexo y la obscenidad, calumnia, registro e incautación, ley sobre patentes y derecho de autor, juegos, intimidad personal y otras más ... La mayoría de estas luchas nunca han sido verdaderamente resueltas, sino más bien han sido meramente llevadas a una tregua inestable... estos aspectos tienen importancia ya que el mundo en línea está cada vez más cerca del éxito comercial... de igual modo, continuará la lucha respecto a la codificación en Internet. El gobierno teme que la tecnología de codificación de mensajes le permita a los criminales y terroristas un manto para esconder sus actividades digitales...  Los partidarios de la intimidad comparan los planes claves de recuperación al requerimiento de que los ciudadanos dejen sus cortinas abiertas en todo momento, de modo que los agentes gubernamentales puedan echar una buena ojeada al pasar."

El modus operandi desarrollado en el comercio electrónico hará repensar a las administraciones tributarias sus objetivos y responsabilidades más allá de los aspectos dramáticos descriptos en el artículo periodístico.

El volumen estimado de ventas en Internet para el año 2000 rondaría entre los $ 100  y los $ 500 millones. Se espera que la mayoría de las ventas sea de negocio a negocio en lugar de negocio a cliente. Las ventas de negocio a negocio se estiman entre el 80% y el 85% del total aunque, esta cifra no toma en cuenta las ventas entre compañías en las empresas multinacionales.

Uno de los mayores retos para las administraciones tributarias se refiere a los artículos que pueden ser vendidos y entregados digitalmente (en la actualidad, más del 40% de los hogares mundiales tienen computadoras personales y en un 20% de esos hogares se utiliza Internet). Algunos ejemplos son los servicios personales y productos tales como libros, películas y software para computadoras. Hoy si usted desea adquirir un televisor  con mayores funciones que el que posee actualmente, sólo debe sentarse frente a una computadora y adquirirlo digitalmente.

En lo relativo al comercio de mercadería podemos tomar como ejemplo una empresa multinacional, supongamos Ford, que desarrolla un producto (paliers) y puede continuar el desarrollo del producto las 24 horas de los siete días de la semana. Esto es posible porque la empresa hace que su subsidiaria en Argentina pase su trabajo, al final del día, a una filial brasilera, que a su vez, al final del día, pasa el trabajo a una filial europea. Así mismo podemos visualizar un escenario similar en las compañias no relacionadas que pueden trabajar en conjunto para lograr las mismas eficiencias.

 Los Estados Unidos ha manifestado sobre el comercio a través de Internet que los gobiernos deben ser cuidadosos respecto a no sobre reglamentar Internet retrasando así su desarrollo. Se deberá utilizar el reglamento basado en el mercado para garantizar un desarrollo exitoso de este medio y a la vez permitir acceso a todos los habitantes del mundo. Al tratar con Internet se deben seguir dos principios básicos: primero, el sector privado deberá encabezar la progresión económica de Internet; segundo, cuando se requieran acciones gubernamentales, deberán ser de alcance específico y deberán prestar atención al rápido crecimiento de Internet.

Una forma tradicional en la que el IRS detecta los problemas o abusos en el cumplimiento tributario es a través de su programa de auditoría. Se llevó a cabo una encuesta entre los auditores para determinar sus experiencias con el Comercio Electrónico y para ver si habían encontrado alguna forma de controlar o reglamentar el cumplimiento tributario. Tal como se esperaba, las respuestas fueron mínimas. Sin embargo, se cree que los ingresos provenientes de las actividades comerciales a través del Comercio Electrónico fueron insignificantes en 1995 y marginalmente significativas tanto en 1996 como 1997. Aunque no esperamos obtener datos importantes sobre las operaciones señaladas, sino hasta el 2000, Cabe resaltar no obstante que, aun cuando los auditores tenían poca experiencia en el uso del Comercio Electrónico, había numerosos ejemplos de auditores que usaban Internet como herramienta de investigación para hacer auditorías de años anteriores (Schuster, Carla. 1997).

Otros aspectos importantes que debemos mencionar al respecto son: primero, hay algunos asuntos que no pueden dejarse al sector privado, por ejemplo los derechos de propiedad intelectual y la tributación; segundo, la naturaleza global de Internet requiere una organización global para supervisar y guiar el impacto económico. Según la Asamblea del CIAT 1998, presentado por el FMI, la OCDE está en capacidad de desempeñar este papel

El trabajo más reciente de la OCDE fue la conferencia en Finlandia realizada conjuntamente con el BIAC. Se confirmó que los gobiernos tienen un papel que desempeñar en el Comercio Electrónico, particularmente con respecto a la tributación. En una mesa redonda informal sobre este asunto se propuso el desarrollo de un marco de referencia para aplicar los impuestos existentes en el ambiente del Comercio Electrónico a través de Internet. El concepto preliminar lo constituye un nivel superior de principios amplios, un nivel inferior de principios particulares, y una sección más detalladas de elementos componentes (Wolfshon, Ariel. 1997). Posteriormente, se acordó crear un Grupo de Administración Tributaria de Comercio Electrónico para desarrollar el marco de referencia, con el respaldo de otros grupos. Este Grupo se concentrará en aspectos de cumplimiento y administración tributarios tanto de los impuestos sobre la renta como del consumo, aun cuando se propone que el marco de referencia abarque los tratados, precios de transferencia y otros aspectos de tributación. El trabajo del Grupo respecto al marco de referencia incluirá la colaboración con el sector privado.

De igual modo, el Revenue de Canadá lleva a cabo un número de iniciativas para tratar la problemática que presenta el comercio electrónico, tanto en sus repercusiones sobre transacciones comerciales legitimas como sobre aquellas en que se utiliza de manera inapropiada. El ministerio ha seleccionado, contratado y capacitado a individuos de gran pericia como especialistas en sistemas de computación para que presten su ayuda a los auditores comerciales; así mismo, se ha capacitado un equipo de investigadores para brindar asistencia en la búsqueda computarizada y en técnicas de recuperación de evidencias.

La A.F.I.P. consideró a Internet como un beneficio tecnológico y una oportunidad excepcional para mejorar sus servicios y comunicaciones con los contribuyentes. Muchos aspectos básicos para el desarrollo del Comercio Electrónico son igualmente importantes para el uso que puede hacer de Internet una administarción tributaria como por ejemplo, autenticidad, codificación, presentación de declaraciones juradas y seguridad.

 Estos aspectos tendrán un impacto en el ritmo de trabajo de la A.F.I.P.en la medida que ésta pueda hacer uso de Internet. El procesamiento más rápido y más preciso de datos rutinarios puede contribuir a una agilización en el relevamiento de las declaraciones de impuestos, una fiscalización más profunda, a un mayor cotejo de la información, una mejor selección para la fiscalización, verificaciones más completas, rastreos más preciso y reconciliación de pagos a plazo y pagos anticipados, a un cálculo más preciso de los atrasos, intereses y sanciones, a una identificación más rápidas de los atrasos potenciales, mejor manera de preparar presupuestos internos, estimación más preciso de flujos de cajas, registros de asistencia, registros de bienes inmuebles y muebles, etc. El uso de la tecnología no solamente contribuye al mejor desempeño de estas tareas, sino que también genera la necesidad de crear nuevas dependencias en nuestro país, tales como Región Posadas y San Juan, y reubicar los escasos recursos humanos en áreas de la administración en las que se requiere mayor criterio individual y creativo.
I.3 PRECIO DE TRANSFERENCIA

Los precios de transferencia constituyen el valor asignado a las operaciones de bienes tangibles o intangibles entre empresas vinculadas
 que residen en diversos Estados, Cr. Luis Alejandro Fadda (1997).

La mayor atracción es practicada por  las empresas multinacionales con un volumen de operaciones de alrrededor de un 65 %, en esta relación, intra-grupo. Mil empresas multinacionales son propietarias del 20% de los activos mundiales.

De acuerdo con datos publicados por la UNCTAD 
 en su " Word Investimente Report" de 1994, durante los primeros años de la década de los 90, por lo menos 37.000 matrices de empresas multinacionales (90% de las cuales están ubicadas en países desarrollados), controlan 206.000 subsidiarias diseminadas en todo el mundo, (aproximadamente el 50% en países en vías de desarrollo). Así también, se indica que alrededor de un tercio del comercio mundial y el ochenta por ciento de los pagos por regalías y derechos correspondientes a operaciones intra-empresa. Estas cifras dan cuenta por si solas de la importancia que reviste la actuación de las empresas multinacionales en el tema de los precios de transferencia desde el punto de vista tributario.

Los tipos de transacciones que pueden ser llevado a cabo entre las empresas de un grupo multinacional consisten en:

· Ventas o cesión del uso de todo tipo de bienes tangibles.

· Transferencia o cesión del uso de bienes intangibles.

· Préstamos o adelantos.

· Prestación de servicios de asistencia técnica, de servicios centralizados     administrativos, de propaganda, de investigación, etc.

Las técnicas de evasión y elusión por parte de las empresas residentes y no residentes fueron motivo de preocupación para las Naciones Unidas que produjo una directriz en detalle de estas técnicas, como por ejemplo la sub facturación.

El Dr. Alfredo Lamagrande (1998) ha manifestado que las alteraciones en los precios ocurrían y ocurren en gran medida entre empresas vinculadas y se exteriorizan en precios que no reflejan la realidad del mercado. Definir un precio de transferencia es importante a fin de no crear un conflicto entre fiscos con el objetivo de proteger su base gravable; pero también es importante para el contribuyente puesto que el objetivo es que cumpla con sus obligaciones fiscales, evitando de ese modo las sanciones fiscales que le pudieren corresponder.

La OCDE (1995), también entiende que los precios de transferencia son aquellos con los cuales una empresa transfiere bienes físicos, propiedad intangible o provee servicios a una empresa asociada, entendiéndose por asociada a aquella empresa residente en un Estado que participa directa o indirectamente en el gerenciamiento, control o capital de ambas empresas.

Las transacciones entre casa matriz y sucursales, o entre estas últimas, pueden ser facturadas a precios menores o mayores, según la conveniencia para la asignación de ingresos y gastos entre diversas instituciones que conforman el grupo. De igual modo, suele ocurrir que los servicios y/o bienes sujetos en la transacción tan especiales, y a veces la carencia de información sobre precios comparables, hacen que no existan pautas precisas sobre el precio normal para ese tipo de transacciones; y mucho menos para efectuar ajustes de precios.

Uno de los factores fundamentales que influyen en la determinación de los precios de transferencia, como medio de evasión y elusión tributaria es el impuesto a las ganancias o rentas, aunque también en la actualidad los denominados refugios fiscales se han convertido en importante medios para la evasión.

La forma más usual de la que se vale la evasión tributaria internacional es la utilización de los denominados "paraísos tributarios", entendiendo por éstos a los países sin impuestos o con tasas impositivas muy reducidas. Dichos países, además suelen disponer de un extenso y sofisticado aparato bancario y de estrictas reglas de confidencialidad, que permitan acumular beneficios, o son el móvil para realizar operaciones sin ser gravados o sin efectos tributarios de importancia. Es de destacar que cualquier país puede constituir un paraíso tributario con relación a otro cuando sus impuestos son significativamente más bajos o cuando no aplica su impuesto en circunstancia que el otro país sí los aplica.

En lo que respecta al impuesto a las ganancias, cuyas diferencias podrían motivar el uso de los precios de transferencia para dislocar encubrimientos beneficios, además del nivel de la tasa que es el más explícito, los criterios para determinar la base imponible (amortizaciones, deducciones, compensación de quebrantos, etc.), la existencia incentivos tributarios que conceden exenciones totales o parciales, el tratamiento otorgado a las ganancias de capital, los acuerdos para evitar la doble tributación de la renta que podrían permitir abusos en su utilización y, por que no, la efectividad de control de las administraciones tributarias.

La ODCE en 1979 y 1984 publico a través del Comité de Asuntos Fiscales una clasificación de transacciones a las que se les definen los métodos de valoración a saber:

· Transferencia de mercaderías. Método: precio comparable no controlado, precio de reventa, precio incrementado en el margen de beneficio.

· Transferencia de tecnología. Método: se abstiene de definir uno en particular y sugiere definir para llegar a una aproximación válida.

· Transferencia de marcas. Método: puede ser adecuado comparar el volumen de ventas, precios aplicados y beneficios obtenidos en los productos análogos que no la llevan.

· Transferencia de servicios: si se pueden identificar, la imputación se debe realizar en forma directa; si no, se deberá definir por método de reparto en función de las ventajas recibidas por cada empresa.

· Préstamos: La valoración de los intereses pagados debe hacerse con el tipo de interés de plaza o de mercado. 

Estos precios de transferencia han sido definidos a través del principio de precio de mercado, como norma básica (arm's kength). Según este principio, los precios que pagan las empresas asociadas en sus transacciones deberán ser, a efectos fiscales, aquellos hubieran pagado, empresas totalmente independientes por las mismas mercaderías.

Ahora bien, la práctica a veces suele ser bastante imprecisa, para lo cual algunos países han adoptado la confección de acuerdos sobre precios de transferencia (APA). Estos acuerdos, pactos o convenios son realizados entre una o varias empresas y las Administraciones tributarias que establecen, frente a la realización de operaciones sujetas a valoración, un conjunto de criterios adecuados.

El primer país que regula legalmente el funcionamiento de los APA es Japón. El procedimiento utilizado se denomina "sistema de preconfirmación"; y, bajo el mismo, el contribuyente propone a las autoridades fiscales japonesas el método de ajuste de los precios de transferencia que piensa es el más razonable dadas las circunstancias de cada caso. Para defender su propuesta la empresa presenta la documentación que apoya la razonabilidad del método y prueba que los resultados obtenidos en la transacción internacional involucrada se mantienen dentro de unos márgenes "preconfirmados".

Aunque los acuerdos japoneses no son legalmente vinculantes, la autoridad tributaria se considera vinculada por ellos. En caso de que acepte el método propuesto por las empresas, la Administración tributaria no realizara ajustes sobre los precios de transferencia siempre que la empresa se atenga al método presentado. Normalmente los métodos aplicados son los tradicionales métodos arm's length o de plena concurrencia si los bienes admiten la utilización de un cuarto método, como podría ser el división del beneficio. También se admite la posibilidad de involucrar en el APA a las autoridades de cualquier otro país interviniente en las transacciones, con la condición previa de que lo solicite el contribuyente y de que se realice dentro del marco del procedimiento amistoso previsto en los convenios.

En los Estados Unidos previo a la iniciación del procedimiento propiamente dicho, el contribuyente interesado en formalizar un APA solicita la convocatoria de una reunión con las autoridades fiscales, en la que se valorará la posibilidad de iniciar un acuerdo. En esta reunión se discute la información que IRS en la Agencia necesitará evaluar, por ejemplo el historial del contribuyente, lo referente a precios de transferencia y los potenciales problemas que pueden surgir. El siguiente paso lo constituye un deposito por parte del contribuyente de cinco mil dólares en concepto de honorarios pagados a la administración por atender esa solicitud.

De igual modo que en Japón el contribuyente propone el método de ajuste de precios de transferencia que considere más razonable dados los hechos y circunstancial El método debe ser compatible con el principio de plena concurrencia y deberá ser uno de los descriptos en el código tributario. Generalmente serán métodos tradicionales ya señalados, pero es posible la utilización de otros tales como división de beneficio o rendimiento del capital empleado. El contribuyente suministrará la documentación correspondiente para defender la razonabilidad del método, incluyendo datos referentes a la industria mercados y países cubiertos por el acuerdo. Deben ser presentadas transacciones comparables no vinculadas que se consideren similares a las desarrolladas por el contribuyente, teniendo en cuenta las actividades económicas realizadas, los activos empleados y costos y riesgos incurridos. 

El IRS estudiará a continuación toda la información aportada y se reunirá de nuevo con el contribuyente para discutir cualquier hecho adicional que considere relevante. En este momento se determinará si acepta el método propuesto; se fijaran los márgenes entre los que deben oscilar los resultados para considerarse de plena concurrencia y se estudiarán las implicaciones para las autoridades fiscales del otro país afectado por las transacciones analizadas.

Los APA americanos tienen en cuenta la posibilidad de que las circunstancias económicas en las que se enmarca una transacción puedan cambiar debido al impacto de los ciclos económicos; por tal motivo tienen una naturaleza flexible y prevén su revisión o cancelación cuando las circunstancias económicas cambian significativamente. No obstante, se prevé que se mantengan las condiciones durante un plazo de cuatro años: el actual y los tres siguientes. Luego de este plazo, podrá ser renovado a través de un procedimiento abreviado si las circunstancias son las mismas.

Canadá entre tanto, autorizó oficialmente este procedimiento de acuerdo a lo practicado por los Estados Unidos. Este es similar al de los americanos, es decir que se producen reuniones previas para valorar la posibilidad de realizar un APA dadas las particulares circunstancias del contribuyente. Basándose en estas discusiones previas la autoridad tributaria puede decidir que un APA no es apropiado. Los factores que se suelen tener en cuenta para aceptar o denegar la iniciación de un APA son los siguientes: la seguridad o inseguridad de que la transición se lleve a efecto, el contribuyente pertenece a una gran industria por lo que las conclusiones que se alcancen pueden extenderse a otras empresas, el otro país involucrado tiene en vigor un convenio para evitar la doble imposición con Canadá y a su vez ese país esta interesado en realizar un APA bilateral. 

Si el APA es aceptado, el contribuyente debe hacer un depósito, si bien aquí no es fijo ya que depende de los gastos de bolsillo que se piensa puede ocasionar el APA a la Administración tributaria. Una vez iniciado APA, el contribuyente propondrá el método a aplicar y facilitará la información que lo sustente: análisis funcional, medidas de rentabilidad, estudios económicos, tendencias generales de la industria, información disponible de los competidores, etc. Adicionalmente deberá aportar información suficiente sobre el funcionamiento de su empresa: historia, organización, naturaleza y ámbito de sus operaciones, estructura financiera, etc. El hecho de que el APA sea aceptado, no significará que el contribuyente se verá libre de futuras inspecciones, sino que éstas se dirigirán a comprobar que el contribuyente cumpla con los términos y condiciones establecidos en el APA. Este en consecuencia, puede, cancelarse en cualquier momento si se detecta un comportamiento fraudulento, una tergiversación de la información o incumplimiento de los términos y condiciones prefijadas. Por el contrario, y de la misma forma que en Estados Unidos, se permite la renovación de los APA.

En el caso de Argentina, debido a las escasas definiciones legales u omisiones  en la legislación, recientemente en diciembre de 1998, fue sancionada la Ley 25063 que legisla sobre los precios de transferencia. La misma sigue los lineamientos ya definidos por la OCDE tales como:

· Faculta a la AFIP a establecer la ganancia de fuente Argentina mediante la utilización de coeficientes, índices o medios utilizados por empresas independientes en actividades iguales o similares.

·  Aplica el principio de operador independiente.

· Incorpora la  presunción  de las operaciones realizadas entre una empresa local de capital extranjero y un sujeto del exterior que tenga participación en ella o la controle directa o indirectamente. Si unas está ubicada en jurisdicciones de baja imposición fiscal se presume que los precios no se han fijado respetando el principio del operador independiente.

· Establece los siguientes métodos a efectos de determinar los precios de        transferencia:

· Precio comparable no controlado.

· Precio de reventa.

· Precio de costo adicionado.

· Participación de utilidades.

· Residual de partición de utilidades.

· Margen neto de la transacción.

Si se observa que, a pesar de contar con las herramientas legales, Argentina hoy, se encuentra con el  inconveniente de que los países del MERCOSUR, del que es integrante junto con Brasil, Paraguay y Uruguay, no cuentan con normas similares, ni complementarias al respecto. Solamente Brasil ha legislado esto, pero a través de normas que se basan fundamentalmente en fórmulas matemáticas y porcentajes fijos, apartándose de las establecidas por la OCDE, mientras que, Paraguay y Uruguay no han legislado a respecto.  


Esto constituye una traba en el desarrollo común de dichos fines, ya que, al existir bases legales distintas, los criterios de fiscalización se manejan con objetivos iguales, pero con procedimientos diferentes, lo cual afecta la interrelación de datos entre las administraciones tributarias

A continuación, presentamos el siguiente cuadro, en el quel se observan las diferencias apuntadas:
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* Fuente Periddico Econémico Tributario 22.10.99, N 191,





I.4 PARAISOS FISCALES


Los refugios o paraísos fiscales son los denominados jurídicamente hablando, los países que tengan o posean impuestos bajos o no gravados y/o nulos, cuenta con secretos bancarios o financieros, donde se protege al inversionista, no existen control cambiado acompañados de gran flexibilidad para la constitución y administración de empresas. 

La proliferación de los refugios fiscales se produjo como consecuencia de la globalización de los mercados, el grado de crecimiento de las comunicaciones internacionales y los off shore
.
Los tax havens son un país, una región y/o jurisdicción en donde se practica la legalidad o ilegalidad tributaria. La práctica de la ilegalidad es un tácito reconocimiento del fraude fiscal, lo cual constituye un acto premeditado de ocultación de utilidades que no son tributadas conforme al país de origen.

Las empresas inversoras, elaboran un plan para minimizar la carga impositiva aprovechando las estructuras fiscales más benignas relacionados con aspectos económicos. Así eligen la mejor opción posible brindada por la venia de la legislación intentando no ser alcanzados en un futuro por las autoridades tributarias (economías de opción). 

Estamos entonces en condiciones de confirmar los tipos o clases de paraísos 

fiscales que en general se conocen:

· Países que gravan a tasa cero o con inexistencia de tributación significativa (Islas Caimanes).

· Países que gravan actos y/o actividades a tasas relativamente bajas (Paraguay).

· Países que graban actos y/o actividades solamente sobre bases impositivas internas y no los provenientes de fuentes extranjeras (Panamá).

· Países que otorgan privilegios tributarios a distintos tipos de operaciones y sociedades, que pueden ser previstos en los sistemas fiscales, que posibilitan o combinar disposiciones internas del organismo, hasta encuadrarlas en una promoción industrial (Luxemburgo).

 Además de las condiciones señaladas anteriormente podemos señalar que los siguientes elementos expuestos  por el Dr. Lamagrande (1998):

a) Estabilidad política y económica  del gobierno.

b) Inexistencia de un control de cambio.

c) Un sistema jurídico estable que otorgue seguridad jurídica y libre ingreso y salida de capitales.

d) Facilidades de comunicación y transporte, así como servicios profesionales,    comerciales y bancarios competentes.

 Es opinión de los autores que las características descriptas por Lamagrande no necesariamente se cumplen ya que justamente uno de los flancos utilizados por las multinacionales, que llevan adelante este tipo de prácticas, también es llevado a cabo en países y/o regiones donde existen lagunas tributarias o puntos negros en las legislaciones.

 Los asilos tributarios conforman en muchas ocasiones un nuevo eslabón en el desarrollo de los negocios internacionales. Al respecto expresó Tacchi (1994): "La erosión de las bases imponibles de los tributos por el uso de los paraísos tributarios se relaciona tanto con contribuyentes de altos ingresos de países en desarrollo, como con los países desarrollados (Estados Unidos  por ejemplo). Las compañías multinacionales también hacen pasar parte de su operatoria por paraísos tributarios si con ello reducen su carga tributaria total."

 La historia de los refugios fiscales está íntimamente ligada al impuesto a las ganancias, como se lo denomina en Argentina, y en el resto del mundo como a las rentas sobre las empresas y  sobre las personas físicas en forma directa.

Así mismo, existen otros impuestos que gravan otras manifestaciones de capacidad contributiva y que también suelen ser productos de elusión y/o evasión impositiva por ejemplo:

· Sobre los activos, en Argentina existen el impuesto a las Ganancias a la mínima presunta, el impuesto a los bienes personales no afectados a la actividad económica y el reciente impuesto sobre los intereses y el costo financiero del endeudamiento empresario.

· A la transmisión gratuita de bienes, herencias y donaciones.

Los inversionistas internacionales, que intentan buscar suerte en otras fronteras e instalarse en esas nuevas jurisdicciones, buscan no solamente el tipo de legislación local sino también del país objeto de la inversión, los tratados entre las naciones, e incluso de aquellos países que tienen convenios con los dos anteriormente citados a fin de reducir el pago de los impuestos dentro de un marco de legalidad o no.

Veamos un caso práctico en el que se le ofrece a una multinacional desarrollar una inversión en otro país, cuya utilidad antes de los impuestos es de $ 10.000; lo que resta saber en definitiva es cuál será el beneficio neto libre de impuestos.

La información es la siguiente:

· País donde fue realizada la inversión: grava a una tasa del 35 % la utilidad neta de la empresa extranjera.

· País donde fue realizada la inversión: grava a una tasa del 20 % la    distribución de dividendos al exterior.

· País de la casa matriz: grava el beneficio de la sociedad radicada en el exterior a una tasa del 28 %, sin computar impuesto alguno como crédito fiscal y sin la existencia de un convenio para evitar la doble imposición entre los dos países.
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Las posibilidades de concretar inversiones en ese país son pocas si una renta razonable antes de los impuestos de $ 10.000 se transforma para el inversos, finalmente en $ 2.400.-

En pocas palabras, y con el fin de adecuar las estructuras fiscales con las tendencias y lineamientos internacionales para atraer inversiones y competir con otros, debemos decir que el estado que pretenda el desarrollo de actividades por parte de empresas extranjeras dentro de sus límites territoriales, tendrá que suscribir con otros estados convenios bilaterales para evitar la doble imposición internacional, y exceptuar o limitar la tasa del impuesto a las ganancias sobre los dividendos pagados a la empresa controlante del exterior, mientras que el estado exportador de capitales deberá también suscribir con otros estados convenios multilaterales para evitar la doble imposición internacional y establecer mecanismos en su legislación para computar como crédito fiscal el impuesto pagado en el país destino de la inversión.

Para contrarrestar este efecto, en algunos países como España, y a fin de evitar los engorrosos problemas de definición ya vistos, la legislación tributaria ha establecido una lista cerrada de paraísos fiscales. El tratamiento fiscal que reciben ciertos ingresos y la deducibilidad de algunos gastos, están supeditados a que su origen no provenga de sociedades incorporadas a esos países ya definidos expresamente.

En Estados Unidos, el código fiscal prevé que cualquier corporación extranjera es una controlled foreign Corporación (CFC) si más del 50% de su capital, por monto o por voto, es propiedad de accionistas estadounidenses. El contribuyente propietario de una CFC deberá, entonces, incluir parte o todas las ganancias en la proporción correspondiente dentro de sus otras ganancias gravadas, aun en el supuesto caso de que la corporación no haya distribuido dividendos. Lo mismo sucede con los individuos estadounidenses propietarios de una corporación extranjera cuyas utilidades provengan del derivado de regalías, intereses, anualidades; esto se denomina FPHC (foreign personal holding company). Incluso en este caso los accionista estarán sujetos a declarar los dividendos que no se hallan distribuidos en sus rentas personales.

Argentina se encuentra desarrollando sus primeros pasos en la materia. Para ello, debió introducir en la reforma legislativa de diciembre de 1998 conceptos que mencionan taxativamente a los asilos fiscales a los efectos de otorgar un tratamiento diferencial. Allí definió como Ganancia mundial (en el resto de los países se denoomina “renta”) crédito por impuesto y quebranto específico, residencia de sociedades, de personas físicas, sus efectos, pérdida de la residencia y el concepto de renta de fuente extranjera. Introdujo modificaciones en la disposiciones vinculadas a los préstamos y contratos regidos por la Ley de Transferencia de tecnología entre sucursales y filiales de empresas extranjeras.

Conincidimos con Alfredo Parrondo (1999) en que “La ley  25063 no previó la definición de lo que es una jurisdicción de baja imposición”. La misma fue reglamentada a través de la resolución general 702/99 de la AFIP. Publicada el 15/10/99, en la que en el artículo primero inciso e) define: “...a las personas físicas y/o jurídicas que se encuentren constituídas en regiones o países de baja imposición fiscal o nula respecto de las obtenidas de su actividad económica”. Dicha resolución brinda además el marco de condiciones que se deberá cumplir:

· La existencia de secreto financiero, bancario y bursátil.

· La existencia de regímenes contables y el funcionamiento de sociedades con requisitos mínimos.

· La existencia de un régimen tributario que contemple ventajas fiscales para los no residentes frente a los residentes y /o privilegios fiscales por parte de la administración fiscal del referido país de carácter discrecional.

· La ausencia de un régimen de nominatividad de acciones.

· La ausencia de autoridades de contralor de las sociedades constituídas como así también la obligatoriedad de la inscripción en le registro pertinente.

· La ausencia de impuestos en la fuente sobre dividendos o intereses pagados a residentes del exterior.

En este sentido y pensando en el futuro del MERCOSUR, ni Uruguay ni Paraguay poseen legislación específica, a pesar que Uruguay tiene un sistema tributario con lo cual altera la armonización tributaria de los países miembros.

Es lógico pensar que si uno de los principios del MERCOSUR es tener fronteras hacia terceros países y carecer de barreras entre Paraguay, Uruguay, Brasil y Argentina, no se percibe un inicio práctico en la armonización del impuesto a las Ganancias (rentas, lo cual preocupa a las autoridades fiscales de Brasil y Argentina que son los únicos que incorporaron reformas en los últimos años en su legislación impositiva.

* LISTA DE PARAISOS FISCALES (España – Real Decreto 1080/1991 del 05/07)
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I.5 OPERACIONES FINANCIERAS

La última década ha sido marcada en el área financiera por la ocurrencia simultánea de tres procesos extremadamente dinámicos que interactúan constantemente: la rápida expansión de los flujos internacionales de capitales, la integración creciente entre los sistemas financieros nacionales y la expansión de la competencia de los mercados internacionales de capitales. A este fenómeno se lo denomina globalización financiera, y solo puede ser entendido a partir de procesos e iniciativas que se han ido conformando  en diferentes esferas de la economía, de la política, de la cultura, de las tecnologías y las comunicaciones.

Como ya hemos señalado, la globalización se plantea como un nuevo nivel en la relación de economía y políticas internacionales, generando la necesidad de construir dispositivos políticos que intenten regular y controlar los procesos económicos con el objeto de hacer posible su control.

En la economía mundial globalizada, cuya fuerza reside precisamente en el hecho de que puede funcionar sin un poder político supremo, la empresa resulta ser su actor principal, " pero no cualquier empresa sino la transnacional, que tiene los recursos técnicos y financieros y la capacidad organizacional para proyectarse a nivel mundial, mas allá del espacio nacional", José Sanchez Parga (1997).

El método de separación de las esferas económica, política y cultural nos permite comprender mejor el fenómeno de la globalización, pues en tal proceso ellas se autonomizan y se distancian, a la vez que crean sub-esferas y se fracturan a sí mismas. Por ejemplo, en la economía, los mercados financieros se vuelven cada vez más autónomos y separados de la sub-esferas mercantil y ambas respecto de la economía productiva. En otros términos, se producen diferentes dimensiones de la globalización, aunque algunos autores la caracterizan por un predominio de su dimensión financiera. Al respecto José Sánchez Parga (1997) expresa"que se puede sostener que el proceso de mundialización alcanza su forma más desarrollada en el dominio financiero de la economía siendo el capital financiero el componente más globalizado del capital”. Este autor agrega que “Estos mercados financieros funcionan en completa desconexión con la economía real. Apenas 2% de las transacciones en divisas corresponden a las necesidades del comercio exterior".

En este nuevo contexto mundial, a las tradicionales formas de evasión fiscal se añaden otras proveniente de las nuevas tipologías de emprender los negocios como consecuencia de la revolución digital y la globalización aspectos que se manifiestan en particular en las transacciones financieras en el mercado internacional.

A1 respecto señala Enrique Reig (1996) " que la progresiva remoción de obstáculos al movimiento internacional de capitales por parte de muchos países lo hace cada vez más fácil y fluido así como importante vehículo para la evasión y elusión fiscal, lo que a su vez se ve agravado por la innovación creciente en el tipo de instrumentos financieros utilizados que hacen más dificultoso a las autoridades fiscales el control de este movimiento de capitales. Como los países mas chicos están más expuestos a estos riesgos, son los que pierden más y tratan, para contrarrestarlo, de crear condiciones que los hagan mas atractivos a los inversores foráneos, manipulando su sistema fiscal. Todo este camino lleva al debilitamiento de los sistemas tributarios y a la mayor dependencia del endeudamiento, lo que no puede en un momento dado, de atenderse y ponerle coto; a largo plazo no parece viable otra alternativa que no sea volver a gravar las ganancias que se paguen al exterior, originadas en estas inversiones".

Dentro de las transacciones financieras, han tomado importancia en los mercados internacionales de capital nuevos y sofisticados instrumentos financieros, entre los cuales se encuentran "los derivados", denominados así por su origen en operaciones mercantiles, que contemplan el caso de operaciones a futuro. Se los ha conceptuados como  "aquellos contratos financieros (principalmente dirigidos al desplazamiento de riesgo) cuyas determinaciones de pago se encuentran determinadas por el valor de una transacción (o activo) subyacente o que derivan de ella". Es decir que, en los derivados, los derechos y obligaciones de pago de las partes derivan del valor de un activo subyacente o índices financieros particulares o de combinaciones de ellos, tasas de interés.

El definido como elemento subyacente, es el punto de referencia para calcular las condiciones del derivado, representando en general un valor aleatorio. Las condiciones de pago expresan los riesgos y las ventajas aceptadas por las partes. En otros términos, los instrumentos financieros derivados generalmente no implican una forma directa de colocación de un capital (préstamos en sus diversas formas, emisión de títulos, valores, etc.), sirviendo principalmente para disminuir o diversificar los riesgos 

de los agentes económicos. En tal concepto se incluyen, además, los contratos de futuro, 

opciones y contratos de transacciones dobles de compensación tales como swaps, caps, floors, etc.
Ocurren variadas posibilidades y combinaciones para constituir operaciones de derivados, esto es teniendo en cuenta el fin u objetivo perseguido al realizarlas, de cobertura de una posición de riesgo existente o futura o con fines especulativos, a la espera de realizar un beneficio en función de la evolución del activo subyacente. El encuadre impositivo de los derivados presenta serias complicaciones con relación a precisar el sujeto beneficiario, a las jurisdicciones fiscales involucradas, al momento de imputación del beneficio, etc. En realidad, las leyes impositivas en muchas oportunidades son superadas por los hechos. La volatilidad de los mercados financieros y en particular las figuras que instrumentan el movimiento de capitales, entre las que se encuentran los derivados financieros, en oportunidades no están comprendidas con claridad en las normas tributarias generando una falta de certeza sobre este tipo de operaciones.

Puede advertirse que a través de este tipo de figuras pueden ocultarse variados tipos de operaciones que dificultan a las autoridades fiscales el control del movimiento de capitales. A1 respecto, señalamos que "si se construyeran derivados con el propósito de simular operaciones de otra índole, debiera asignarse o aplicarse el tratamiento impositivo correspondiente a la realidad económica subyacente en la transacción".

Este simple ejemplo muestra que para la administración tributaria y, en particular, para la función de fiscalización o inspección surgen nuevos impedimentos que no sólo se exteriorizan en muchos casos en la imposibilidad de la inaplicación de procedimientos normales de auditoria, sino que en otros, en los que se llevan a cabo internacionalmente, en la imposibilidad de contar con los libros y registros de los terceros vinculados al sujeto del país, puesto que no existe convenio de intercambio de información con otro país o el tercero se encuentra domiciliado en un paraíso fiscal.

CAPÍTULO II

PLANIFICACIÓN PARA UNA NUEVA ADMINISTRACIÓN TRIBUTRIA

II 1 NECESIDADES DE ARMONIZACIÓN TRIBUTARIA

Ante el proceso de Globalización, la política tributaria es quizás el área más sensible a la cual los gobiernos deben prestar especial atención. La tributación adquiere un papel relevante. Los ingresos de las personas y de las empresas, provienen cada día más de fuentes ubicadas en otros países, a causa de la apertura de los mercados que facilita la movilización de los factores de producción y, en particular, la movilización de capital y trabajo, aunque no todas las empresas, trabajadores y productos tienen la misma movilidad. Desde el punto de vista fiscal esta situación es difícil de controlar.

En efecto, las empresas se trasladan fácilmente a un país donde la fiscalización es tan alta; para evitar estos desplazamientos que generan distorsiones en la economía, los gobiernos propician políticas de armonización tributaria, en particular, en las regiones económicas de mercados comunes, a efectos de lograr un nivel de fiscalización análogo evitando así la "competencia tributaria ", pues la tributación en una economía abierta puede crear o aumentar los desequilibrios existentes en la medida que el mismo factor de producción, bien o actividad esté sujeto a distintas alícuotas en diferentes países.

La armonización tributaria tiene por objeto eliminar las diferencias de fiscalización entre los países que alienta el desplazamiento o radicación de empresas, personas o actividades con las consiguientes pérdidas de inversión de capital y, por ende, de recaudación impositiva. En otros términos, la armonización tributaria persigue que las decisiones de inversión y las transacciones se acuerden con independencia de la fiscalización, es decir que ésta resulte neutra a tales fines. "La armonización tributaria se convierte, entonces, en el proceso por medio del cual los gobiernos de los países afectados por estas distorsiones acordarán la estructura y el nivel de coerción de su sistema tributario, minimizando los efectos de la tributación sobre las decisiones de consumo y producción independientemente de la localización geográfica y la nacionalidad" (Secretaría de Ingresos Públicos del Brasil 1997).

Corresponde destacar que la armonización tributaria persigue instaurar sistemas tributarios idénticos. Busca eliminar las asimetrías para nivelar la fiscalización. En este sentido los gobiernos deben tener en cuenta no solamente las alícuotas o tasas nominales obrantes en las legislaciones en gravámenes similares, sino también las normas que contienen exenciones y desgravaciones, entre otros aspectos que incidirán en los costos de bienes y servicios que genera el sector privado. Una de esas asimetrías las más importante, es el nivel de evasión fiscal que existe entre los países que pretenden armonizar; tal nivel muestra en gran medida la eficiencia de la administración tributaria y el marco legislativo procesal en que ella se desenvuelve (facultades de fiscalización, secreto bancario y bursátil, penalidad corporal ante el fraude tributario, etc.). Es necesario que advirtamos aquí que resultaría ilusorio armonizar los sistemas fiscales sin tener en cuenta el grado de eficiencia de tal administración.

La armonización tributaria puede acarrear una disminución de ingresos y puede obligar a sacrificar gastos sociales. Esto implica que algunas de las dificultades para su logro son las diferentes prioridades y elecciones que fijan los gobiernos en cuanto al gasto público. Esto representa una seria restricción porque afecta dichas asignaciones, esto es, la proporción de ingresos a transferir para satisfacer necesidades públicas cuyos niveles de preferencias son diferentes entre los países.

No obstante, mientras se encuentra en marcha el proceso de armonización puede resultar aceptable que exista algún tipo de competencia entre los sistemas tributarios, pues esto obligaría a los gobiernos a ser más disciplinados en lo referente a recaudación y a  política del gasto. -

II.2 POLÍTICA TRIBUTARIA

Como hemos ha comentado, la inserción de los países en el fenómeno de la globalización implica flexibilizar sus políticas y por ende introducir cambios en la política fiscal. La competencia internacional supone eficiencia en el sector público y en el sector privado; tanto las empresas como el estado deben ser eficientes en el manejo de los recursos, aspecto que deben reflejar en una reducción de costos y en un aumento de la productividad a los efectos de lograr mayor competitividad.

En tal sentido, por parte del sector público, la política fiscal deberá diseñar un sistema tributario que genere los recursos suficientes para hacer frente al gasto público, que sea administrable, practicable y que traslade 1os menores costos a los contribuyentes. La reducción de bienes y servicios en el sector privado es la clave de una mayor productividad para lograr la competitividad internacional. A1 respecto Jenkins (1984) expresa " en esta era de cambio tecnológico sin precedentes y de reducción de los costos de comunicación y transporte, la cercanía de los mercados de América del Norte, Europa Occidental y Japón para los exportadores de un país no está determinada por la distancia física, sino por los costos de transacción".

Por el lado del sector público, el aporte de ingresos suficientes generados por un sistema tributario practicable es condición necesaria para lograr la estabilidad macroeconomía y, en consecuencia, para provocar un proceso de radicación de inversiones. No obstante las reformas que se generen en la estructura formal y funcional del sistema tributario como consecuencia de la globalización, corresponde señalar que debe tenerse en cuenta el principio técnico-tributario de la continuidad,  denominado así por Neumark (Lamagrande Alfredo, 1988), mediante el cual las normas fiscales deben gozar de vigencia continuada y sus modificaciones deben realizarse en el marco de reformas generales y sistemáticas. Este principio también es aplicable a las normas que dicta la Administración tributaria en la aplicación de tal sistema. Ello generará certeza y estabilidad jurídica disminuyendo las causas contenciosas fisco-contribuyente que en última instancia siempre generan mayores costos y atentan contra la productividad.

Podemos afirmar, sin temor a equivocarnos que un sistema tributario mal estructurado, en el que la "antisistemática" prima sobre la sistemática, que no dote a la administración tributaria del marco legal adecuado para cumplir con eficiencia su cometido, obstaculiza seriamente su accionar favoreciendo la evasión fiscal y afectando el principio de la equidad horizontal en el universo contribuyente generando distorsiones económicas. Un sistema tributario que obedece a los defectos señalados y una administración tributaria ineficiente resultan un impedimento para la modernización de las economías.

En América Latina la estructura de los ingresos representa un desafíó para la gestión de la política fiscal. Los gobiernos dependen también en mayor medida de los impuestos indirectos principalmente los impuestos al comercio y en menor medida de los impuestos directos impuestos sobre el ingreso y las contribuciones de seguridad social.

 Esta estructura de ingresos, a causa de que la base de impuestos indirectos es relativamente volátil variando con el nivel de actividad económica, expone a los presupuestos nacionales a enormes sobresaltos que lleva al sistema político deba enfrentar la necesidad de llevar a cabo frecuentes ajustes fiscales y a exigir mayor eficiencia de la administración tributaria.

Con respecto a los costos que deben soportar los contribuyentes, es oportuno resaltar que se asiste a una tendencia generalizada por parte de las administraciones Tributarias a trasladar parte de sus costos a los administrados. Esto se hace efectivo  mediante la implantación de sistemas de información y de una proliferación de sistemas de retención y percepción en la fuente. Si bien tales regímenes son adecuados para ejercer un mayor control, con respecto a los primeros el Licenciado Silvani (1995) expreso que “la experiencia ha demostrado que la administración solo debe pedir los datos oportunamente que es capaz de procesar”. Con respecto a los segundos, si bien ellos se instauran también para lograr un mayor control y para acercar el hecho imponible y el momento del pago de la obligación tributaria en muchos casos generan  saldos excesivos a favor de los contribuyentes. Esta situación genera en los contribuyentes un incremento de costos por el tiempo que insume obtener su devolución con los consiguientes perjuicios financieros y económicos, convirtiéndose, en la práctica, en un empréstito gratuito.

Vemos de este modo que el ingreso a la Globalización implica racionalidad en las medidas de gerenciamiento que deben tomar el sector público y el sector privado. 

Esto se traduce en conceptos claves para definir el rol del estado tales como la coherencia o búsqueda de eficiencia como un todo, la transparencia y la responsabilidad frente al gasto público.

II.3 PLANIFICACIÓN TRIBUTARIA

Una consecuencia del incremento del comercio internacional es la importancia que adquiere la denominada planificación tributaria como herramienta de decisión en los entes conformados por empresas vinculadas. Al respecto, señala Alberto López (1996) ”la aparición de Estrategias de Inversión, algunas en paraísos fiscales, aunado al bajo costo de las comunicaciones internacionales vía facsímil, hace del planeamiento impositivo una actividad altamente especializada, bien aprovechada por las empresas a fin de disminuir su carga tributaria aprovechando huecos o lagunas legislativas, tratados para evitar la doble imposición (utilización abusiva de los acuerdos de doble imposición entre dos países por personas de terceros países para usufructuar los beneficios del tratado) u otros procedimientos que las administraciones fiscales tratan de encuadrar en límites razonables.

En otros términos, se trata de utilizar todas las ventajas que a nivel mundial ofrecen las legislaciones impositivas para evitar o disminuir la fiscalización en las operaciones internacionales. Esto implica la realización de un estudio técnico legislativo que permita colegir el tratamiento tributario a otorgar mas favorable a las citadas transacciones, considerando exenciones, vacíos legislativos, exclusiones de objeto, aplicación de criterios técnicos que, aunque discrepen con la ley porque  ésta no sea transparente, permitiría su aplicación y la intención de su aplicabilidad no devendría en fraudulenta o al menos el fraude resultaría difícil de comprobar. Es decir, el planeamiento impositivo en algunos casos coincide con el concepto de "elusión tributaria" utilizado en los Estados Unidos para describir la reducción de la obligación tributaria a través de la aplicación de criterios que, aunque discrepan con la ley - falta de claridad o transparencia -, no resultarían fraudulentos. Sin embargo, a veces se utiliza el término “evitación”, asimilándolo al de elusión fiscal, para describir la reducción o eliminación de la obligación tributaria por métodos que son conforme a la letra de la ley, pero que logran sus objetivos en circunstancias en que generalmente  se considera que la intención básica de la ley tributaria sería cobrar el impuesto. 

En otros casos, el planeamiento tributario se utilizará para evitar responsabilidades tributarias mediante el fraude premeditado e intencional, es decir para incurrir en la figura de la evasión fiscal, según el concepto imperante en nuestro  país. No obstante, hemos de mencionar que nuestra Constitución Nacional en su artículo 19 in fine  manifiesta que ningún habitante de la nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe, con lo cual hay autores que sostienen que el fisco no puede aplicar la ley por analogía cuando existen  distintas figuras jurídicas para cumplir un objetivo económico, siendo válida la opción por aquella que no esté  sujeta a imposición. (El Cronista comercial,1998).

 Un ejemplo elemental de la planificación tributaria es el otorgamento de préstamos con montos desproporcionados con relación al capital de la sucursal, esto  es escasa capitalización o, como se la suele denominar, sub capitalización. Esto se produce a fin de lograr un ahorro impositivo, en razón de que la alícuota de retención en la fuente es inferior a la que se aplica a la renta de la filial y el interés abonado o devengado por los préstamos se deduce como gasto (a una tasa del 5 %)y tal interés es pasible de una retención (del 13.20 %) con carácter de pago único y definitivo. De esta forma se encubren verdaderas capitalizaciones.

 Esta brecha también se presenta en las prestaciones tecnológicas, asistencia técnica y regalías, y como señala Figueroa, " constituye un importante aliciente para reducir, con su efecto combinado, el impuesto a las ganancias en el país fuente". Éste es otro gran desafíó que genera la globalización para los gobiernos. Tendrán que perfeccionar la legislación tributaria, en particular, el impuesto a las ganancias para evitar el tipo de figuras o limitarlas a través de convenios con el objeto de evitar la doble imposición y acordar con otros países la asistencia mutua a los fines fiscales para ejercer el control aludido; control que  debe ser aceptado en el sistema tributario a través de normas técnico-impositivas transparentes, que contemplen el tratamiento que se dará  a las operaciones que permiten la planificación impositiva. Las leyes, además  deberán suministrar a las Administraciones las competencias y facultades necesarias para investigar las maniobras fraudulentas que se generen a través de los precios de transferencia, sin perjuicio de que la ley sustantiva legisle con particularidad al respecto.

Con relación a este tema  Cosulich Ayala (1995), señaló que "por otra parte, la globalización económica genera grandes posibilidades de evasión tributaria en las actividades comerciales internacionales. La evasión tributaria no se detecta fácilmente y se produce donde existe ambiente para que las transacciones económicas sean secretamente encubiertas o incluso no documentadas. Las empresas multinacionales y los refugios tributarios son dos elementos bien conocidos que ofrecen un ambiente propicio para la evasión tributaria en las actividades económicas internacionales. A medida que los mercados se expanden y las transacciones financieras se hacen más complejas, las oportunidades de evasión y elusión aumentan y se adquieren formas más sofisticadas".

También la Secretaría de Ingresos Federales de Brasil (1997) señaló que la migración de capital y el aumento de la práctica de los precios de transferencias dio lugar a la proliferación de las operaciones de planificación tributaria internacional y expresando "que la porción de corriente mundial de comercio realizada entre empresas de un mismo grupo multinacional es cada vez mayor. Las inversiones realizadas con capital externo en los países en desarrollo son, en regla general, efectuadas por grandes empresas con subsidiarias esparcidas por el mundo".

En muchos casos las empresas transnacionales -complejos empresariales compuestos por entes jurídicos y fiscalmente independientes- constituidas en distintos países y sometidas a una misma dirección y control común, persiguen maximizar las utilidades y, a través de la planificación tributaria como instrumento de la toma de decisiones, exteriorizan las utilidades de los países que más conviene a sus intereses mediante la fijación de precios o retribuciones a sus transacciones de acuerdo a razones tributarias. 

Sin embargo, en algunas oportunidades, la fijación de los precios que no obedecen a la regla del operador independiente se lleva a cabo por motivos extra tributarios tales como los riesgos cambiarios, restricciones a la repatriación de capitales, inseguridad jurídica, incertidumbre económica o política y penetración de un mercado.

En síntesis, resulta correcto que las empresas intenten por medio de la planificación tributaria aprovechar las ventajas que les ofrecen las legislaciones tributarias, pero siempre de los límites de la ley. No es correcto aprovechar dicho medio para transgredir los límites normativos afectándose, cuando no se determina e ingresa el impuesto correctamente, el legítimo interés fiscal de los países.

II. 4 ESTRATEGIA DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA

Los últimos diez años de experiencias en materia de reforma de la Administración tributaria en los países de Latinoamérica y el Caribe, que comentaremos en este apartado, son también experiencias compartidas con el BID, FMI, BM, las misiones europeas de Alemania, España y Francia radicadas en el CIAT y la casi totalidad de los países miembros del CIAT, ya que prácticamente todos ellos participaron de los esfuerzos por reformar  la administración tributaria en el marco de proyectos de cooperación técnica, o bien en calidad de prestadores o de receptores de la misma.

Las reformas de las administraciones tributarias en Latinoamérica y el Caribe se han dado de diferentes formas, alcances, intensidad y también resultados. Un factor determinante en este proceso ha sido el contexto cultural, legal, político, económico y social en el que se desenvuelven las administraciones, aunque también tuvieron incidencia el estado de desarrollo y evolución de las administraciones tributarias en términos de sus sistemas tributarios, sus normas de procedimiento, organización recursos humanos, cultura organizacional así como también la estabilidad de la legislación, la capacidad de gerencia y la continuidad de las políticas y estrategias de reforma. En este marco, se pueden identificar tres grandes modalidades que caracterizan a la mayoría de los procesos de reforma llevados a cabo en los países de Latinoamérica y el Caribe.

Una primera modalidad de reformas es aquella en la que se produjo un cambio planificado, gradual y sistemático, donde el perfeccionamiento de la legislación, y consecuentemente, de los procesos administrativos relacionados y de la propia administración misma se desarrolló sin grandes traumas tanto interna como externamente de la organización proporcionando una importante imagen de continuidad y de seguridad jurídica. Además, estos procesos han estado, por lo general, marcados por una importante continuidad en la gerencial, por el desarrollo de recursos humanos y por el  fortalecimiento de un clima organizacional con valores positivos. En este tipo de procesos, el motor generador de cambio se ha dado en el interior de la organización y con recursos propios, apoyándose en la contratación de servicios de consultoría externa solamente para la solución de problemas puntuales y específicos. Ejemplos de esta modalidad de reforma son los procesos de modernización llevados a cabo por las administraciones tributarias de países como Brasil y Chile.

Una segunda modalidad está constituida por reformas que han significado un cambio radical e integral de la administración, comprendiendo aspectos tanto del sistema tributario y de la legislación tributaria en general, como también de la administración. Estos procesos de reforma han sido apoyados financiera y técnicamente por organismos internacionales como el BID, BM, FMI, las misiones europeas y el CIAT. El éxito de esas reformas ha estado condicionado en gran medida a factores tanto externos como internos de la Administración, tales como el apoyo político y la disponibilidad de recursos suficientes para su implantación, la capacidad y la continuidad de la gerencia del proceso, la calidad y motivación de los recursos humanos, y la cultura y el clima organizacional de la respectiva administración. En esta modalidad se encuadran las reformas encaradas por países como Barbados, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Perú y Venezuela y, últimamente, iniciados por Argentina Ecuador, Guatemala, Jamaica y México. 

Una tercera modalidad de reformas, es aquella en que los procesos de cambio han estado centrados sobre todo en el uso de tecnología informática, en el desarrollo de sistemas de información y en reingeniería de los procesos en áreas claves de la administración (registro, recaudación y cuenta corriente), dirigidos, principalmente, a controlar un universo especial de contribuyentes, los denominados principales o grandes contribuyentes, de manera que la administración, controlando un pequeño número de contribuyentes, asegure el control de los responsables por un alto porcentaje de la recaudación. Estos procesos de reforma también han sido apoyados financiera y técnicamente por organismos internacionales. En este tipo de reformas se encuentran transitando la gran parte de los países latinoamericanos y del Caribe.

II.4.1 Principales logros:

Como  se señalara anteriormente los procesos de reforma de la administración tributaria en los países de Latinoamérica y el Caribe miembros del CIAT varían en diversos aspectos y, especialmente, en cuanto a los resultados alcanzados. De todos modos, pueden identificarse algunas áreas en que, en gran parte de aquellos países, se lograron avances significativos.

II.4.1.1 Estrategia de gestión:

Fue en la década pasada que se consolidó como estrategia de la administración tributaria la promoción del cumplimiento voluntario. Anteriormente, el rol de la administración, y consecuentemente su estrategia de actuación, se presentaba con un sesgo marcadamente represivo. Se trataba fundamentalmente de inducir al cumplimiento de las obligaciones a través de una actitud amenazante de fiscalizar y castigar a los incumplidores, si bien esa actitud no se condecía con los hechos en cuanto a la concreción de las amenazas y, consecuentemente, no alcanzaba los resultados esperados de inducción al cumplimiento. Inclusive, las autoridades solían promover campañas publicitarias basadas en la caracterización de la administración tributaria mediante diferentes figuras agresivas, como único medio de comunicación social.

Actualmente, sin perjuicio de reconocerse la importancia y necesidad del ejercicio de las funciones de control de la administración tributaria, la promoción del cumplimiento voluntario se entiende que debe comprender acciones de asistencia al contribuyente, que lo induzcan a cumplir y le faciliten el hacerlo, a través de la simplificación de los procedimientos de declaración y pago, de la orientación e información sobre los alcances de las normas tributarias, de la preocupación por reducir su carga tributaria indirecta a la indispensable.

II.4.1.2 Planificación estratégica:

Fue también en la década pasada que se generalizó la utilización de la planificación estratégica en las administraciones tributarias, permitiéndole a éstas actuar como un sistema abierto, que se retroalimenta no solamente observando sus propios procesos y productos en busca de la eficiencia, sino también tomando en consideración lo que sucede y lo que se avecina en el contexto social, político y económico en que se desempeñan, es decir, fijando directrices y prioridades sobre la base de la realidad circundante y de los cambios que cabe prever que se producirán sobre esa realidad.

Dentro de esta planificación cabe destacar la adopción de definiciones de misión de la administración tributaria que incorporan, en consonancia con lo expuesto en el apartado anterior sobre la estrategia, la noción de servicio de la organización.

II.4.1.3 Estructura de la organización:

En cuanto a las reformas introducidas en la estructura de la organización, corresponden señalar cuatro aspectos de relevancia hacia los que tendieron varios de los países que se tuvieron en cuenta para nuestro trabajo: autonomía, integración, unidades de grandes contribuyentes, órganos para la asistencia al contribuyente.

· Autonomía. La adopción de una mayor autonomía de la administración tributaria, cuya amplitud varía entre los países que la han adoptado, ha permitido en muchos casos mejorar sensiblemente el perfil de los recursos humanos, como por ejemplo, en los casos de Perú y Venezuela, al posibilitar la implantación de una política de contratación y de remuneraciones compatible con los requerimientos profesionales exigibles para el ejercicio de la función. A1 mismo tiempo, al otorgar una mayor disponibilidad financiera y flexibilidad para la adquisición de bienes y servicios, posibilitó la renovación de instalaciones y equipos en forma más adecuada y oportuna que si se hubiese tenido que transitar por los engorrosos trámites burocráticos de contratación comunes a toda la administración pública.

· Integración. La integración ocurrida en la estructura de la organización de la administración tributaria se produjo en dos vertientes. Por un lado, se integraron en algún caso, como por ejemplo, en República Dominicana no sólo la administración de diferentes tributos internos que antes se gestionaban por diferentes organismos, sino también funciones correspondientes a la administración de un mismo impuesto que se venían ejerciendo separadamente. Por otro lado, en los últimos años, hubo casos de concentración en una única organización de la gestión de los tributos internos y aduaneros, como por ejemplo, en Argentina, Colombia, México y Venezuela y, en algún caso, como es el de Argentina, también de las contribuciones para la seguridad social. Esta forma de integración tiene como precedente la administración tributaria de Brasil, de fines de los años sesenta. Las principales razones que inspiraron esta integración fueron obtener economías de escala en el ejercicio de la administración tributaria y perfeccionar los controles, a través de una visión más integral del comportamiento tributario de los contribuyentes.

· Unidades de gestión de grandes contribuyentes. Se mantuvo y reafirmó la tendencia de crear unidades para la administración diferenciada de los grandes contribuyentes, y así ejercer un control más próximo y eficaz de quienes son responsables de la mayor parte de la recaudación tributaria. Esta tendencia obedece también a una táctica que ha demostrado resultados satisfactorios en el desarrollo de los proyectos de modernización de la administración tributaria. Se trata de iniciar selectivamente el perfeccionamiento de las funciones de la administración con relación a un número reducido de contribuyentes constituido por los principales responsables, para que, gradualmente, se vayan extendiendo o irradiando las mejoras introducidas hasta alcanzar la totalidad del universo de contribuyentes. Esta táctica se verifica en la gran mayoría de los países que emprendieron proyectos de modernización de la administración tributaria. En Argentina se denomina Sistema 2000 y hoy cuenta con oficial de cuentas en sistema carterizado.

· Órganos de asistencia al contribuyente. En cierta medida como corolario de lo comentado con relación al cambio de estrategia en favor de la promoción del cumplimiento voluntario, y a la consagración de la noción de servicio introducida en la definición de la misión de la administración tributaria, se crearon órganos específicos para la asistencia al contribuyente, a veces a nivel directivo.

II.4.1.4 Gerencia:

Se realizaron significativos esfuerzos para incrementar la capacidad de gerencia de las administraciones tributarias, que abarcaron desde el desarrollo de numerosas actividades de capacitación, hasta la introducción de modernas técnicas gerenciales, particularmente, la de "calidad total". 

En este campo, los avances logrados difieren notablemente, sin embargo, puede concluirse que independientemente de los resultados obtenidos, que en muchos casos están lejos de ser satisfactorios, sí se tomó conciencia, en la mayoría de las administraciones, de que la búsqueda de una adecuada capacidad gerencial constituye una meta prioritaria para alcanzar niveles aceptables de eficiencia y eficacia en el quehacer de la administración tributaria.

II.4.1.5 Ingeniería de procesos tributarios:

En términos de procesos y procedimientos administrativos, en varios países, se realizaron verdaderos esfuerzos de reingeniería de los mismos, tendiendo a elevar los niveles de eficiencia. Esto contribuyó a la simplificación del cumplimiento de las obligaciones de los contribuyentes y del desarrollo de las funciones de la propia administración.

 En muchos casos, estos esfuerzos de reingeniería fueron motivados para adecuar la actuación de la administración a una utilización más amplia de la tecnología informática. Entre las acciones emprendidas cabe destacar la generalización del uso de la red bancaria para la declaración y pago de los tributos y, en muchos casos, con transmisión de las informaciones en tiempo real.

En algunos casos se avanzó en la presentación de declaraciones en medio magnético y, en el caso de Argentina, se utilizó la red Internet para la presentación de las declaraciones. En este país el número de declaraciones del impuesto a la renta presentadas por Internet en el año 1999, pese a tratarse de una acción experimental, fue próximo al medio millón. (Véase apartado I.2 Transacciones Electrónicas).

II.4.1.6 Sistemas de información y tecnología informática:

Los avances logrados en la utilización de moderna tecnología informática se produjeron tanto con relación al "hardware" como al "software".

La mayoría de las administraciones ampliaron notablemente la capacidad y número de los equipos informáticos utilizados, lo que les permitió establecer sistemas de red que aumentaron el flujo y la disponibilidad de información entre y para las diversas unidades y regiones de esas administraciones.

Así mismo, se desarrollaron o perfeccionaron los sistemas de información correspondientes, principalmente, a las funciones de recaudación. En muchos países se consolidó el registro de contribuyentes y la cuenta corriente integral tributaria, pudiendo hacerse intimaciones de declaraciones y pagos en forma automática. En este campo, muchos de los esfuerzos realizados se basaron en la aplicación de experiencias exitosas y de estándares y prototipos que el CIAT ha desarrollado y documentado, con la finalidad de facilitar y acelerar los procesos de modernización.

II.4.1.7 Recursos humanos y capacitación:

En materia de recursos humanos, los mayores avances correspondieron a aquellos países que, al mismo tiempo, obtuvieron mejores condiciones para la gestión de tales recursos a través de una mayor autonomía. Si bien todavía es mucho lo que en este campo cabe realizar a la mayoría de los países, ya se constata una mayor preocupación por el capital humano de las administraciones tributarias.

Particularmente, las actividades de capacitación han comenzado a desarrollarse en forma más sistemática y consistente. Sobre esto, cabe destacar la acogida que ha tenido en los 18 países latinoamericanos a que está dirigido, el programa de fortalecimiento de los centros de capacitación tributaria auspiciado por el BID, México, el CIAT, el Instituto de Estudios Fiscales con la Escuela de Hacienda Pública y la Agencia Estatal de Administración Tributaria de España.

II.4.2 Desafíos para la Administración tributaria:

Como hemos dicho, las administraciones tributarias se encuentran directamente influenciadas por su propio entorno político, cultural, económico, social y tecnológico así como por la evolución y tendencias del entorno mundial. Las previsiones que con carácter general se pueden hacer sobre el nuevo milenio son que ésta estará marcada por cambios todavía más radicales, acelerados y profundos que los vividos hasta ahora.

Tales cambios propiciarán una inestabilidad permanente y unas relaciones cada vez más complejas e interdependientes entre la Administración y la sociedad, que exigirán, sin duda, adaptaciones de las formas de gestión, recursos humanos altamente cualificados y nuevas formas de gerencia y estructuras de organización capaces de responder y adaptarse a los cambios y a los nuevos requerimientos de la sociedad.

De partida podemos afirmar que en la década que comenzamos las Administraciones tributarias se enfrentarán a los siguientes desafíos:

· Profundizar la simplificación del sistema tributario, la legislación y los procesos tributarios.

· Reducir los niveles de evasión fiscal.

· Promover una mayor seguridad jurídica en las relaciones fisco / contribuyente.

· Responder a las exigencias de un entorno de globalización de los sistemas económicos.

· Controlar los efectos tributarios de fenómenos sociales de carácter ilícito.

· Acompañar la evolución de la tecnología informática y de las comunicaciones.

· Controlar el comercio electrónico.

· Observar e implementar las tendencias de la descentralización fiscal.

· Adecuarse a las nuevas tendencias de organización y prácticas de gestión en la gerencia de la Administración tributaria.

· Participar en los esfuerzos de armonización tributaria en los procesos de integración económica.

· Profesionalizar y capacitar los recursos humanos de las administraciones tributarias.

· Implantar una nueva filosofía de gestión y actitud de servicio de las administraciones ante la sociedad, que facilite las respuestas a los desafíos anteriormente enumerados.

II.4.3 La Agenda del futuro:

La Agenda del futuro es ciertamente extensa, compleja y cambiante, dependiendo de las variables del entorno de la Administración Tributaria. El éxito del largo camino que falta por recorrer, especialmente a las administraciones tributarias latinoamericanas y del Caribe para alcanzar niveles aceptables en sus procesos de gestión en gran medida estará condicionado por el avance equilibrado que se logre en la modernización de los siguientes aspectos claves sobre los ejes que descansa una Administración tributaria moderna, eficiente y eficaz: (A) el sistema tributario, la legislación tributaria y las facultades de la Administración; (B) la tecnología informática y los sistemas de información ; (C) la reingeniería de procesos y la simplificación de procedimientos; (D) la gerencia tributaria organización, recursos humanos y cultura organizacional;(E) la relación de la administración con los contribuyentes y el grado de aceptación de los impuestos por la sociedad y (F) la tributación internacional.

A continuación pasaremos a señalar de forma somera, una serie de aspectos y enunciados, que generan una problemática importante y diversa a la gestión de las administraciones tributarias, y por consiguiente, estarán presentes en las reflexiones de los directivos:

· Inadecuación del Código Tributario en determinadas materias, tales como régimen sancionador efectivo (incluso ante los incumplimientos formales),domicilio, altas de oficio, posibilidad de obtención de información tributaria para el control de los tributos. 

· Necesidad de disponer de formularios con contenido adecuado a la importancia de los contribuyentes. Potenciar la utilización de formularios informativos (fundamentales para el control).

· La insuficiencia de los controles masivos para la eliminación de incumplimientos generalizados y errores (voluntarios e involuntarios), mediante la comprobación informatizada de todas las declaraciones juradas, y para la obtención de liquidaciones provisionales mediante el cruce de la información disponible. La presencia fiscalizadora de la Administración tributaria que se obtiene con la utilización de estos controles es muy elevada.

· La situación de la información y asistencia a los contribuyentes. Hay que analizarla y fortalecerla incluso realizando encuestas de contenidos muy diversos. 

· Análisis y reingeniería de los procesos y procedimientos utilizados en el ciclo tributario para la realización de las tareas administrativas.

· La Cobranza coactiva administrativa ha de ser efectiva. Disponer de un marco normativo adecuado (como un Reglamento General de Recaudación y Cobranza en vía administrativa) sería el requisito fundamental para la consecución de este objetivo. Por supuesto que la estratificación de las deudas y el seguimiento de la cartera morosa, priorizando la atención a los mayores importes, constituyen valiosas ayudas para la consecución de los objetivos recaudatorios, de presencia y seriedad institucional, y de educación fiscal.

· El sistema de garantías en vía administrativa requiere mayor agilidad. En vía contenciosa hay que controlar los avances de los procedimientos.

· Importancia fundamental tiene disponer de un sistema integrado de 

              información para la gestión y el control de los tributos en la Administración                      

              tributaria.

· Tratar los grandes contribuyentes con una nueva óptica más integradora.

· Mayor sensibilidad hacia la política de personal: selección, formación inicial      

           y permanente, incentivación, ética, movilidad.

· Formación especializada de los fiscalizadores de grandes contribuyentes.

· Amnistías fiscales. Desaconsejarlas totalmente, por su pernicioso efecto en los contribuyentes cumplidores.

· Ética en los contadores fiscales y su colaboración con la Administración tributaria.

· Archivo de los documentos fiscales.

· La búsqueda del modelo de Administración tributaria más adecuado para cada etapa del desarrollo del país entre otros, modelo para la Fiscalización y Recaudación; Y que, obviamente, no genere litigiosidad social.

· Las actitudes y aptitudes gerenciales; los mecanismos de la toma de decisiones; la descentralización de las decisiones a nivel territorial (resolución de recursos; planes locales de fiscalización ...); la disposición y utilización de estadísticas para la gestión cotidiana.

· El control de facturas. Analizar seriamente y elegir el modelo más adecuado.

· El procedimiento para el seguimiento de los actos administrativos.

· La inexistencia de los imprescindibles mecanismos de control interno.

· La poco clara diferenciación de los contribuyentes según tamaño (por volumen de operaciones, p. Ej.), ocasiona anomalías importantes en su seguimiento y control.

· La situación de las relaciones ínter departamentales e ínter institucionales, municipios, Cámaras de Comercio, Colegios Profesionales) no permite obtener los resultados deseados.

· El secreto bancario versus secreto fiscal. Análisis y evolución futura.

· La política de colaboración de los bancos. En muchos casos habrá que revisar los convenios de colaboración con la banca.

· La tributación internacional. Para atacar problemas sofisticados de evasión y elusión tributaria internacional derivados principalmente del proceso de globalización, tales como precios de transferencia en operaciones entre empresas vinculadas, utilización de paraísos fiscales, y otros, será necesario capacitar un selecto equipo de funcionarios y con ellos desarrollar programas de fiscalización en colaboración con otras administraciones tributarias buscando fortalecer aún más la cooperación mutua internacional.

CAPÍTULO III

MEJORES APLICACIONES Y FUTURO DE LAS ADUANAS

III.1 INTRODUCCIÓN: ORIGEN E HISTORIA DE LAS ADUANAS

Desde tiempos prehistóricos el hombre y el grupo o tribu al que pertenece están ligados a un territorio propio que excluye  a otros individuos o grupos.  Durante mucho tiempo, el grupo armado fue un instrumento adecuado para defender el territorio de la llegada de intrusos; de esta forma, la vigilancia y el cierre de las fronteras quedaron vinculados al concepto de ejército. Pero los pueblos más avanzados entendieron las ventajas del comercio, de la relación con otros pueblos, y levantaron las barreras militares para permitir la entrada de otras gentes, que traían productos nuevos y apetecibles.

Los permisos para la entrada y salida de mercancías a través de la frontera se concedían a cambio del pago de un derecho de paso y, como los ejércitos nunca han sido buenos administradores, el Poder encargó a otras personas el cobro del derecho de paso y los situó, estratégicamente, en lugares fronterizos o en puertos marítimos por donde, necesariamente, tenían que llegar o salir las mercancías. Estos  puestos, encargados de controlar el tráfico procedente de o dirigido al exterior del territorio y de recaudar el derecho de paso, fueron y son las aduanas.

Estos orígenes de la Aduana han marcado algunas de las características que hasta hoy se han mantenido casi invariables: su carácter fronterizo, relativamente aislado de los centros de poder  político y administrativo, su mentalidad controladora y protectora y, desde luego, su vocación recaudadora. Tampoco han variado mucho, a lo largo del tiempo, las relaciones entre las Aduanas y el Poder: especialmente por lo que a la recaudación se refiere que, en otro tiempo, estuvo concedida a terceras personas, pero que, en los últimos 150 años, ha estado a cargo de empleados o funcionarios del gobierno.


En este capítulo, intentaremos señalar aquellos aspectos que deberían cambiar, motivados por la relación existente entre la situación de las aduanas y las demandas de 

los sectores económicos de la sociedad; aquellos aspectos  en los que se ha mejorado como consecuencia de diversas reformas y, finalmente aquello que aún resta por hacer en América Latina.

III.2 LAS REFORMAS DE LAS ADMINISTRACIONES ADUANERAS

A comienzo de la década del ‘90, las Aduanas iniciaron un proceso de renovación y cambio, más o menos profundo, en la mayor parte de los países  y en casi todas las regiones. A continuación analizaremos algunos aspectos de esta reforma, en los países de América latina y el Caribe, presentando las mejores prácticas derivadas de la reforma y comentaremos cambios interesantes que se están produciendo en otros países de mayor desarrollo y que, probablemente, constituirán la segunda fase en los países en desarrollo
.

III.2.1 El fin de las Aduanas

Decir que la Aduana está encargada del control de las operaciones de comercio exterior no revela mucho sobre el contenido o el propósito de su actuación. Aunque es cierto que no hay unanimidad a la hora de señalar cuáles son los fines de la aduana, es un hecho generalmente aceptado que, desde la antigüedad, los estados obligaban a pagar un derecho de paso a todo el que pretendía introducir en su territorio mercancías procedentes de otros países. También  la salida de mercancías nacionales estaba sujeta al pago de derechos; y para cobrar estos derechos situaron, en  puntos estratégicos, a las aduanas, de manera que se puede afirmar que las aduanas se constituyeron para recaudar tributos. Este fue el fin principal de la aduana inicialmente y durante mucho tiempo.

Sin embargo, al mismo tiempo que recaudaban tributos, también  impedían la entrada o salida de las mercancías no autorizadas, con lo que se quería proteger los intereses del Tesoro, la economía, la salud  o la paz del país. Se puede decir, por tanto, que las aduanas tenían una doble finalidad: proporcionar recursos al fisco y proteger determinados intereses nacionales
.

Ambos fines han evolucionado al compás de los cambios en las ideas políticas y económicas y de las nuevas demandas sociales. Así, la finalidad recaudadora se ha visto afectada, cuantitativamente, cuando se ha liberalizado el comercio y se han establecido nuevas formas de imposición sobre el consumo. Aunque la aduana recauda también estos nuevos tributos en la parte del consumo que se cubre mediante productos importados, la percepción general es que la aportación de la aduana a la recaudación  fiscal ha perdido importancia y que debe enfocar su actuación de manera  diferente. 

Al mismo tiempo, la preocupación por la defensa de los consumidores, la  calidad de vida, el patrimonio artístico, el entorno ambiental, etc., significan nuevos valores que la aduana debe proteger frente a eventuales riesgos provenientes del exterior.

La idea de protección, aplicada a la aduana, tiene una connotación peyorativa derivada de su actuación en el pasado reciente y que se identifica como la antítesis de la apertura de las economías y de la liberalización del comercio. La reticencia a aceptar claramente la función protectora se da en los países de América Latina como parte de un complejo de culpa A diferencia de ellos, tanto Estados Unidos como Canadá incluyen la protección como tareas fundamentales de la aduana.

A título de ejemplo, el servicio de aduanas de Estados Unidos 
 describe sus principales fines de forma absolutamente clara y directa:

· Liquidar y recaudar los derechos, impuestos y tasas sobre las mercancías 

importadas.

· Proteger a la industria nacional y a los trabajadores americanos contra la competencia desleal de los productores y fabricantes extranjeros.

· Regular el trafico de personas, transportistas y mercancías entre los EEUU y otros países.

· Proteger a los americanos y a su medio ambiente contra la introduccionde productos nocivos o peligrosos.

· Evitar el tráfico de drogas y el contrabando de otros productos.

· Hacer cumplir ciertas restricciones de las leyes en relación con algunas exportaciones.

Se puede observar que todas estas competencias están comprendidas dentro de los fines antes mencionados: la recaudación de tributos y la protección de intereses nacionales.

III.2.2 Situación de la Aduanas

Puesto que vamos a hablar de la reforma aduanera, resultará útil conocer o recordar, siquiera en forma muy resumida, la situación en que se encontraban las Aduanas cuando se iniciaron los procesos hacia 1990. Consideramos que es por entonces cuando se inician los primeros intentos de cambio profundo de las aduanas, con la llegada al poder de gobiernos decididos a abrir las economías al exterior;  para lograr esto necesitaban contar,  con una aduana radicalmente diferente. 

En esa época,  en los círculos políticos y en los medios de difusión, se afirmaba con razón, que todas las aduanas de América Latina y el Caribe, aunque con diferencias entre los países, eran ineficaces, ineficientes, corruptas y generadoras de obstáculos. A partir de ese año, muchos países, de los cuales Argentina y el Perú fueron los primeros, dieron comienzo a programas para el fortalecimiento institucional o reforma de las aduanas. El cuadro 1 presenta una síntesis de la situación de las aduanas a fines de los ‘80.

Las normas aduaneras:

Las leyes aduaneras habían quedado obsoletas e inadecuadas para regular las funciones de la aduana en relación con el comercio exterior. Varios factores, de distinta naturaleza, habían contribuido a diseñar las leyes aduaneras de una manera similar en cada país: las políticas proteccionistas de las décadas anteriores, las dictaduras militares y, en los textos más antiguos
, la influencia de las Ordenanzas de Aduanas de España versión 1922. El resultado fue la existencia de regulaciones detalladas que imponían la intervención continua de los funcionarios aduaneros en todas las operaciones de comercio exterior, y especialmente, en las de importación. 

La minuciosa regulación de las leyes hacía prácticamente innecesario el desarrollo de normas o manuales de aplicación. Sin embargo, con los años y los avances del transporte y las comunicaciones y las nuevas tendencias del comercio, empezaron a aparecer lagunas cada vez mayores por las que paulatinamente empezó a circular una buena parte de las operaciones comerciales. Cada autoridad o funcionario trataba de regular a su manera las situaciones nuevas no contempladas en la ley. Estas regulaciones, a veces de carácter local, introdujeron nuevos elementos perturbadores: la dispersión de las normas y la diversidad de tratamientos para una misma situación. El detalle y la rigidez de las leyes, junto con la confusión introducida por la proliferación de normas, abrió un amplio campo de discrecionalidad en la administración aduanera; el deterioro de los niveles técnicos y morales, en ese ambiente, condujo a una situación bastante generalizada de aduanas ineficientes y corruptas.

Recursos Humanos:

Los gobiernos, en general, habían dedicado escasos recursos financieros y materiales a la creación y sostenimiento de una administración pública tecnificada y productiva. Las crisis económicas redujeron aún más los recursos disponibles para estos fines. Por si fuera poco, en algunos países se introdujeron prácticas absolutistas o nepóticas, en virtud de las cuales cada gobernante podía sustituir, y de hecho sustituía, a los empleados públicos, en la Administración central, regional o local, por personas que estaban ligadas a él por vínculos políticos, familiares, de amistad, etc. Cada cambio de gobernante  implicaba el cese de una parte de los funcionarios bajo su dependencia, los que eran sustituidos por personas generalmente ajenas  a la función para las que eran designadas, pero afines al nuevo jefe.

Esta forma de reclutamiento, por su propia naturaleza, limito o suprimió la mayoría de las reinvindicaciones de carácter profesional o salarial y produjo un perfil de empleado público de baja formación técnica y mal retribuido. En muchos casos, los gobiernos quisieron “compensar”  su escasa atención a la administración permitiendo que sus funcionarios buscaran otras fuentes de ingresos que nivelaran sus exiguos salarios. En aquellos sectores, como el de Aduanas, cuyo marco legal ofrecía un amplio margen de actuación discrecional y contaban, además, con instrumentos  de presión eficaces, las oportunidades de multiplicar los sueldos fueron abundantes y notorias. La dispersión y el desorden normativo favorecieron la aparición de procedimientos arbitrarios que, al complicar la gestión administrativa, permitía obtener ventajas económicas.

De esta forma, la despreocupación de los gobiernos, la inestabilidad laboral y los reducidos ingresos de los empleados crearon el marco sociopolítico para la corrupción y la ineficiencia.

Los procedimientos, al igual que toda la administración aduanera, estaban orientados principalmente a asegurar la recaudación de los derechos e impuestos y, de paso, a frenar la entrada de productos extranjeros. Por tanto, todos los controles y cautelas parecían pocos. A esto hay que añadir que los procedimientos previstos en las leyes pronto quedaron obsoletos y se fueron adaptando a las interpretaciones de los funcionarios. Como consecuencia, en muchos países no existían procedimientos claros, aplicados de manera armonizada en todas las oficinas del país.

El procedimiento para la importación es, sin duda, el más representativo de los procedimientos y, en este sentido, refleja aproximadamente la situación general de estos. Sus principales puntos críticos  se localizan en las siguientes fases:

· El carácter manual del procedimiento que obliga al interesado a llenar la 


declaración, en forma manual o mecánica, y hacer filas para presentarla en la aduana; multiplicidad de trámites y registros: cada vez que la declaración era enviada de una oficina a otra, dentro de la aduana, era registrada manualmente tanto a la entrada como a la salida de cada sección.

· La obligatoriedad del reconocimiento físico de las mercancías en todas las operaciones; esta práctica, que era  innecesaria puesto que la mayor parte de las declaraciones revisadas estaban correctas y, a menudo no se hacía o se hacía en forma somera y rutinaria.

· Con todo, la traba principal era la obligación de efectuar la valoración de  las mercancías antes del reconocimiento y aforo y, por tanto, antes de su entrega al importador. La aduana podía pedir cualquier documento o información complementaria que, muchas veces, no estaba en poder del importador y cuya obtención dependía de oficinas o empresas en el extranjero; por tanto, la evacuación del trámite de la valoración podía requerir un tiempo que no era controlable de antemano ni por el funcionario ni por el importador.

Este procedimiento, al igual que el resto, ofrecía además, oportunidades para la corrupción a través del contacto físico permanente, el congestionamiento de las oficinas a determinadas horas y la amplia discrecionalidad para la toma de decisiones que afectaban a la duración del trámite (mayor costo) o, directamente, al costo de la operación (análisis injustificados, pesaje, documentos no necesarios, vaciado de contenedores, etc.).

La información:

Con procedimientos manuales, los documentos y la información en general llegaban a la aduana en papel. La forma desintegrada con que se enfocaban y manejaban cada uno de los procesos hacia innecesario o difícil el flujo de información de unos departamentos a otros. La información se generaba a mano y en papel, fuera de la aduana, y se reproducía, también a mano y en papel, dentro de la aduana cuando era necesario.

Pero, si miramos la  información desde el punto de vista del usuario que la necesita, la situación era peor todavía. La aduana, durante mucho tiempo, ha sido un ente encerrado en las cavernas, de espaldas a lo que  ocurría en el mundo exterior, y mal predispuesto a cualquier pedido de información o aclaración. Incluso, dentro de las propias aduanas, los funcionarios que tenían acceso a informaciones que deberían haberse difundido, las guardaban celosamente como poderosos instrumentos de negociación en beneficio propio.

La integridad:

Como se ha visto en los párrafos anteriores, el nivel de integridad en las aduanas, en la época que estamos considerando, era muy bajo. La inestabilidad de los funcionarios, los bajos salarios y la injerencia política son algunas de las causas que condujeron a esa situación; por otra parte, la pérdida o subversión de valores morales dentro de la sociedad facilitaron la pervivencia y la expansión de las prácticas corruptas.

 Es obvio que la corrupción no era ni es igual en todos los países, ni tampoco son iguales las posibilidades de adoptar las medidas preventivas correctoras que permitan eliminar esa corrupción. Por ejemplo, aunque haya consenso en cuanto a la necesidad de adoptar políticas de personal adecuadas y salarios dignos, no todos los países están en condiciones de poner en marcha tales políticas ni disponen de los recursos necesarios para ello.

Pero lo descrito no constituye más que uno de los tres elementos que propician la corrupción y hacen tan difícil su erradicación: las normas, los procedimientos y la falta de recursos proveen las oportunidades para introducir practicas corruptas. Con todo, oportunidades para la corrupción pueden existir o se pueden buscar siempre aunque la adopción de determinadas medidas puede reducirlas de manera importante (véase cuadro Nº2 Pág.106).

Hay, además de las oportunidades, otros dos elementos de carácter socio político que son la aceptación social y la tolerancia institucional, que dificultan la lucha contra la corrupción. La aceptación por la sociedad de conductas irregulares en la actividad pública y privada elimina el poder disuasorio o de autocontrol que podría representar el rechazo social hacia tales comportamientos ilícitos. A veces, incluso, son percibidos como la respuesta informal a los excesos tributarios o a la complejidad burocrática. El cambio de actitud social sólo puede ser esperado  cuando se hayan revertido los otros dos elementos.

El tercer elemento, la tolerancia institucional, es el más pernicioso de todos e incluye desde el Gobierno y los responsables de la gestión aduanera hasta los operadores económicos considerados colectivamente. Su gravedad radica en que la posición clara y definida de las instituciones contra la corrupción es el requisito imprescindible para combatirla y para implementar los cambios que implica un programa de reforma.

III.2.3 La reforma y modernización de las Aduanas

Se han utilizado distintas denominaciones como “fortalecimiento”, “reforma”, “modernización”, etc. para designar el movimiento de cambios  que, en algunos países, se inicio en los últimos años de los 80 y continuó, en casi todos, durante la década siguiente. Pero la reforma de las aduanas no se plantea como un  movimiento espontáneo dirigido a mejorar el cumplimiento de sus fines. Diversos factores, actuando conjuntamente, han promovido un proceso de cambio importante dentro de las administraciones aduaneras. En el proceso, aunque se mantienen los fines de las aduanas, se replantean sus objetivos y se modifica la forma en que  desempeñan sus funciones. 

Como consecuencia, la tradición milenaria de las aduanas se ha visto, de pronto, sacudida en sus más firmes convicciones: lo que siempre había sido de un modo determinado  comenzó a cuestionarse y se buscó la manera de modificarlo (Ver cuadro Nº3 en  Pág. Nº107).

III.2.3.1 El origen de la reforma:

Al principio, cada una de las aduanas creyó que estaba efectuando un cambio importante de manera aislada hasta que empezaron a darse cuenta que otros países estaban haciendo cambios parecidos. La Organización Mundial de Aduanas (OMA) hizo una encuesta que reveló que el cambio se había convertido en un fenómeno generalizado a  nivel mundial. Pero no sólo eso, sino que los motivos que impulsaron al cambio eran fundamentalmente los mismos y las áreas que habían sufrido mayores modificaciones también eran coincidentes.

No es posible pensar que se trata de una mera casualidad o que las aduanas tienen tantas cosas en común en todos los países que sus movimientos se producen necesariamente en la misma dirección. Más bien, lo que ocurre es que los cambios vienen impulsados por otros cambios  producidos en la economía internacional y en el mundo de los negocios. Este último ha desarrollado comportamientos comunes y exige que las aduanas ofrezca, en todas partes, las mismas facilidades en cuanto a las operaciones de comercio exterior. 

El cuadro Nº3 de página Nº107 resume los principales factores del cambio en las aduanas y su importancia de acuerdo con los porcentajes resultantes que arrojó la encuesta de la OMA, aunque cabe preguntarse, más allá de dicha encuesta si realmente la reforma fue igual en todas partes. 

Los factores determinantes fueron los mismos a nivel global pero cada uno tuvo diferente peso en cada país. Por ejemplo, los programas de ajuste estructural y la implantación de un nuevo sistema impositivo son un factor casi exclusivo de los países en vía de desarrollo y para alguno de ellos pudieron ser los impulsores decisivos o únicos de la reforma aduanera. Pero ése no fue el caso de todos los países y, si los factores dominantes son distintos, cabe esperar que los resultados también lo sean.

Durante décadas, en América Latina y el Caribe, la imagen de la aduana ha sido la de una institución dedicada a entorpecer las operaciones del comercio exterior, creando obstáculos, legales o no, para retrasar la entrega de las mercancías al importador y encareciendo innecesariamente los costos de la operación. Y todo ello bajo la mirada complaciente de un Estado protector de sectores productivos ineficientes o monopolistas.

Cuando se inició el cambio, una primera reacción fue tratar de compaginar una cierta agilización de los trámites aduaneros con el mantenimiento de los viejos procedimientos. Pero esta situación no pudo sostenerse por mucho tiempo y la mayoría de los países optaron por afrontar abiertamente el problema e iniciar, de verdad, el proceso de reforma y modernización de sus aduanas.

III.2.3.2 Alcance de la Reforma: Componentes y Objetivos.

Dada la situación de deterioro de las aduanas había que hacer una reforma que incluyera todo el ámbito aduanero. Tampoco podía ser de otra forma puesto que todos los componentes están fuertemente relacionados; sin embargo, el énfasis no se puso por igual en todas las áreas como se ve en el cuadro Nº4 de página 108.

 Primero, porque la situación de partida no era la misma en todos los países; así vemos en dicho cuadro el distinto peso que tienen, según el grado de desarrollo de los países, la legislación, el control, los recursos humanos y la nomenclatura arancelaria. Segundo, porque, como se dijo hace un momento, los motivos dominantes de reforma no fueron los mismos en todos los países y tercero  porque el mundo de los negocios y  la política gubernamental estaban interesados más por los temas relacionados con la eficiencia y la facilitación que la eficacia. Además, no debemos olvidar que de gran importancia era y es también la integridad en las aduanas puesto que afecta a todos los demás objetivos y directamente al clima de versiones, a los negocios y los ingresos públicos.

Estos son los tres objetivos estrella en la reforma de las aduanas, especialmente los países de América Latina. Durante años se ha percibido que los gobiernos se preocupan mucho más por la eficiencia y la facilitación que por la eficacia. El mensaje está claramente ubicado dentro del contexto de la política neoliberal.

Estos objetivos se podrían traducir a un principio básico que debería regir la gestión aduanera: el trámite aduanero o paso de las mercancías por la aduana debe ser simplemente un intercambio de información entre el importador/exportador y la aduana, de manera que ésta facilite a aquél el cumplimiento voluntario de sus obligaciones y obtenga los datos necesarios para el cumplimiento de sus fines.

III.2.4  La declaración de Columbus.

Se conoce como declaración de Columbus el documento presentado por la OMA durante el Simposio sobre “Eficiencia en el Comercio” que, organizado por la UNCTAD, tuvo lugar en aquella ciudad de Ohio (Estados Unidos) durante el mes de octubre de 1994. Para entonces ya se habían iniciado los procesos de reforma en las aduanas de numerosos países, pero fue un momento oportuno para que la Organización Mundial de Aduanas presentara, debidamente estructuradas, las líneas básicas para la reforma y modernización de las Aduanas, aglutinando las recientes experiencias y las constantes aspiraciones de las organizaciones representativas del comercio internacional. 

El secretario general de la OMA presentó a las administraciones aduaneras y al mundo empresarial un conjunto de detalladas recomendaciones para facilitar el intercambio de mercancías a través de las fronteras, sin perjuicio de los controles que las aduanas deben ejercer. Ese conjunto de recomendaciones puede ser agrupado de la siguiente forma:

· La aduana debería elaborar, en coordinación con otras entidades de los sectores  públicos y privados, un plan Estratégico que recoja los objetivos de la aduana. Este Plan debería darse a conocer a los operadores económicos y al público en general.

· Los procedimientos operativos deben ser revisados en profundidad para identificar aquéllos que son ineficientes, redundantes o que obstruyen el desarrollo normal de las operaciones de comercio exterior. Los procedimientos identificados se deben eliminar o sustituir por otros que sean más flexibles y transparentes. En especial, se debería:

· Dar mayores facilidades para realizar algunos trámites aduaneros antes   de la  llegada del medio de transporte;

· Hacer esfuerzos para agilizar la entrega de las mercancías. 

· Simplificar el procedimiento de valoración de las mercancías (que puede causar  importantes retrasos en el despacho de aquellas) mediante la plantación del  método establecido en el Acuerdo para la implantación del Art. VII del GATTconocido también como Acuerdo de Valoración de la OMC.

· Utilizar en mayor medida la tecnología informática para llevar a cabo el  cometido de la aduana de una manera eficiente;

· Modificar la actitud hacia los operadores comerciales y fomentar modelos de cooperación estrecha con ellos; al mismo tiempo, establecer unos niveles mínimos de conocimientos y profesionalidad para los Agentes o Despachantes de Aduana, los Agentes de carga y otros intermediarios, con el fin de eliminar la parte de demora que es imputable a algunos de estos profesionales;

· Los gobiernos deberían imponer la coordinación de todos los Organismos Públicos que intervienen en las operaciones de comercio exterior a fin de evitar  actuaciones superpuestas y gastos redundantes.

· Los gobiernos deben tomar medidas para asegurar a las aduanas los recursos  adecuados para cumplir con sus cometidos de manera eficaz y  eficiente. Una  aduana sin recursos será, con toda seguridad, un obstáculo para el comercio.

Hay que anticipar dos comentarios, de carácter general, sobre el plan Estratégico y sobre el conjunto de las recomendaciones, que luego se retomarán al hablar en el caso concreto de la reforma para la Argentina.

· En primer lugar, los programas de reforma de las aduanas no han contado con un verdadero Plan Estratégico: se ha trabajado sobre la base de planes concretos y de corto plazo que se han sustituido, total o parcialmente, por otros, a medida que aquéllos se iban cumpliendo, en todo o en  parte, o se 

adaptaban a los cambios ocurridos en la política del Gobierno o en la 

situación económica nacional. En general, los planes no fueron elaborados

en coordinación con otros  sectores relacionados con el comercio exterior; esto es comprensible puesto que se partía, en muchos casos, de situaciones de confrontación entre la aduana y los operadores comerciales. El paso de posiciones tales a una actitud  de cooperación no es fácil para ninguna de las partes y requiere un proceso de  maduración y esfuerzo que puede resultar largo.

· En segundo lugar, esta misma razón ha hecho que, como veremos a continuación, solamente algunas de las recomendaciones se hayan incorporado ya en las prácticas habituales de las aduanas de América latina y el Caribe; otras han sido o están siendo introducidas en países de mayor desarrollo como son Canadá, Estados Unidos, La Unión Europea, Nueva Zelandia o Australia.

A continuación presentaremos las mejores prácticas de los países en áreas concretas y se podrá ver en qué medida los procesos de reforma han incorporado algunas de las recomendaciones en la actuación diaria de las aduanas. Además nos referiremos a aquellas otras recomendaciones que se están poniendo en práctica en países de mayor desarrollo y que, probablemente, constituirán la segunda fase de la reforma aduanera en América Latina y el Caribe.

III.3 LAS MEJORES PRÁCTICAS APLICADAS EN LAS ADUANAS

 Las prácticas  seleccionadas, han sido, preferentemente, las seguidas por las aduanas de América Latina y el Caribe. Los criterios de selección, con preferencia a otra, se basaron en su mayor adecuación a los objetivos de la aduana. En ocasiones, hemos considerado conveniente seleccionar, para un mismo tema, más de una práctica, por considerar que se trata de aportaciones interesantes. Indudablemente hemos procurado comprobar que se trata de prácticas y no de conceptualizaciones teóricas; la práctica se diferencia de la teoría, entre otras cosas, por haberse incorporado, sin límite de tiempo, a la conducta de una persona o grupo. Las áreas seleccionadas siguen los componentes esenciales de la administración aduanera y coinciden, en parte, con los que se señalaron al resumir la situación de las aduanas al comienzo de la década de 1990. No se han incluido mejores prácticas en materia de legislación ni estructura organizativa por la dificultad de establecer comparaciones válidas en materias que tienen tan estrecha dependencia del ordenamiento jurídico general de cada país. Una norma considerada óptima aisladamente podría ser inadaptable al marco constitucional o legal de un país concreto.

III.3.1 Los recursos humanos.

La situación de los recursos humanos ha sido, y continúa siendo, uno de los más graves problemas que tienen las aduanas de América Latina y el Caribe. Por eso, se han intensificado algunas de las medidas adoptadas en relación con este tema, y, por nuestra parte, hemos seleccionado la solución más completa implementada hasta el momento.

Como se mencionó anteriormente, al hablar del contenido de la reforma aduanera, los países en desarrollo situaron este tema entre las tres primeras áreas, junto con la legislación y los sistemas de información. A la hora de concretar el problema, cada país podría destacar aspectos diferentes relacionados con los recursos humanos, de acuerdo con la gravedad del efecto que produce o de la mayor o menor visibilidad social que tenga cada uno de ellos. Sin embargo, es muy probable que los países coincidieran al señalar, en una enumeración lineal sin prioridades, los siguientes puntos: inestabilidad laboral de los empleados, baja preparación técnica, retribuciones inadecuadas, injerencia política en la selección del personal, ausencia de estímulos, irresponsabilidad, inamovilidad, rigidez del Sistema Civil, etc. Todos ellos están fuertemente relacionados entre sí  de manera que no es posible resolverlos si no es con una estrategia global.

La OMA advertía a los gobiernos que, si no proporcionaban a las aduanas los recursos suficientes para el cumplimiento de sus fines, se convertirían en un obstáculo para el comercio. Esto es claramente aplicable a los recursos humanos cuando son inadecuados, afectan de manera global a la totalidad de los objetivos de la aduana en un esquema que funciona aproximadamente del siguiente modo: su insuficiencia las hace ineficaces y su ineficacia permite el crecimiento del fraude y del contrabando; la ineficiencia multiplica los costos y las trabas disuadiendo a los operadores del cumplimiento de sus obligaciones y, por tanto, estimula también la utilización de vías ilegales como el contrabando y el soborno; la inestabilidad laboral, los bajos salarios, la ausencia de carrera y de estímulos, junto con las oportunidades que ofrecen las normas y los procedimientos aduaneros, propician el nacimiento y mantenimiento de la corrupción.

Mejor práctica aplicada:

La reforma de la aduana de Perú comenzó, fundamentalmente, con al adopción de medidas que implicaron el cambio de buena parte del personal y la aplicación de una nueva política. Esta nueva política incluye una estrategia global que contempla todos y cada uno de los elementos relacionados con los recursos humanos.

La renovación radical del personal, junto con las medidas adoptadas e otras áreas, permitió en poco tiempo  llevar a cabo la transformación espectacular de los resultados de gestión de la aduana y de la imagen que tenía de ella la sociedad. El total del personal aduanero pasó de 3.800 en 1991, a 2.600 en 1996; el personal profesional, en el mismo período, pasó de un 2% a un 60%; la recaudación creció de U$S 626 millones a U$S 2.723 en 1996, con un crecimiento del 435% frente a un crecimiento del valor CIF5
 de las importaciones del 187%. Se ha automatizado la totalidad de los procedimientos aduaneros y administrativos y la retribución de los funcionarios es 

Equiparable  a categorías similares en el sector privado.

III.3.2 La reconstrucción de los procedimientos.

En teoría administrativa, los procedimientos se definen como los cauces a través de los cuales se desarrollaron las actuaciones de los interesados y de la administración; estas actuaciones son las prácticas o trámites. No se debe confundir procedimiento y trámite: un procedimiento suele constar de varios trámites. Por tanto, es fundamental el rediseño de los procedimientos para facilitar  la implantación ágil de nuevas prácticas y su modificación cuando sea necesario. A continuación, analizaremos solamente algunos aspectos de los dos procedimientos que tienen mayor impacto en el desarrollo de las operaciones de comercio exterior: la importación y la exportación.

III.3.2.1 La importación a consumo:

El procedimiento de importación a consumo o, simplemente, importación es el destino o régimen aduanero que permite que las mercancías extranjeras, previo pago de los tributos y cumplimiento de las formalidades establecidas, puedan utilizarse en el mercado interno en las mismas condiciones que otras  producidas en el país. 

Este procedimiento abarca desde la entrada del medio de transporte dentro de los límites jurisdiccionales del país de importación hasta  la autorización de la aduana para el retiro de las mercancías y su libre utilización en los canales de producción o distribución nacionales.

Mejor práctica aplicada:

En  el procedimiento general, las mejores prácticas están siendo aplicadas, con ligeras variantes, en Argentina, Costa Rica y Perú
. Estas prácticas representan un cambio cualitativo importante respecto del procedimiento tradicional que se venía aplicando durante décadas en la mayoría de los países. Las principales modificaciones introducidas son las siguientes:

· El manifiesto de carga se puede presentar antes de la llegada del medio de transporte lo que permite a la aduana tener información anticipada sobre las mercancías que están por llegar, analizarla y tomar decisiones sin demorar las operaciones portuarias ni aduaneras;

· El pago se puede hacer en entidades bancarias, incluso antes de presentar la declaración, en base a la autoliquidación de tributos hecha por el interesado o su representante;

· Los datos de la declaración se pueden enviar por medios electrónicos al sistema de la aduana a cualquier hora evitando así la concentración del trabajo a ciertas horas y las aglomeraciones y presiones sobre los funcionarios;

· El sistema selecciona, en forma automática, el nivel de comprobación a que están sometidas las declaraciones y mercancías por parte de la aduana (ver el cuadro Nº5  de página 107);

· La valoración se realiza después de que las mercancías han sido retiradas por el importador, de manera que no produce ninguna clase de demora.

III.3.2.1.1 El control de los manifiestos de carga:

En forma genérica, este control incluye las actuaciones de la aduana a partir de la llegada del vehículo en que transportan las mercancías, su descarga y almacenamiento por el tiempo que las normas establecen para la presentación de la declaración aduanera.

Todas las legislaciones aduaneras imponen a los transportistas la obligación de presentar, en la aduana correspondiente al punto de su llegada, una declaración o manifiesto de la carga que transportan. Este documento, originario del transporte marítimo, se extendió más tarde al aéreo y resume la totalidad de la carga que transporta un vehículo; consiste en una relación ordenada y resumida de los conocimientos de embarque o aéreos, acompañada de los propios conocimientos y de la lista de tripulantes, provisiones y pertrechos o equipo móvil de trabajo del buque.

El control de la aduana con relación a la descarga de las mercancías consiste en verificar que todo lo que se descarga haya sido declarado en el manifiesto y todo lo que se había manifestado se encuentra realmente al costado del buque o en la pista del aeropuerto. Las diferencias, de cantidad tienen que justificarse de manera satisfactoria ante la aduana o, en caso contrario, dan lugar a la imposición de sanciones que pueden incluir el comiso de las mercancías no declaradas, por presumir la ley que pretendían introducirse de contrabando a menos que exista un motivo que explique la omisión habida en el manifiesto. De igual forma, las mercancías faltantes, si no se justifica su ausencia, pueden también ser consideradas como introducidas clandestinamente y, en consecuencia, ser objeto de sanciones similares a las establecidas para el contrabando.

Hasta hace pocos años después de la descarga, las mercancías eran almacenadas en las bodegas e instalaciones de la propia aduana y manipuladas y custodiadas por sus empleados. Actualmente, en casi todos los países, las mercancías son depositadas en almacenes privados habilitados por la aduana.

El control del manifiesto es el primer control que debe realizar la aduana como único medio para conocer qué mercancías han llegado al país y, por tanto, están sujetas a la presentación de una declaración, al cumplimiento de las formalidades establecidas y al eventual pago de derechos e impuestos.

Mejor práctica aplicada:

     La aduana de Perú aprobó y puso en vigencia un procedimiento que cumple mejor con todos los requisitos del control de los manifiestos:

· A principios de 1997, habilitó el procedimiento para que las navieras y otras empresas de transporte envíen los manifiestos por medios electrónicos. El conocimiento anticipado permite a la aduana someter esta información a un análisis y determinar cuál puede ser el nivel de riesgo, en base a criterios previamente establecidos y decidir qué mercancías o contenedores es necesario inspeccionar en el momento de llegada del medio de transporte.

· La verificación de la descarga de las mercancías se basa en la concurrencia  de intereses contrapuestos del transportista  y del almacenista; el primero es responsable de las mercancías hasta que el almacenista exprese la conformidad entre la cantidad y el  estado de las mercancías recibidas y las que figuran en el manifiesto. El juego de estos interese es la mejor verificación, sin necesidad de que intervenga la aduana. Es recomendable una comprobación aleatoria para reforzar la obligación de denunciar también los bultos sobrantes ya que, en este caso, no existen interese contrapuestos entre ambos operadores.

· La rectificación de manifiestos sólo se autoriza cuando, dentro del plazo establecido, se prueba la existencia de alguna de las causas justificativas:

· Para los bultos faltantes: 1).- Que no se hubieran cargado en el puerto de embarque; 2).- Se enviaron a otro lugar de destino; o 3).- Se perdieron por accidente que deberá ser probado. En los dos primeros casos, la prueba será aceptada cuando se reciban las mercancías que faltaron y que, por error, fueron enviados a  otro lugar.

· Para los bultos sobrantes: 1).- Se cargaron por error ya que su destino no está incluido en la ruta del vehículo; 2).- Estaban destinadas y manifestadas para otro puerto incluido en la ruta del viaje y no se descargaron por error; o 3).- No se incluyeron en el manifiesto por haberse cargado en el último momento.

· El control contable del manifiesto se realiza por el sistema informático de la aduana. Se crea una estrecha relación entre las partidas del manifiesto (conocimiento de embarque) y las declaraciones de manera que sólo acepta aquellas que se refieren a uno o varios conocimientos registrados en el sistema y cuyo número de bultos es igual o mayor que el consignado en la declaración
.

· Abandono de las mercancías. Las legislaciones aduaneras establecen plazo, a partir de la llegada de la mercancía al país para que su dueño o consignatario presente a la aduana una declaración indicando el destino que desea dar a los bienes. Una vez que ha transcurrido este plazo sin que haya presentado la declaración, el sistema automáticamente bloquee las partidas correspondientes y no permite su despacho hasta que regularice previamente la situación. Si no lo hace, el sistema emite un listado con las mercancías pendientes de despacho para que se inicien los trámites de abandono y remate. Este listado se coteja con los listados que los almacenistas deben enviar a la aduana periódicamente.

III.3.2.1.2 La valoración de mercancías:

En la actualidad, alrededor de la tercera parte de los países de la región está aplicando el Código de Valoración de la OMC en reemplazo del método conocido como Definición de Valor de Bruselas. Si, en principio, parece una proporción modesta, no lo es. Se considera que esos países realizan más del 85% de las importaciones de América Latina y el Caribe.

El cambio del método de valoración, en sí mismo, representa una práctica mejor que la utilización que muchos países han hecho de la Definición del Valor de  Bruselas con fines recaudadores y/o proteccionistas. Pero, además del método, otro cambio importante ha sido la realización de la valoración después que se ha  autorizado el levante de mercancías en lugar de hacerlo antes de la verificación, como ha sido la norma tradicional en las aduanas.

 Esto ocasionaba graves demoras y, sobre todo, incertidumbre respecto del momento en que serían liberadas las mercancías, puesto que, en ocasiones, se requerían documentos adicionales que no siempre se encontraban en poder del importador. Esta incertidumbre y la discrecionalidad implícita en el concepto de precio “normal” que servía de base a la Definición de Bruselas proporcionaba una nueva oportunidad para la negociación y/o corrupción.

Mejor práctica aplicada:

Si bien, con arreglo al nuevo Código, las aduanas deben aceptar el valor de transacción como valor de las mercancías que se importan, esto no significa que tal valor no pueda ser cuestionado y, en determinadas circunstancias, rechazado como inaceptable. Para eso, las aduanas tienen que contar con un buen sistema de información que suele concretarse sobre la  base de precios y, por supuesto, un buen equipo de profesionales.

La aduana de Perú desarrolló su propio Sistema de Valoración de Mercancías que constituye una excelente herramienta de apoyo a los expertos en valoración. El sistema se alimenta con la información procedente de las declaraciones, contrastados con los Certificados de Inspección previos al embarque, de las revistas especializadas y de las listas de distribuidores oficiales de productos. Estos precios son analizados y clasificados según las características de las mercancías, modelo, cantidad, nivel comercial, tiempo, etc. hasta poder establecer la comparación con mercancías idénticas designadas por un código.

Si el precio declarado excede el margen de tolerancia establecido (+/- 5%) la aduana inicia las investigaciones correspondientes o requiere al importador que aporte documentación adicional que justifique la desviación del precio. Si el precio se encuentra dentro de la franja y, además, reúne todas las condiciones exigidas para asegurar un nivel mínimo de credibilidad se incorpora a la base de datos contribuyendo, de esta forma, a su actualización
.

III.3.2.1.3 La verificación de mercancías:

El reconocimiento físico de las mercancías se tornó materialmente imposible, en la mayoría de los países, cuando las cifras de comercio exterior llegaron a determinados niveles. La selección arbitraria de las exportaciones que debían someterse a conocimiento se convirtió en traba selectiva para el  comercio y en una oportunidad clara para la corrupción.

 De ahí que el empleo de métodos aleatorios o basados en análisis de riesgo, para determinar la intensidad de inspección que la aduana desea ejercer, se considere como una de las principales medidas para la modernización de las aduanas. No existen reglas para determinar el porcentaje de declaraciones que deberían pasar por cada uno de los circuitos; esto dependerá de múltiples factores tales como la experiencia en la implementación del sistema de selección, la calidad y cantidad de la información disponible para definir los criterios de selección, las sanciones establecidas y el rigor en su aplicación, la tradición proteccionista, la propensión al fraude, etc.

 Perú es el país que realiza la mejor práctica en ese aspecto, aunque está todavía lejos de lo que sería un sistema de selección basado en análisis de riesgo. Se están probando nuevas metodologías para mejorar el sistema actual, pero, aún así, es hoy la mejor práctica en materia de selectividad. En promedio, entre el 12-15% entran por circuito rojo; entre el 9% y 12% pasan por el circuito verde y son liberadas inmediatamente; el resto, son objeto de examen documental; (Ver cuadro Nº5 de página    Nº109). En el caso de Argentina hay Posiciones Arancelarias, importadores/exportadores y tipo de mercancías a las  que automáticamente el sistema informático les asigna Canal Rojo; además de ese porcentaje el sistema  al azar asigna Canal Rojo aproximadamente a un 30% del total de las operaciones registradas. A las operaciones, a las que se le exige  algún tipo de documentación extra, como Certificados de Origen, cupos de ingreso, Certificados  de cámaras u otros organismos, el sistema les asigna Canal Naranja, al resto de las operaciones el sistema le asigna Canal Verde, que actualmente se calcula desde un 50% a un 70% del total de las operaciones registradas.

III.3.2.1.4 Un cambio delicado y arriesgado:

Podemos concluir que el rediseño de los procedimientos permite la introducción de prácticas más eficientes  que facilitan las operaciones de comercio exterior; sin embargo, la consecución de estos objetivos tiene que hacerse sin menoscabo de la eficacia que, al fin y al cabo, es la primera justificación de la existencia de los procedimientos. Son múltiples las causas que empujan a los gobiernos de numerosos países a incorporar en sus aduanas las mejoras prácticas existentes en otros, sin tener en cuenta que tales prácticas son el resultado se un proceso que lleva su tiempo y, sobre todo, que se apoyan en una serie de medidas que permiten y garantizan su implantación sin correr excesivos riesgos.

El ejemplo más claro es la introducción, en el procedimiento de importación, de una serie de modificaciones, importantes y necesarias, que tienden a agilizar el despacho, pero que ponen en grave riesgo la protección de los intereses del país, incluidos los de carácter fiscal. El cambio en el procedimiento puede incluir todos o algunos de  los siguientes elementos: pago anticipado, envío electrónico de los datos al sistema de la aduana y reconocimiento selectivo. 

Pero el aspecto más notorio del cambio es la selección de las declaraciones que serán sometidas a reconocimiento físico utilizando métodos aleatorios. Esto significa, en muchos casos, pasar bruscamente del reconocimiento obligatorio del 100% (teórico) de las mercancías a reconocer solamente el 15% seleccionado al azar.

La introducción de un cambio tan importante en la actuación de las aduanas debería ir precedido y/o acompañado por un conjunto de medidas que, como mínimo, debería incluir las siguientes:

· Contar con una base jurídica suficiente para establecer el nuevo procedimiento y obligar a los operadores a seguirlo;

· Disponer de información confiable y oportuna para alimentar el sistema de selección de declaraciones;

· Haber probado satisfactoriamente el  sistema de selección de declaraciones;

· Introducir gradualmente el circuito “verde” y reducir al mismo tiempo el número de reconocimientos físicos de mercancías, abriendo una banda amplia para el examen documental;

· Haber instruido adecuadamente a los operadores económicos (principalmente agentes de aduanas) sobre las características del procedimiento, especialmente sobre autoliquidación, para en la medida de lo posible evitar errores y facilitar el cumplimiento;

· Disponer de un marco legal que permita sancionar adecuadamente los intentos de fraude y los errores por negligencia (Ley de Infracciones Aduaneras);

· Crear y desarrollar unidades de fiscalización a posteriori para revisar no sólo las operaciones que fueron autorizadas a través del circuito verde sino la totalidad de las operaciones, utilizando métodos de auditoría;

· Si se incluye el pago de los impuestos antes del registro de la declaración, debe implementarse un mecanismo automatizado que dé la certeza a la aduana de que la liquidación ha sido pagada.

III.3.2.2 La Exportación:

En torno a la exportación de mercancías se dan una serie de contradicciones e inconsistencias cuyo resultado paradójico es que prácticamente no se controla ni tampoco se le dan las facilidades que, por su importancia, merece.

Esta importancia, presente en todos los discursos políticos y en la formulación de la política económica, se contradice con la gran cantidad de trabas en forma de registros, permisos, certificaciones y trámites que debe hacer el exportador en un buen número de países. La exportación no suele estar sujeta al pago de derechos, lo que, a primera vista, justificaría un menor control por parte de la aduana; pero, al mismo tiempo, es la base que justifica la concesión de créditos fiscales u otros beneficios y, desde esta perspectiva fiscal, el control de exportaciones podría estar tan justificado como el de la importación. Basta pensar que la exportación otorga un crédito al exportador del 23%, en el caso de Uruguay, del 21% en Argentina o del 18% en Chile o Perú.

En general, los trámites del procedimiento de exportación suelen incluir la inscripción previa en un registro de exportadores, la obtención de una serie de permisos y certificaciones otorgado por organismos de control de la producción, comercio o exportación o por cámaras gremiales, la presencia de la mercancía en la aduana de salida junto con la declaración de exportación para su registro y examen, la cual  puede incluir el reconocimiento físico de los bienes a exportar, el embarque de éstos cuando la aduana lo autoriza, etc. Sólo se puede embarcar la cantidad declarada con lo que, a veces, se pierde capacidad de transporte y oportunidades de abaratar los fletes.

Mejor práctica aplicada:

La mayoría de los países ha introducido  modificaciones en el procedimiento aduanero de exportación a través de medidas que facilitan la operación suavizando la rigidez de los trámites e implantando controles selectivos dirigidos a operaciones que puedan representar un determinado nivel de riesgo para los intereses fiscales, o de otra clase, protegidos por las leyes. El conjunto de las siguientes medidas representa  la mejor práctica en cuanto a la exportación:

· La aduana puede autorizar que se realice la inspección física de las mercancías en las instalaciones de la empresa exportadora, estableciendo medidas de salvaguardia para evitar que las mercancías  puedan ser alteradas o sustituidas después de la inspección.

· La aduana acepta la declaración sin exigir que la mercancía se encuentre dentro del recinto del puerto o aeropuerto.

· Aplicación de circuitos de selección de declaraciones, similares a los de importación, basados en análisis de riesgo. La tendencia, en la exportación, se sitúa en torno al 5% de reconocimientos físicos y 80% de embarque inmediato.

· Aceptación provisional de las cantidades declaradas, especialmente en graneles y productos perecederos, con el fin de permitir que el exportador pueda embarcar la cantidad que le convenga de acuerdo con el espacio disponible en el medio de transporte. Una vez efectuada la carga, la aduana regulariza la cantidad conforme al conocimiento de embarque emitido por el portador.

Esta flexibilización de los datos de la declaración es preferible a la utilización del documento denominado “orden de embarque”. Mediante esta orden, que contiene casi todos los datos de la declaración de exportación, la aduana autoriza el embarque de la cantidad de mercancía declarada en la orden de embarque con obligación de que, dentro de un plazo establecido, el exportador presente declaración aduanera con los datos definitivos. Esta es  una práctica alternativa de segunda clase pero no es la mejor práctica porque, aunque también agiliza el embarque, obliga a la aduana y a los exportadores a realizar un doble trámite y sus ventajas se pueden conseguir más fácilmente dando carácter provisional a ciertos datos de la declaración (cantidad de producto).

III.3.3 La Información en las Aduanas.

La información tiende a convertirse, si no lo es ya, en el corazón de la aduana. La función informativa de las aduanas tiene, al menos, tres aspectos: la obtención de la información, el uso que hace de ella y la provisión de información a los interesados, especialmente a los operadores comerciales. 

Incluimos aquí las mejores prácticas relacionadas con dos de estos aspectos: la forma en que la aduana recibe la información y la manera en que la provee a los operadores y al público en general. El primero se refiere a la transmisión electrónica de datos y documentos, y el segundo al conjunto de información que los operadores necesitan para cumplir mejor, o más fácilmente, sus obligaciones (normas, criterios, procedimientos, etc.).

III.3.3.1 La transmisión electrónica de datos:

Las legislaciones más recientes, como las de Costa Rica y Perú, junto con las modificaciones introducidas en otras como las de Bahamas y Chile, permiten la posibilidad de que las declaraciones y otros datos puedan ser enviados y procesados por las aduanas a través de  medios electrónicos.

No obstante de las restricciones derivadas del estado de la tecnología y de los recursos disponibles, las administraciones aduaneras y  los gobiernos expresan cierta cautela a-nte los eventuales riesgos de que la información transmitida pueda ser interceptada o modificada por terceras personas. Con todo, la objeción más fuerte al uso de la electrónica para el envío de información se refiere al campo legal, en la medida en que las legislaciones no permiten la sustitución del documento  escrito por la información electrónica y, sobre todo, la sustitución de la firma autógrafa por un simple código. Esta limitación afecta directamente al  sistema de responsabilidades derivadas de la firma y a sus efectos probatorios.

Mejores prácticas aplicadas:

Chile puso en marcha, en febrero de 1997, un sistema para el envío  electrónico de las declaraciones utilizando el sistema UN/EDIFACT 
 y redes de valor agregado nacional (VAN). El agente o Despachante de Aduanas se conecta a una de las VAN y envía sus declaraciones de importación desde su oficina a las casillas del Servicio Nacional de Aduanas que las retira periódicamente, las procesa, las valida o rechaza y devuelve a los agentes el resultado de la validación.

 Es cierto que una gran parte de los países está utilizando los sistemas electrónicos para la recepción de los datos de las declaraciones en la aduana mediante la conexión de agentes despachantes al sistema informático de la aduana. Lo que diferencia a Chile del resto, en este punto, es que utiliza el lenguaje codificado EDIFACT/CUSDEC (Customs Declaration) que garantiza la uniformidad de los datos y la seguridad de la información. 

El segundo país que dio un paso importanmte fue  Brasil con la supresión del formulario “papel” de la declaración desde el momento en que no es necesario presentar a la aduana ni la declaración “escrita” ni los documentos que soportan los datos declarados (factura comercial, conocimiento de embarque, etc.).

 Perú utiliza también EDIFACT para que los navieros y otros transportistas envíen datos de los manifiestos con anticipación a la llegada del medio de transporte. El código utilizado, en este caso, es IFTMCS utilizando el sistema EDI (Electronic Data Interchangel).

 En la Argentina se implementó el sistema informático María (SIM), basado en el sistema Francés Sofía, que utiliza el Sistema Operativo UNIX y Base de Datos Oracle. El SIM fue muy cuestionado en sus comienzos y  recién a partir del año 1999 se ha instalado en casi todas las aduanas del país; no obstante, a pesar de que es un sistema informático, el despachante de Aduanas desde su oficina imprime el formulario 

OM 1993 SIM  con  la declaración de la mercancía y junto a la documentación complementaria lo presenta a la Aduana para la prosecución del trámite respectivo.

III.3.3.2 El acceso a la información: 

En una encuesta realizada por el banco Interamericano de Desarrollo (BID), en 1996, el 75% de los  países respondieron que los criterios utilizados por la aduana, especialmente en materia de clasificación arancelaria y valoración, están disponibles para el público por escrito. Igualmente, las normas que regulan los procedimientos aduaneros también están disponibles para el público.

 Sin poner en duda la veracidad de las respuestas, nos atrevemos a decir que esto es verdad, pero no toda la verdad. Las normas generales que regulan los procedimientos y las reglas de clasificación arancelaria y de valoración tienen que ser publicadas en las gacetas oficiales y, en ese sentido, están disponibles para el público. Pero existe una serie de criterios y resoluciones, muchas veces internas, que ni siquiera son conocidas en todas las oficinas de las aduanas; existen procedimientos específicos y diferenciados, de aplicación local, y que no siempre tienen la publicidad ni la difusión de las normas generales y que, sin embargo, deciden el desarrollo de los procedimientos de las operaciones diarias. 

La aduana de Perú ha creado una oficina de atención al público en la que puede efectuarse toda clase de consultas sobre asuntos particulares de los interesados o sobre temas generales como los requerimientos para realizar una determinada operación. La aduana generalmente contesta en el acto o, si no tiene una respuesta inmediata, envía la respuesta por correo y/o por teléfono u otros medios.

En forma complementaria, para cubrir otro tipo de demandas y de público, la aduana de Perú creó en 1996 su página WEB en Internet (WWW. aduanas.gob.pe) en la que puede encontrarse información general sobre la aduana, los procedimientos de importación y exportación, la recaudación y estadísticas actualizadas sobre comercio exterior.

En 1997, Costa Rica
 ha creado una interesante página web (WWW.impuestos.go.cr) en la que se puede encontrar información sobre las normas básicas aplicables, el Arancel centroamericano y las tarifas aplicables, los procedimientos operativos, las declaraciones de importación, estadísticas y algunos indicadores de gestión. Los datos de la declaración relativos al importador se mantienen protegidos y codificados de manera que las autoridades habilitadas pueden identificar al importador al que pertenecen. Hay información concreta de cada aduana con el nombre del Administrador y teléfono de contacto. Desde la página se pueden establecer conexiones con otros organismos nacionales (DG de Tributación Directa, Banco Central) e internacionales (BCIE, OMA, BID). La Argentina con la creación de la AFIP (fusión de la Administración Nacional de Aduanas y la Dirección General de Impositiva a partir de 1996), ha creado una página WEB en Internet (http:www.AFIP.GOV.AR).

III.3.4  La integridad de los funcionarios de Aduanas

La mayor parte de los cambios introducidos por la reforma aduanera tienden a mejorar, en cierta medida, la integridad del comportamiento de los funcionarios de las administraciones de aduanas. Chile, Perú, México y Costa Rica han adoptado una serie de medidas que contribuyen a eliminar o al menos reducir la corrupción. 

A veces no es un verdadero programa de integridad, pero contiene elementos valiosos para conseguir el mismo objetivo. Estas son algunas de las medidas adoptadas:

· Ordenamiento y clarificación de las normas tributarias aduaneras y reducción de los aranceles. La eliminación de interpretaciones ambiguas suprime las oportunidades de negociación; una tarifa menos dispersa y con impuestos más bajos reduce las oportunidades  y el incentivo el fraude.

· Simplificación, automatización y publicidad de los procedimientos con el fin de facilitar su conocimiento por los operadores y suprimir así la discrecionalidad de su aplicación por parte de los funcionarios.

· Profesionalización de los recursos humanos. Esto incluye el mejoramiento de los conocimientos técnicos, una estabilidad razonable en el empleo y un nivel de retribuciones digno y acorde con las responsabilidades de cada puesto de trabajo.

· Establecimiento de un sistema de seguimiento y de auditoría interna apoyado en sistemas automatizados de control de gestión que proporcione información de las oficinas y los empleados que puedan desviarse en la aplicación de los procedimientos y las normas.

· Aplicación efectiva de las sanciones previstas en las leyes cuando se descubren casos de corrupción.

Para que este conjunto de medidas funcione en la dirección correcta sería muy útil que se den ciertas condiciones tales como:

· que exista un compromiso serio, al más alto nivel, para respaldar las medidas que haya que adoptar en casos de corrupción. Obviamente, el comportamiento de los jefes es esencial para la eficacia de las medidas que desean implantar.

· un poder judicial independiente y honesto que respalde los dispositivos legales. 

· colaboración de los operadores comerciales para no participar en forma activa o pasiva en prácticas ilícitas.

· medios de comunicación comprometidos con la formación de una opinión social favorable a la lucha contra la corrupción.

III.4 EL FUTURO DE LAS ADUANAS

Hemos visto en el capítulo anterior que los programas de reforma y modernización de las aduanas de América Latina y el Caribe incluyeron, en mayor o menor medida, algunas de las recomendaciones contenidas en la Declaración de Columbus. No existió un Plan Estratégico, especialmente en los comienzos, sino que se fueron abordando e implementando a medida que las condiciones del país y de la aduana permitían atender las demandas de los sectores del comercio.

Sin embargo, algunas de las recomendaciones han quedado al margen o han sido abordadas con timidez. Este es el caso de la cooperación con los operadores comerciales, la gestión del riesgo, la coordinación de los organismos públicos que intervienen en  las operaciones de comercio exterior y, en cierto modo, los programas de integridad. 
Es preciso salir del ámbito latinoamericano y del Caribe para ver cómo otros países han asumido estas recomendaciones y las han incluido en sus programas de readaptación de las aduanas al nuevo entorno. En parte, se trata de los primeros pasos que conducirán a lo que será el futuro inmediato de las aduanas;  por tanto, no hay nada definido sino que están abiertas todas las opciones. Cada país tendrá que decidir sus propias pautas de trabajo para cumplir con sus fines y poner a su sector privado en condiciones no menos favorables que las de sus competidores en cualquier lugar del mundo.

Las mejores prácticas citadas en el capítulo anterior no son casos aislados sino que son las más sobresalientes entre un amplio número de países que ya las han introducido en sus administraciones aduaneras. Esto significa que, en términos generales, se han mejorado los procedimientos aduaneros en la región y se han ampliado considerablemente las facilidades a los importadores y exportadores de cada país.

III.4.1 Las demandas del sector privado

No obstante el avance registrado, la situación dista mucho de ser perfecta y es natural que continúen las demandas del sector privado para que las aduanas aumenten sus estándares en cuanto a facilitación, eficiencia e integridad. Para que las respuestas a estas demandas encuentren una formulación precisa y, sobre todo, para que puedan ponerse en práctica, se necesita un buen clima de diálogo entre las partes interesadas y la sensibilidad adecuada por parte de la aduana. Es en los países desarrollados donde, hasta ahora, se ha encontrado el ambiente más propicio para iniciar este diálogo porque existía, entre otros motivos una menor desconfianza y crispación entre la aduana y los operadores comerciales.

Así mismo, las entidades que representan a los sectores públicos o privados han hecho llegar también sus planteamientos a la Organización Mundial de Aduanas y a los gobiernos. En consecuencia el resultado es que las aduanas hoy conocen, por un camino u otro, lo que quiere y necesita el sector privado y, en gran parte, están dispuestas a hacer los cambios necesarios para atender estas demandas o, cuando menos, discutirlas abiertamente.

De acuerdo con las peticiones más frecuentemente  reiteradas por representantes de los operadores comerciales a la aduana, ellos necesitan contar con un servicio oportuno, eficiente y acorde con las necesidades del cliente, lo que significa:

· El flujo ininterrumpido de mercancías, con servicios funcionando las 24hs.

· Tener un acceso fácil a este servicio con funcionarios aduaneros plenamente dedicados a su trabajo.

· Recibir rápidas soluciones a los problemas planteados.

· Trabajar con procedimientos sencillos, eficientes y, en la medida de lo posible, similares a los utilizados por el sector privado.

· Recibir un trato diferenciado de acuerdo con el  volumen del negocio o las características de éste y con el comportamiento del operador: los clientes importantes o especiales, con buen historial de cumplimiento, deberían disponer de procedimientos y/o circuitos más expeditivos.

· La asociación “Internacional Express Carrier’s Conference”, representante de las empresas “couriers”, insiste constantemente en que las aduanas deben habilitar procedimientos que se ajusten  a las características de la mensajería rápida. Además, estos procedimientos deberían armonizarse para que el tratamiento sea similar en cualquier país.

· Las multinacionales  piden a las aduanas que modifiquen el tratamiento de sus operaciones. Por una parte, quieren que las aduanas consideren las transferencias internas como una sola operación aunque se realice entre dos países sin obligarles a emitir una factura para la exportación y otra para la importación. Por otra, las multinacionales de la Unión Europea, han planteado recientemente que los despachos de importación (declaración y pago) se realicen en la aduana del país en que radica la firma aunque las mercancías entren por cualquier otro país de la Unión. 

El planteamiento, netamente federalista, desborda claramente el ámbito aduanero por las implicaciones que tiene en otras áreas. En organizaciones políticas  de carácter federal, este planteamiento no tiene implicaciones fiscales pero significa un nuevo reparto del trabajo que asignaría al país de entrada  de las mercancías los servicios menos especializados o que producen externalidades negativas (transporte, almacenamiento) mientras que el país donde radica la multinacional se reserva los servicios de carácter financiero.

Al mencionar a las multinacionales no se puede perder de vista que más de 2/3 de las transacciones mundiales de bienes corresponden a transferencias internas o a operaciones entre empresas transnacionales.

III.4.2 Respuestas de las Aduanas.

No es fácil, en un trabajo de extensión limitada, tratar de recoger las diversas acciones de las aduanas ante cada una de estas peticiones, teniendo además en cuenta los distintos matices con que, en cada país, han sido formuladas. Por este motivo y para facilitar la comprensión de los cambios que tales respuestas implican, se ha acotado el terreno y presentamos en dos grupos, según la profundidad  y la extensión de los cambios. En cada uno de estos grupos se hemos seleccionado tres respuestas, que consideramos representativas de las “reacciones” de las aduanas.

En ambos grupos, incluimos respuestas que trascienden el ámbito propio de la administración aduanera y que requieren decisiones coordinadas con otros órganos o agencias del gobierno o que respondan a planteamientos más amplios que afectan a la administración tributaria en su conjunto. En el primer grupo, la coordinación de los organismos que intervienen en las operaciones aduaneras es un ejemplo de esta clase de respuestas y  en el segundo, la solución a la necesidad de mayor autonomía de las aduanas, sea como entidad independiente o integrada con la administración de los tributos internos.

III.4.2.1 Cambios específicos:

 Se trata de soluciones concretas ofrecidas por las aduanas de algunos países a problemas puntuales pero que, a su vez, son comunes a muchos países. Ni el hecho de que todavía no sean soluciones generalizadas ni el que sean respuestas específicas les restan importancia en comparación con los cambios de mayor impacto, analizados en el segundo grupo, que afectan a la organización misma de las aduanas y al manejo general de las operaciones y de los recursos.

III.4.2.1.1 Los couriers; 

La participación de estas empresas en el transporte internacional es, en conjunto, relativamente pequeña. Sin embargo, las características de las mercancías que transportan y el carácter urgente  de los envíos hacen que éstos hayan demandado a las aduanas la aplicación de procedimientos más sencillos y rápidos.

    Sin perjuicio de los acuerdos logrados entre las compañías, en conjunto o por separado y las aduanas de los diferentes países interesa destacar aquí el hecho de que se está trabajando a nivel regional para implantar procedimientos ágiles y armonizados. Así, las aduanas de América latina han aprobado un Reglamento común para el despacho de los “envíos y encomiendas” que transportan estas empresas. El Reglamento incorpora facilidades otorgadas previamente por países de mayor desarrollo y con un mayor tráfico transportado por los “couriers”.

     El rasgo más destacado de estos acuerdos es que las empresas de mensajería se convierten en un nuevo “auxiliar “ o colaborador de la aduana en el  mismo sentido que los Agentes o Despachantes de Aduanas. Son tan responsables como éstas ante la aduana de las declaraciones que presenten y del pago de los derechos e impuestos que correspondan a los documentos y encomiendas transportados. Pero presentan una diferencia notable y es  que integran en una sola figura las funciones, derechos y responsabilidades que, por separado, tienen los Agentes de Aduanas y los transportistas; su función va más allá, incluso, del simple traslado puesto que realizan por sí mismos el transporte y, además, presentan las declaraciones directamente a la aduana.

Las empresas han elaborado sus propios programas informáticos, sujetos a validación previa por las aduanas,  que les permiten utilizar los datos obtenidos de sus propios sistemas contables y de facturación. De esta manera, se facilita el trabajo de la empresa y los datos resultan más confiables para la aduana, que permite la retirada inmediata de los envíos en la medida en que cumplan  con las condiciones establecidas en el reglamento de “couriers”.

III.4.2.1.2 La coordinación de otros organismos;

 Además de la aduana, en las operaciones de comercio exterior intervienen, según la naturaleza de la mercancía, un amplio grupo de Organismos, Ministerios o Agencias que controlan la calidad, cantidad o, en general, el cumplimiento  de ciertos requisitos. 

En algunos casos, las mercancías son sometidas a tres análisis similares por tres organismos distintos con el consiguiente costo y las demoras en la liberación de las mercancías. Es necesario que los Gobiernos adopten las medidas pertinentes para eliminar estas demoras en los trámites y el consecuente costo de las operaciones y que, en definitiva, estas entidades se acomoden a las nuevas demandas del comercio internacional.

Se han hecho intentos de coordinación a través de las denominadas “ventanillas únicas” que, en general, se han limitado a la exportación solamente y no han pasado de situar en el mismo edificio las distintas ventanillas ante las cuales los exportadores tiene que agilizar sus trámites. La  principal dificultad para coordinar sus actuaciones con las de la aduana no es de carácter técnico sino, más bien, sociopolítico. El “celo profesional” de los funcionarios de estos Organismos y la negativa de los Ministerios de los que dependen a ceder parcelas de actividad o poder, son los principales obstáculos.

La OMA, en la declaración de Columbus, recomendó a los Gobiernos que hicieran los esfuerzos necesarios para  coordinar  las diferentes entidades y  la aduana o para dar competencias y proveer expertos a la aduana para que, juntamente con los trámites aduaneros, realicen los que corresponden al resto de las intervenciones. Canadá y Australia son ejemplos de cada una de estas alternativas.

 Canadá a puesto en funcionamiento un sistema de comunicación electrónica con el Ministerio de Foreign Affairs and International Trade (FAIT) que emite los permisos de importación cuando son exigibles y los envía electrónicamente al sistema de la aduana para que realice el despacho de las mercancías.

De forma similar, en 1997, la aduana se ha conectado con la Canadian Food Inspection Agency (CFIA) encargada  del control de los productos agrícolas, utilizando el intercambio electrónico de datos; de esta manera se evita el envío de papeles y se reduce notablemente  el tiempo para los trámites de importación y exportación. La coordinación  con CFIA se ha tomado como modelo para próximos acuerdos con otros Organismos del Gobierno que también intervienen en las operaciones de comercio exterior, tales como  salud, industria, pesca, recursos naturales y medio ambiente, estadísticas, etc.

Australia ha optado por la solución alternativa de integrar los servicios que 

tienen que ver con el comercio exterior en el ámbito de la aduana. Obviamente, no significa que asuma las competencias en materia de salud, agricultura, etc. que siguen asignadas a los correspondientes Ministerios; en la aduana se han puesto los recursos humanos y las competencias suficientes para poder prestar los servicios y ejercer los controles establecidos sobre determinadas operaciones de comercio exterior en un único lugar y en una misma actuación.

III.4.2.1.3 Los importadores habituales: 

Si bien es cierto que la mayoría de los importadores son habituales en la medida en que la importación es una parte o el todo de su negocio, nos referimos aquí a aquellos que realizan operaciones repetidas con un reducido número de mercancías; es decir, se trata de importadores “frecuentes” de los mismos productos. Cuando, además, estos importadores cumplen sus obligaciones correctamente y los bienes que importan ofrecen escaso riesgo, las aduanas de algunos países han establecido un tratamiento especial para aligerar la disponibilidad de las mercancías y ahorrar recursos aduaneros para dedicarse a operaciones que puedan necesitar un examen más minucioso.

 Vale la pena mencionar dos sistemas diferentes pero que significan importantes facilidades a los importadores que reúnen los requisitos mencionados: 1).- el sistema de levante rápido para importadores frecuentes implantado por Canadá bajo las siglas FIRST (frecuent importers release system) y 2).- el despacho en la empresa o factoría que España habilitó a comienzos de los ’70 y Colombia lo implantó en 1992 para empresas por encima de un nivel mínimo de importaciones.

  El esquema de funcionamiento de ambos programas se puede resumir en los siguientes pasos:

· first:

1º- El importador frecuente solicita a Revenue Canada (RC) los beneficios de FIRST; el expedidor (exportador o embarcador) y el transportista tienen que estar de acuerdo para participar en este sistema; el importador declara los productos a importar descritos como aparecerán en la factura, la partida arancelaria y el vendedor. Si RC autoriza la solicitud le asigna un número de usuario.

        2º- El expedidor debe preparar los documentos que incluye el formulario especial FIRST y las facturas; el transportista lo tiene que presentar a la aduana al entrar en Canadá.

3º- Los números que identifican al importador y la transacción están codificados y la aduana los introduce en el sistema automatizado que puede autorizar la entrada inmediata o someter la expedición al procedimiento normal del despacho.

4º- Revenue Canada confirma la autorización de levante al día hábil siguiente; en el mismo plazo, el importador debe enviar a la aduana la declaración (Formulario B3) y la documentación de soporte en los plazos establecidos (Memorandum D17-1-5).

· Despacho en factoría:

1º- La empresa importadora solicita el régimen a la aduana aportando una relación de los productos que importa, su descripción, número de referencia o identificación interna de la empresa y partida arancelaria.

2º- Las mercancías pueden llegar directamente a los locales de la empresa o en tránsito interno desde el puerto o aeropuerto de entrada. La empresa debe comunicar a la aduana, inmediatamente, la llegada de las mercancías a sus locales y enviar la factura por fax.

3º- Si en el plazo establecido (2 horas) la aduana no ha comunicado su intención de verificar la carga y/o las mercancías, la empresa puede disponer de ellas libremente.

4º- El importador presenta mensualmente una declaración que consolida todas las transacciones realizadas en el período, liquida los derechos e impuestos y los paga. Entre tanto, las cantidades pendientes de pago han estado aseguradas con la correspondiente garantía bancaria del importador.

Ambos procedimientos son indudablemente facilitadores pero el “despacho en factoría” es más liberal en cuanto que permite la llegada directa de las mercancías a las instalaciones de la empresa y, además, requiere que la aduana actúe con diligencia y, si no lo hace, su silencio  se interpreta en forma positiva como autorización de levante. 

Ambos tienen algunas restricciones lógicas tales como el buen comportamiento del importador en el cumplimiento de sus obligaciones, el tratarse de un número limitado de productos cuya importación se repite con frecuencia y normalmente vendidos por los mismos exportadores o expedidores.

III.4.2.2 cambios estructurales:

Se  consideran, en este grupo, aquellos cambios introducidos por las aduanas de algunos países que afectan profundamente a los planteamientos tradicionales e incluso implican modificaciones en su organización o en la forma en que las aduanas han afrontado las operaciones aduaneras. Implican, por una parte, un cambio radical en la actitud hacia los operadores económicos y, por otra, una respuesta al desafío de tener que atender volúmenes crecientes de comercio exterior con los mismos recursos o, a veces, con menores recursos, como consecuencia de la reducción del tamaño del Estado.

Los tres ejemplos que se presentan a continuación tienen que ver con la búsqueda de la eficiencia en la asignación de los recursos disponibles, tratando de maximizar los resultados o de enfocarlos hacia sectores o actividades prioritarios.

III.4.2.2.1 La co-responsabilidad: 

Las leyes aduaneras establecen ciertas obligaciones a cargo de los importadores, exportadores, transportistas, agentes, etc. Es indudable que éstos son los sujetos pasivos y, por tanto, los principales obligados al cumplimiento de los deberes formales y/o sustantivos. A la aduana corresponde velar para que esas obligaciones se cumplan de la manera que señalan las leyes o los reglamentos. En este sentido, hay una co-responsabilidad de la aduana con los operadores comerciales en el cumplimiento de las obligaciones relacionadas con el comercio exterior.

Esta responsabilidad compartida se ha traducido, en el pasado, en una actitud policial de la aduana, empeñada en sorprender flagrantes infracciones de los operadores. Sin embargo, algunos países han empezado a modificar la posición de sus aduanas por actitudes de cooperación con los importadores y exportadores.

Uno de los ejemplos más significativos es el de la aduana de los Estados Unidos. El preámbulo de la Ley  de Modernización de la Aduana, de 1993, acogió el concepto de “Informed compliance”, que podríamos traducir como cumplimiento asistido, informado  y que impone a la aduana el deber de asegurarse de que los importadores cuentan con la información necesaria y actúan con la debida diligencia cuando realizan sus operaciones. Esto tiene implicaciones concretas que han conducido al rediseño de los procedimientos y a la  elaboración de  planes para mejorar el cumplimiento voluntario de los importadores.

En la nueva actitud de la aduana todos los conceptos mencionados están interrelacionados para conseguir la meta común de elevar el nivel de cumplimiento voluntario que es menos costoso para los operadores y para la aduana. De allí el interés de la aduana en que los operadores pongan en práctica medidas que demuestren su intención de cumplir. La aduana considerará estas  medidas como “diligencia” en el cumplimiento de las obligaciones y, en caso de que produzcan errores o fallos, las consecuencias serán muy diferentes de las que tendrán esos mismos fallos cuando el operador no hubiera optado por las medidas que indiquen su deseo de cumplir.

 En el primer caso, la aduana proveerá asesoría y capacitación para ayudar a la empresa a mejorar su comportamiento y evitar los fallos en el futuro; en el segundo, las medidas son más duras (“enforcement”) y van desde la investigación a las multas y el comiso de las mercancías.

Desde la perspectiva de la co-responsabilidad, tanto la aduana como los importadores deben llevar a cabo determinadas acciones de carácter general que están relacionadas entre sí, como se ve en el siguiente cuadro:  

	RESPONSABILIDAD DE LOS OPERADORES
	RESPONSABILIDAD DE LA ADUANA

	Usar la información que la aduana ofrece en sus programas de información básica o especializada.
	Ofrecer la información básica y especializada necesaria para cumplir las obligaciones.



	Establecer controles internos sobre las operaciones aduaneras.
	Medir el nivel de cumplimiento y la existencia de mecanismos que aseguran la correcta declaración de las operaciones.

	Asegurarse de que el personal que realiza las operaciones aduaneras está debidamente entrenado.
	Ofrecer programas de entrenamiento sobre responsabilidades derivadas de la Ley de Modernización de la aduana.

	Colaborar con la aduana para desarrollar programas de cumplimiento asistido.
	Realizar seminarios para mejorar los conocimientos técnicos de los funcionarios.

	Pedir aclaración a la aduana cuando sus requisitos o normas no se entiendan.
	Contestar las consultas recibidas especialmente las de carácter vinculante.


Además de estas actuaciones responsables de ambas partes, la aduana ha desarrollado una estrategia interesante para asignar los escasos recursos de la manera más eficiente. El punto de partida es la constatación de que un número relativamente pequeño realiza la mayor parte de las importaciones de los Estados Unidos: 350 empresas realizan más del 50% de las importaciones y los 1000 importadores más grandes cubren el 61%. Por tanto, se puede conseguir un buen impacto concentrando los esfuerzos en estas empresas sin aumentar de manera significativa los recursos.


Adicionalmente, la aduana americana ha utilizado tres criterios para identificar las mercancías que merecen una atención prioritaria: su impacto en la seguridad o en el bienestar económico, el nivel de cumplimiento o correcta declaración del sector analizado y su peso en el total de las importaciones. La combinación de estos criterios permitió identificar ocho sectores de atención preferente que incluyen, entre otros, el acero, automóviles, textiles y calzado, electrónica y agricultura.


De acuerdo con su participación en las operaciones de importación, la aduana agrupa las empresas en grandes, medianos y pequeños importadores, con un tratamiento diferente para cada nivel.

A cada uno de los grandes importadores, empezando por los sectores prioritarios, la aduana le asigna a nivel nacional un “Gerente” que es responsable de facilitar a la empresa el cumplimiento de sus obligaciones con las leyes aduaneras y de comercio. Esta es la persona de contacto entre la empresa y la aduana, cuenta con toda la información general y específica relacionada con las operaciones de la empresa y cuenta con los especialistas locales y nacionales en cada materia (valoración, clasificación, origen, etc.) para apoyar las actividades de la empresa relacionadas con la importación. 


La empresa cuenta, además, con la facilidad de formular periódicamente sus declaraciones y el pago de los derechos e impuestos. Se pasa así de un análisis individualizado de cada operación de importación a un enfoque global de todas las importaciones en un período determinado. Para asegurarse del cumplimiento estimado, la aduana verifica la existencia de mecanismos en la empresa que garanticen el cumplimiento de sus obligaciones en forma correcta y oportuna. Si el Gerente aduanero considera que no existen tales mecanismos, propone a la empresa la adopción de las medidas oportunas para la implementación de los mecanismos adecuados.


Los medianos importadores son asistidos por personal de las aduanas de entrada en coordinación con el nivel central que les proporciona toda la información necesaria para apoyar a las empresas y, además, informes sobre las operaciones de la empresa en otros puertos o aeropuertos. También en este grupo de importadores, la actividad de la empresa se analiza en conjunto en lugar de cada una de las importaciones por separado.

Por último, el grupo de pequeños importadores cuenta también con el apoyo necesario para ayudarle al cumplimiento de sus obligaciones, pero el control se ejerce sobre cada una de las importaciones.


Es obvio que la aplicación de esta nueva estrategia requiere ser apoyada por abundante y actualizada información para  la toma de decisiones sobre el tratamiento aplicable y para justificar por qué unas empresas pueden ver sometidas sus operaciones a exámenes sistemáticos mientras que otras  sólo esporádicamente son objeto de inspección.

III.4.2.2.2 La gestión del riesgo: 

Dentro de la modernización de las aduanas, como hemos visto, hay una estrategia imprescindible para asignar los escasos recursos de la forma más eficiente: analizar las situaciones e identificar aquéllas en que la presencia de la aduana es necesaria o puede producir un rendimiento más beneficioso para la comunidad. Los criterios que se utilicen para el análisis e identificación de estas situaciones dependerá de las circunstancias de cada país, incluso de cada región dentro de un país, según las características de su comercio y de los países de su entorno, de la escala de valores de la sociedad a la que sirva, etc.


Esta metodología se conoce como análisis de riesgos  y se sustenta en varios principios: la aceptación  de la imposibilidad material de examinar minuciosamente cada una de las operaciones, la creencia en la buena fe de los operadores y en el hecho constatado de que un alto porcentaje de las operaciones son correctas, la necesidad de evitar costos innecesarios a los contribuyentes cumplidores y la utilidad de dedicar los recursos disponibles para evitar que los no cumplidores perjudiquen los intereses fiscales, económicos, la salud y la seguridad de los ciudadanos.


Además de los principios, el análisis de riesgo necesita un gran volumen de información sobre las operaciones de importación, el comportamiento de los importadores, los hábitos de consumo de la población, la desviación de las tendencias del comercio de importación, etc. Esta información debe estar disponible en forma inmediata y la aduana tiene que contar con la capacidad, la metodología y las herramientas adecuadas para procesarla.


Mientras que en muchos países el análisis de riesgo se aplica para determinar las 

operaciones a fiscalizar por la aduana en el punto de introducción al país, Canadá ha desarrollado todo un sistema de gestión de riesgos que abarca otras áreas de la administración pública más allá de la aduana. Partiendo de las directrices sobre manejo de riesgos, emanadas del Treasury Board y de la Canadian Standard Association así como la experiencia del Servicio Público de Australia, Revenue Canadá ha elaborado un documento para la aplicación de estas ideas en la actuación de las aduanas
.

Desde el punto de vista de la aduana es riesgo la posibilidad de que suceda algo que afecte negativamente a la observancia de las leyes aduaneras; y la gestión del riesgo es un método sistemático para identificar, evaluar y controlar los eventuales sucesos negativos y sus consecuencias, de manera que la aduana pueda cumplir sus deberes legales combinando la facilitación y las medidas coercitivas. Como en todos los riesgos, se pueden distinguir tres aspectos: la probabilidad de que ocurra, la magnitud del impacto y el daño que puede causar a la organización.

El proceso de gestión de riesgo incluye varias fases: 

· La identificación de las áreas que pueden representar un peligro 

  
para los objetivos del gobierno y, en particular, de la aduana, utilizando diversas herramientas las tendencias de la economía, la  información y las denuncias de los directamente afectados o la realización de auditorías, inspecciones físicas, etc.

· La determinación o evaluación de la gravedad del impacto que, de ocurrir el riesgo, producirá en los objetivos socioeconómicos de la política del gobierno o en los objetivos de la  aduana;

· La búsqueda de soluciones a la amenaza del riesgo, teniendo en cuenta la capacidad de respuesta de la aduana;

· Definición de  indicadores que permitan medir el éxito de las medidas adoptadas y;

· Evaluación y análisis periódicos del proceso para ver si las soluciones son adecuadas: la gravedad asignada al impacto sigue siendo válida, se alcanzan los objetivos o se identifican nuevos problemas. Todas estas fases deben estar presentes tanto en el nivel estratégico como en el ejecutivo y operativo.

 La gestión del riesgo, como método para mejorar el cumplimiento voluntario de los operadores comerciales, no se queda solamente en el nivel conceptual, sino que se aplica a aspectos concretos del trabajo de las oficinas aduaneras. Un ejemplo de esta aplicación  es el proceso (“targeting”) para identificar un importador, exportador, transportista o una mercancía o un viajero que llega o sale de Canadá y sobre los cuales se van a realizar reconocimientos, comprobaciones u otro tipo de inspecciones.

Estos “blancos” se utilizan tanto en las operaciones comerciales como en el régimen de viajeros. Básicamente, el perfil del blanco u objeto se define utilizando entre uno y ocho elementos que se refieren al medio de transporte, fecha de partida o llegada, cantidad y valor de la mercancía, país de origen, partida arancelaria, etc. Por cada uno de los ocho elementos se pueden seleccionar hasta doce opciones que pueden ser países, fechas, rangos de valor o de partidas arancelarias. Por ejemplo, para el elemento país de origen se pueden marcar los códigos correspondientes hasta 12 países de manera que las mercancías o personas originarias de cualquiera de ellos serán objeto de una revisión especial por parte de la aduana. Los objetivos  así definidos tienen un período de validez marcado y su aplicación se puede establecer a nivel nacional o limitada a algunas aduanas. Este sistema se selección está incorporado en los programas automatizados (FIRST y otros) para determinar qué expediciones se liberan en forma inmediata y cuáles serán objeto de un reconocimiento detallado.

III.4.2.2.3 La autonomía: 

 La tendencia relativamente reciente de las aduanas a proponer su propia autonomía es, en gran parte, la respuesta a las demandas de eficiencia por parte de los operadores comerciales. En efecto, uno no puede esperar un nivel aceptable de eficiencia de una administración cuyas decisiones en materia de recursos humanos, por ejemplo, dependen de un largo proceso de aprobación en otras instancias distintas y ajenas a la necesidad que motiva la decisión.


Pero no es sólo la eficiencia la justificación de las propuestas de autonomía para las aduanas. La necesidad imperiosa de mejorar su nivel de integridad requiere, sobre 

todo, la autonomía técnica, de manera que la aduana pueda organizar su gestión y tomar sus decisiones con total independencia de las influencias políticas respetando, obviamente, la política fiscal definida por el gobierno.


Es preciso señalar que se plantean tres niveles de autonomía: financiera, técnica y administrativa. El juego conjunto de estas tres autonomías debe proporcionar a la aduana los recursos económicos necesarios y, en un tiempo oportuno, la posibilidad real de definir los criterios aplicables a la gestión aduanera, eliminando cualquier otra influencia en la toma de decisiones, y la utilización de los recursos asignados, en la forma más adecuada para la consecución de los fines de la institución.


A partir de esa autonomía cabe esperar, y es exigible, una mayor eficiencia derivada de la mayor agilidad y oportunidad en la gestión de los recursos humanos, materiales y financieros, así como de la mayor responsabilidad de los dirigentes y de la profesionalización de los empleados (preparación técnica, estabilidad y salarios).


Ocurre, sin embargo, que la situación de deterioro a que llegaron las aduanas no favorece en absoluto las demandas de autonomía: ni el Estado ni la sociedad civil confían en la capacidad ni en la honestidad institucional de la aduana para gestionar, en forma autónoma, los recursos que pudiera asignarle la ley. Por otra parte, la conveniencia de la autonomía no es un planteamiento exclusivo de la aduana; antes que ella
, en muchos países, las autoridades 

consideraron que la administración tributaria, para ser eficiente y eficaz, tenía que tener la autonomía necesaria para disponer de recursos, emplearlos en la forma más adecuada y tomar sus decisiones con criterios técnicos.

Se abrieron, pues, dos alternativas hacia la autonomía de las aduanas: como entidad independiente o integrada con la administración de los tributos internos. Como entidades autónomas e independientes se pueden citar las aduanas de  Estados Unidos, Chile y Perú; como entidades integradas en la administración tributaria las de Argentina (AFIP), Brasil, Canadá, Colombia, España, Honduras, México y Venezuela
 
.


No se trata aquí de discutir cuál es la mejor fórmula; más bien, se recoge como un hecho, la tendencia de los gobiernos a aceptar que es conveniente que los organismos del estado con la responsabilidad de recaudar los ingresos del estado tengan un cierto nivel de autonomía dentro de la administración  pública. También es un hecho que el número de países que han seguido la vía de integrar sus administraciones tributarias es mayor que el de los que han adoptado por dotar de autonomía a la aduana como entidad independiente y que, hasta la fecha, la integración ha resultado menos exitosa que la autonomía separada, por ser aquel un proceso mucho más complejo  y por la forma en que ha sido abordada la integración en muchos casos. 

Pero no sería oportuno ni justo ir más allá y proponer modelos ni hacer inferencias: es pronto aún  para sacar conclusiones, puesto que se trata de procesos en marcha. Simplemente debemos tomarlo como dos opciones que los países pueden elegir de acuerdo con sus propias políticas e idiosincrasias.

III.5 LA ADUANA ARGENTINA PARA EL PROXIMO MILENIO

Obviamente  la Argentina todavía tiene un largo camino por recorrer en materia de reforma aduanera para poder hacer frente al comercio internacional del próximo milenio.

La Ley Nº22.415 que rige nuestro Código Aduanero fue creada en los años ‘80, y  ha pesar de haber sido muy útil en aquellos años, no está acorde con los cambios económicos producidos en nuestro país y en el mundo en los ‘90, conocidos  popularmente como “Globalización”. 

Así por ejemplo, hasta el año 1990 no existían los Canales de Selectividad  (Verde, Naranja y Rojo) para la verificación de las mercancías, como tampoco el Sistema Informático María; pero estos cambios fueron hechos mediante Resoluciones Aduaneras no cambiando el actual Código Aduanero, lo que ha generado desde entonces muchas controversias entre los Operadores (Importadores/Exportadores), Despachantes de Aduana y la propia Aduana.  Como tratamos en los capítulos anteriores, las reformas  aduaneras se han encarado en forma parcial  en los países de Latinoamérica, y el país que hoy podemos citar como mejor preparado para el nuevo milenio es Chile.

Intentaremos aquí  mencionar algunas ideas que, aunque tal vez no sean compartidas por algunos lectores, creemos que son necesarias para el futuro de la Aduana y el Comercio Internacional de la Argentina con el resto del mundo.

III.5.1 El Transporte

Un tema  muy importante  que nunca se ha tratado seriamente en el ámbito gubernamental es el transporte de  las mercancías que arriban y egresan de la Argentina. Como todos sabemos desde hace muchos años el  ferrocarril es obsoleto e incluso se han levantado algunos ramales por antieconómico, algo muy curioso ya que muchos países  han crecido y se han hecho “grandes” gracias al ferrocarril. 

Hoy en la Argentina la mayor parte del transporte de las mercancías se realiza en camión, lo que  genera inconvenientes  y costos muy elevados para muchas empresas, como así también el deterioro de rutas y caminos. Por lo tanto se deberían renovar las vías férreas, crear nuevos ramales hacia los puertos más importantes e impulsar una legislación  que obligue a utilizar el transporte por ferrocarril para distancias superiores a los 500 Kmts. Esto abarataría notablemente el costo del transporte, ya que el ferrocarril puede transportar en un mismo viaje el equivalente  a varios camiones, no existiendo el costo de neumáticos, sueldos de  chofer, gastos de seguro, etc. y, por sobre todo, la disminución de la contaminación ambiental y el riesgo de accidentes en  rutas. 

III.5.2 El Control y la entrega de la mercancía

Actualmente el control que se realiza a las operaciones es igual tanto para grandes como pequeños operadores, lo que en algunos casos dificulta la agilidad y, en  consecuencia la eficacia de los controles. Por ejemplo, en el rubro automotriz, que realiza grandes volúmenes de importaciones  y exportaciones, se deben cumplimentar  gran cantidad de papeles que muchas veces no llegan a ser vistos correctamente y en su totalidad por el  verificador de la Aduana. 

Nosotros pensamos que se  deberían crear tres categorías de Operadores de Comercio Internacional:  a) Grandes Operadores, b) Medianos Operadores y  c) Operadores Eventuales  o No Regulares. Dichas categorías no serían de carácter rígido, sino que  una empresa que  opera dentro una  categoría  puede  en una determinada operación u período (por ej. por el tipo de la mercancía) ser encuadrada  en otra categoría. Pasaremos, a continuación, a describir  brevemente cada una de estas categorías.

III.5.2.1 Grandes Operadores

Podemos citar en este caso a modo de  ejemplo a las fábricas automotrices. A este tipo de empresas, que generalmente trabajan con la misma mercadería y en grandes  volúmenes, se debería conceder un régimen preferencial en cuanto a la operatoria y al control.  Actualmente, previo al libramiento de la mercancía, se les exige el pago de todos los tributos y la tediosa tarea de cumplimentar  toda la papelería para luego presentarla ante la Aduana: Certificados de Origen, Conocimientos y/o Manifiestos de Carga, Facturas de Compra,  realizar la Declaración Detallada  y posteriormente la impresión de la misma,  que resulta ser en algunos casos, cientos  de hojas, a la  que, además, el verificador no puede revisar y controlar correctamente, porque no dispone del tiempo físico necesario.

En el caso del pago de los tributos, se les debería permitir la liberación de la mercancía sin el pago previo, y solo mediante la constitución de una garantía bancaria renovable que respalde un determinado número, período o monto de  operaciones que va a realizar y que cumplido un plazo establecido, se debite de una cuenta bancaria designada a tal fin  el importe correspondiente a los tributos a pagar. Además el Despachante de Aduana una vez que realizó la Destinación y la presentó informáticamente no debería ser necesario que realice la impresión en papel  y la posterior  presentación junto con la  Documentación Complementaria ante la Aduana de la misma, sino que, una vez que el Despachante de Aduana oficializó la Destinación y luego la Aduana la presentó  desde la sede también informáticamente,  y si luego de haber pasado las dos horas de haber sido presentada,  la Aduana no ha dado aviso de que la misma será verificada, se procederá a liberar la misma sin un control previo de la mercancía ni de la documentación.

Luego, cuando la Aduana lo crea conveniente, se realizará una auditoría en conjunto con personal de Fiscalización de la DGI a la firma, controlando toda la documentación interviniente en las operaciones en cuestión, tales como: facturas de compra, certificados de origen, conocimientos de carga, certificados de exenciones impositivas, libros de IVA y  ganancias, certificado de cumplimiento fiscal, etc. Si como resultado de la auditoría se detecta alguna  infracción, se le aplicarán las sanciones correspondientes a toda infracción aduanera y, además,se le privará, por un período a determinar, de operar mediante este beneficio.

Si en algún determinado momento la empresa realiza una  operación  en donde la mercadería documentada no es  habitual,  como por ejemplo una automotriz que importara una máquina de control numérico, se tratará esa operación como si fuera realizada por un operador de otra categoría, es decir, se el asignará Canal Roja obligatorio  y se le realizarán el control físico y el documental.

III.5.2.2 Medianos Operadores

En esta categoría se encontrarían las empresas que realizan un volumen de Importaciones/Exportaciones que, aunque no sean de gran volumen comparadas con la categoría anterior, no dejan de ser por su origen, procedencia, tipo de mercancía, antecedentes del operador, actividad, etc. de una importancia considerable (como, por ejemplo, un importador de juguetes que vende al público).

En este caso, el Despachante de Aduana realiza la oficialización de la Destinación informáticamente en su oficina, la imprime y la lleva junto con la documentación complementaria, al lugar operativo en el que se liberará la mercancía. Una vez allí, el funcionario de Aduana interviniente realizará la presentación informática de la misma y en ese momento se le asigna el Canal de Selectividad : Rojo, Naranja o Verde. De acuerdo a como el Sistema Informático se  lo halla asignado, se procederá a la entrega de la mercancía. Como explicamos anteriormente la asignación de Canal Rojo significa que el verificador de Aduana  realizará el control físico a la mercancía y además el control documental, Canal Naranja significa que se realizará sólo el control documental por parte del verificador interviniente y Canal Verde que se libera la mercancía solo controlando la cantidad de bultos, la medición y el peso de los mismos.


Aquí también, en caso de que se considere conveniente, a pesar que se ha  analizado al operador a través de todas las operaciones que ha venido realizando de realizarle una inspección, a la que nosotros llamamos “POST”, esto es una auditoría en la empresa solicitando las operaciones de un período determinado  y los registros contables de las mismas. En caso de que se detecte alguna anomalía o infracción  se analizará si se comunica a un área designada a tal fin para que se incluya a la empresa, al Despachante o ambos en Canal Rojo Obligatorio en todas sus operaciones por un período  determinado.


 

III.5.2.3 Operadores Eventuales o No Regulares

 Es este caso incluimos aquellos Importadores/Exportadores que  por el valor y la cantidad de operaciones que realizan no son de una importancia considerable. Aquí también se le aplicaría la Selectividad de Canales pero con la opción de que puedan realizar la Destinación ellos mismos mediante un trámite más sencillo, directamente en la sede de la Aduana en una oficina habilitada para tal fin, sin la necesidad de contratar a un Despachante de Aduanas.  

Esta innovación se debe a que si es un pequeño operador, está realizando un gran esfuerzo y encontró un nicho en el mercado para poder comenzar a incursionar en el comercio Internacional. En esos casos se les debe   facilitar la tarea para que disminuyan sus costos operativos o, en su defecto, es una persona que recibe o realiza un envío de carácter personal (como por ejemplo una persona que recibe un envío de libros para uso personal).

III.5.3 Una Fiscalización Inteligente

Proponemos en este caso la creación de un equipo de control formado por especialistas, es decir con profesionales especializados en cada materia: ingenieros, contadores y abogados. El equipo tendría el rango de División dentro de la estructura de la actual Administración (AFIP), y formada por secciones en donde cada sección es un área  especializada: sección máquinas, sección electricidad y electrónica, sección metales, sección textil, sección juguetería y regalería, sección carnes y cueros, sección alimentos  y vegetales, sección jurídica y sección auditoría contable.


Esta División mediante terminales conectadas a la red informática de la aduana (Sistema María) y a la red informática de la DGI (Base RAEA, Sistema 2000, RAEG, etc.), controlará diariamente todas las operaciones que se están oficializando y presentando, y que, mediante pautas inteligentes, como tipo de mercancía, origen, procedencia, valor, Despachante de Aduana, operador, habitualidad en las operaciones, Cumplimiento Fiscal, etc., decidirá si es importante realizarle una inspección, previamente a la entrega de la misma o en el domicilio del Importador/Exportador o cuando ya se halla entregado. En el caso en que se decidiera realizar la inspección previa a la entrega de la mercancía, el Inspector procederá a bloquear informáticamente la operación, sin que pueda el Guarda o Verificador asignado entregar la misma hasta que el Inspector lo autorice. En el caso que se crea conveniente se podrá realizar una inspección y/o auditoría conjunta con personal de la DGI en el domicilio del operador.

Se llevará una estadística mensual de las irregularidades o infracciones detectadas y luego se informarán los resultados a un área designada a tal fin, que evaluará si a ese operador, Despachante de Aduana o Posición Arancelaria se la incluye en Canal Rojo obligatorio. Cabe destacar que esta fiscalización se realizará  a las Destinaciones a las que el Sistema Informático María le haya asignado Canal Naranja o Verde. 

III.5.4 Los Tributos Aduaneros

 Actualmente  en la Argentina los tributos para la importación de mercancías van desde el 0% hasta alrededor de un 18%, de acuerdo a la Posición Arancelaria en que corresponda clasificar a la mercancía.


Existen dos criterios para la aplicación de tributos. Por una parte, existe la dispersión Arancelaria, que aplica distintos tributos para cada tipo de mercancía (los tributos varían para cada Posición Arancelaria) y es la que actualmente se aplica en la Argentina. Por otro lado existe un arancel único para todo tipo de mercancía (todas las Posiciones Arancelarias tienen la misma carga tributaria) y es el que se aplica actualmente en Chile. 

El método de arancel único permite que la empresa más eficiente sea la que se imponga, porque todas las empresas estarían en iguales condiciones; lo ideal sería el 0%, pero ello significaría abandonar la soberanía de un país en materia comercial.

Nosotros consideramos que se debería analizar cuál es el método más conveniente  para aplicar en la Argentina;  por lo que  debe ser la carga tributaria  que más nos permita acercar nuestros productos  al mundo. 

Ahora bien, en la exportación se encuentra lo que a nuestro entender es el tema más importante a  tratar “El Exportador Argentino”. Como todos sabemos, la Argentina   desde hace varios años  tiene un importante déficit fiscal y la única manera de reducirlo es que ingresen divisas al país; un modo de que esto sea posible es que aumenten las exportaciones. En consecuencia se debe apoyar al Exportador Argentino reduciéndole las cargas impositivas, porque si es una PYME, ha hecho un gran esfuerzo y ha conseguido un espacio en el mercado para colocar sus productos, por lo tanto debe tener un incentivo por parte del estado. 

Lo que la Argentina ha exportado siempre en mayor medida hasta nuestros días son Commodities, por lo tanto el precio de esas mercancías lo establece el comercio internacional; ahí por ejemplo, el precio de venta en la operación de exportación de cereales  no lo establece el mercado ni el exportador argentino sino el mercado internacional. Por lo tanto, lo más importante para controlar en la exportación son los reintegros y las mercancías que tienen crédito fiscal. Cabe recordar que por reintegro se entiende a la devolución de los tributos pagados por la importación de mercancías que luego es utilizado para la producción de un nuevo bien, o que perfeccionadas éstas mediante un proceso o trabajo productivo le haya agregado valor para luego ser exportadas nuevamente.



Aquí lo importante para controlar es cómo se cobró la venta  de lo que se exportó: al contado, mediante un crédito, transferencia, etc. Ello se puede realizar mediante una auditoría en la empresa, lo que hemos llamando  Control Post.

III.5.5 La Valoración de las Mercancías

Actualmente el gobierno en Argentina está preocupado por la sub-facturación en las importaciones de mercancías, porque esto genera una gran evasión fiscal y, por ende, una menor recaudación impositiva. 

El motivo que lleva a los operadores a sub-facturar es que existe un mercado que adquiere esos productos y los comercializa  evadiendo el pago de los impuestos (venta en “negro”).

Realizando las reformas legales necesarias, aplicando un control eficiente en la venta de los productos en el mercado interno y castigando duramente al evasor impositivo, se  disminuiría notablemente la sub-facturación, puesto que si no hay un comprador - evasor  no existe la motivación para  sub-facturar
. 

III.5.6 El Despachante de Aduanas

 En la Argentina el Despachante de Aduanas es un Gestor que responde solidariamente junto con el Importador/Exportador ante cualquier trámite o infracción aduanera.

El Despachante de Aduanas a nuestro entender debería  tener la autoridad y respaldo de la ley como un Escribano Público, que da fe de la operación que está realizando o de la documentación que ha intervenido. Ello garantizaría y obligaría a trabajar más  responsablemente  evitando  posibles maniobras fraudulentas.

III.5.7 Los Funcionarios de la Aduana


Los Funcionarios de la Aduana Argentina actualmente están muy vulnerables en cuanto a que la legislación  no ha sido actualizada  en estos últimos años. Además, el respeto y la imagen de los mismos se ha deteriorado notablemente.


Se debería continuar profesionalizando la Administración Pública, modificar las actuales leyes otorgándoles más poder de policía a los inspectores como en los países desarrollados y mejorar los salarios de los mismos.  En este último punto   se debe realizar la reforma como en otros países, en los que se equipararon los salarios de los profesionales a los de la actividad privada.

III.6 CONCLUSIONES DEL CAPÍTULO

Sin perjuicio de las conclusiones que pueda sacar cada lector, se enuncian a continuación las siguientes de carácter general:

· La mayoría de los países han emprendido la renovación de las aduanas como consecuencia de los cambios derivados de la globalización y apertura de las economías. Pero, en América Latina y el Caribe, los cambios se han hecho, en general tratando de afrontar los problemas más urgentes, sin seguir un Plan Estratégico
. Este enfoque obedece tanto a escasez de recursos como a los planteamientos de corto plazo de los gobiernos.

· Los  cambios no han afectado a los fines tradicionales de las aduanas (recaudación y protección social y económica), pero sí a la forma de conseguirlos, es decir, a los objetivos y al modo en ellas realizan sus funciones. Por ejemplo, se da preferencia a la eficiencia y la facilitación sobre la eficacia.

· La Declaración de Columbus debería ser el punto de referencia de los  programas de modernización y reforma de las aduanas. Allí se recoge lo que es necesario cambiar y en qué dirección debe hacerse dicho cambio para atender las demandas actuales de los sectores comerciales.

· Ha mejorado la relación entre la aduana y los operadores comerciales abriendo oportunidades para el diálogo y la cooperación mutua como partes interesadas en conseguir sus objetivos a menor costo y de una forma más sencilla. La facilitación se entiende como una forma de mejorar las condiciones de competitividad de la economía nacional en el comercio internacional.

· Se abre camino la idea de una responsabilidad compartida entre la aduana  y los operadores comerciales en el cumplimiento de las obligaciones de éstos. La aduana asume una posición activa en la provisión de la información necesaria para facilitar este cumplimiento.

· Como consecuencia de todo este cambio, se percibe una mayor transparencia de las aduanas en el desempeño de sus funciones y en sus relaciones con el sector privado.

· El futuro de las operaciones aduaneras se orienta hacia el intercambio fluido de información  que podría dar lugar a una aduana “virtual”, donde la presencia física de la mercancía deja de ser imprescindible y las transacciones no requieren, de manera inmediata, estar documentadas en papel, sino que utilizan, fundamentalmente, medios electrónicos.

CUADRO Nº1: LAS ADUANAS DE LOS AÑOS ’80

	Las Leyes:

Resultaban anticuadas con relación a las nuevas ideas y políticas sobre el comercio internacional e inconsistentes con otras normas que regulaban aspectos colindantes con los aduaneros.



	Estructura:

Por razones salariales o políticas se habían creado múltiples órganos intermedios que demoraban  las resoluciones  y diluían  responsabilidades: las verdaderas decisiones e, incluso, muchas rutinarias seguían concentradas en el  nivel más alto.



	Procedimientos:

Eran manuales y reflejaban la complicada e inútil estructura de la organización aduanera: se multiplicaban los tramites y los controles eran estériles.



	Corrupción:

El personal de las aduanas (y de  la administración en general) había crecido excesivamente por el clientismo político, con una fuerte  caída del nivel técnico y de los salarios. El deterioro del personal junto con la injerencia de los políticos que utilizaron las aduanas para la negociación política condujo a una situación escandalosa en algunos países.



	Abandono:

Ni la sociedad ni los poderes políticos creían en la Administración del Estado y, menos aun en la aduana. Los Ministerios de Finanzas tampoco se ocuparon de ella y la abandonaron a su suerte. Cuando quisieron recuperarla se encontraron con enormes dificultades dentro y fuera de la institución. 




        CUADRO Nº2: LA RAÍZ POLÍTICA DE LA CORRUPCIÓN. 

	· El reclutamiento de los empleados públicos, con criterios políticos, ha producido un perfil de funcionario de baja formación técnica y mal retribuido. Cada gobernante sustituye a los empleados de las administraciones central, regional o local, por personas ligadas a él por vínculos políticos, familiares, de amistad, etc.

	· En muchos casos, los gobiernos han querido compensar su escasa atención a la administración permitiendo que sus funcionarios buscaran otras fuentes de ingresos que nivelaran su exiguos salarios.

	· El producto ilícito de las prácticas corruptas beneficia no sólo al empleado que las realiza sino también a quien lo designó, al grupo al que pertenece y al partido político que lo respalda; como así también se ve beneficiado quien realiza el pago ilegal (importador/exportador).


       CUADRO Nº3: LOS FACTORES DEL CAMBIO.

	· La integración de los países en zonas de libre comercio o uniones aduaneras (71%).

	· La liberalización del comercio internacional (64%).

	· La revisión del papel del Estado y la necesidad de mejorar la eficiencia de los organismos públicos y agencias del sector Público (60%).

	· Los programas de ajuste estructural para establecer los equilibrios fiscales (45%).

	· La implementación de un nuevo sistema impositivo (45%).

	· El aumento del tráfico de drogas y de los problemas de inseguridad (35%).


         CUADRO Nº5: LOS CIRCUITOS O NIVELES DE CONTROL.

	Como resultado del proceso de selección, las declaraciones se encaminan por alguno de los siguientes circuitos:

	· Verde: permite la retirada de la mercadería sin ningún tipo de examen previo.

	· Naranja: requiere un examen para verificar que se han presentado los documentos exigibles y que su contenido es consistente con los datos de la declaración.

	· Rojo: Implica el reconocimiento documental y físico de las mercancías.


CUADRO Nº4
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CAPÍTULO IV

FISCALIZACIÓN TRIBUTARIA DE LAS TRANSACCIONES INTERNACIONALES

De acuerdo con lo comentado, las administraciones tributarias enfrentan un desafío creciente ante las nuevas tipologías de evasión fiscal, en mayor medida aquellas que se generan en el orden de las transacciones internacionales. Es sensato afirmar que para contrarrestar estas maniobras los gobiernos deberán diseñar su estrategia en el orden legislativo y en el campo de la Administración impositiva.

 En el primero de éstos, la ley deberá contener medidas que obligatoriamente y bajo severas sanciones deberán cumplir los responsables de las empresas involucradas en cuanto a la exteriorización de este tipo de transacciones y, en especial, las que se llevan a cabo entre las empresas vinculadas, a efectos de que respeten el criterio de arm's length y determinan correctamente el impuesto a las ganancias. 

En el segundo, y en particular en los casos en los que existe convenio para evitar la doble imposición internacional o acuerdos para el intercambio de información y asistencia administrativa mutua, se debe institucionalizar la obligación de informar al organismo recaudador en forma periódica de las operaciones realizadas con empresas, los precios a los que se realizaron las mismas y los pagos realizados al sujeto vinculado residente en el Estado contratante. 

Todo esto, sin perjuicio de que también deberá perfeccionarse la obtención de información relativa a las transacciones que se realizan entre no vinculados a efectos de detectar las anomalías que puedan producirse mediante el manipuleo de los precios, tanto en el comercio de importación como de exportación. 

Sin embargo, por la importancia e influencia que ejercen las empresas vinculadas en algunos aspectos, haremos una breve referencia a las operaciones que se llevan a cabo en el ámbito internacional entre ellas, sin que ello implique abrir juicio previo en el sentido de que éstas en todos los casos alteran los precios en sus operaciones interempresas.

IV.I ASISTENCIA MUTUA

El incremento de los fenómenos de evasión y elusión fiscal internacional obliga a una cooperación entre los países y, en particular, al desarrollo de nuevas estrategias y metodologías para combatirlos por parte de las administraciones tributarias de los distintos países involucrados en los que operan las empresas.

La gran dificultad que se presenta en la fiscalización del comercio internacional y, con singularidad,en las empresas transnacionales es la limitación de la soberanía de los estados, pues esta termina en sus fronteras. Esta limitación impide a la auditoría fiscal o inspección contar con información del exterior, es decir de los países en los cuales se encuentran las empresas afiliadas. Es por ello que la fiscalización debe contar con la colaboración y buena voluntad de la empresa fiscalizada en el suministro de información.

Así mismo, es importante lograr con otros países acuerdos que permitan el intercambio de información y prevean la actuación simultánea de las administraciones tributarias sobre contribuyentes vinculados.

Al referirse al Mercosur, y a las posibilidades de colaboración entre los países que lo integran, el Dr. Pita (1996) manifiesta: "la cooperación mutua entre las administraciones tributarias de estos países, sea a través del intercambio de informaciones tributarias o de otras modalidades tales como la asistencia para la recaudación o la fiscalización de los tributos. El intercambio de información representa una necesidad para el desarrollo eficaz de las funciones de la administración tributaria", destacando que "se puede afirmar que el cometido de control de las obligaciones tributarias no representa otra cosa sino administrar información".

La trascendencia de este tema del intercambio de información es tal que los países a través de distintos instrumentos pretenden institucionalizarlo.

IV.2 INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

En la fiscalización de las empresas transnacionales se presenta una serie de problemas. Además del señalado en cuanto al límite de la soberanía del Estado que restringe el desenvolvimiento de la administración, ésta debe considerar que la organización y el poder de decisión de aquellas traspasa las fronteras.

Sin perjuicio de resaltar la importancia que reviste la existencia de un marco jurídico adecuado que persiga evitar el manipuleo de los precios de transferencia pues carecer de él constituye una importante restricción al desenvolvimiento de la administración tributaria, ésta deberá diseñar una estrategia basada en técnicas y metodologías que permitan llevar a cabo investigaciones con profundidad a fin de verificar si las empresas han cumplido con el principio aludido.

No cabe duda de que esta labor deberá concretarse con equipos de trabajo interdisciplinario, integrados por recursos humanos altamente capacitados, que superen la barrera de los idiomas extranjeros y resulten idóneos en el procesamiento electrónico de datos. Este último aspecto se debe fundamentalmente, la importancia que adquieren y adquirirán en el futuro los ambientes computarizados. (Véase, IV.4 Fiscalización Tributaria en el Mundo Computarizado). 

Estas investigaciones deben abarcar tanto la importación o exportación de bienes tangibles como también lo concerniente a bienes intangibles y productos no estandarizados, a pesar de las dificultades que emergen en este sentido. Un punto a considerar es la determinación adecuada de los gastos que deben considerarse a los efectos fiscales como imputables a las distintas entidades de una empresa transnacional o pagados por ella "en particular los gastos realizados por la sede e imputados a una sucursal u otro establecimiento permanente o realizados por la casa matriz e imputadas a una filial...". Tal como indica el trabajo de Naciones Unidas (López Alberto R. 1996) agregando que dicha investigación proviene de un intercambio de información entre las administraciones tributarias", “podría incluir la relación de los gastos de investigación y desarrollo, los gastos del suministro de servicios administrativos, jurídicos y de asistencia técnica y los gastos efectivamente realizados por la sede o la empresa matriz pagaderos a terceros en materia de interés de préstamos, regalías, tasas, comisiones, etc..."

En casi todos los casos el objetivo es verificar que a través de distintas operaciones no se transfieran utilidades a otros discos de fuera de fronteras bajo figuras jurídicas inadecuadas que no reflejan la realidad de los hechos. Casi dos décadas atrás señaló que ningún país puede tener completo éxito en el ataque contra las actividades de las transnacionales a causa de que el poder de cada país se detiene en sus fronteras y las transnacionales no reconocen fronteras. El dinero generalmente se moviliza sin impedimentos y las comunicaciones son prácticamente instantáneas, debido a estas circunstancias, en nuestra condición de recaudadores de impuestos que actúan en representación de los países involucrados, siempre nos encontramos retrasados, siempre lentos y siempre obstaculizados en nuestras investigaciones. 

Por lo tanto, hasta que se establezca alguna medida de cooperación internacional que permita que los países involucrados en la misma multinacional se ayuden entre sí ningún país de por sí podrá tener total éxito en la prevención de este tipo de elusión impositiva.

En la VlI reunión del Ad hoc de Expertos en cooperación Fiscal Internacional (se recomendó la suscripción de acuerdos exclusivos de intercambio de información y/o asistencia administrativa conjunta que no implican la suscripción de acuerdos para evitar la doble imposición internacional (Figueroa Horacio 1996, Boletín DGR Nº512).

El intercambio de información resultará de utilidad en la etapa de estudio e investigación, etapa de inteligencia o en curso de una fiscalización.

 Esta última podrá realizarse en forma independiente, es decir autónoma o concomitante con el país de la sede o el de la filial o sucursal (o viceversa) siempre y cuando se haya suscrito, tal como se comentara, el respectivo acuerdo de cooperación para el intercambio de información y/o asistencia administrativa. 

Si no hubiese convenio, se torna altamente complicado, en particular, para reunir la información que permita verificar la realidad de los precios de las transacciones. No obstante, habrá que utilizar otros recursos para procurarse la información de terceros necesaria a tales efectos. Para los bienes tangibles, la información de aduana puede resultar valiosa, como así también oficiar a las embajadas y consulados, y otros organismos. Sin perjuicio de ello, se debería lograr información de empresas cuya actividad fuere análoga y en particular información sobre transferencias bancarias entre los sujetos vinculados.

En la actualidad, la globalización económica, la liberación de los mercados de bienes y servicios, la internacionalización de los mercados financieros hacen cada vez mas necesaria la cooperación administrativa entre los países para enfrentar a las nuevas formas de elusión y evasión fiscal. Los acuerdos firmados entre los países para evitar la doble imposición prevén la aplicación del principio arm's length para las transacciones entre las entidades vinculadas, así como el intercambio de información entre las autoridades competentes de los estados contratantes para la aplicación de tales convenios y de las leyes internas relativas a los impuestos comprendidos en los mismos. Prevén que las informaciones así intercambiadas sean mantenidas en secreto y sólo se los podrá revelar a personas o autoridades (incluyendo tribunales judiciales o administrativos) vinculadas a la liquidación o recaudación de los impuestos objeto del convenio.

El modelo de convenio tipo para evitar la doble imposición a las ganancias o remas y al patrimonio es el que establece la ODCE en su articulo 26: "las autoridades competentes de los estados partes intercambiarán las informaciones necesarias para aplicar lo dispuesto en el presente convenio o en Derecho interno de los estados contratantes relativo a los impuestos comprendidos en el convenio, en la medida en que la imposición exigida por aquél no fuera contraria al convenio". Así se limita el uso de la información a los fines fiscales y se establecen los requisitos para los casos en que un Estado contratante no esté obligado al suministro de la información requerida.

Con respecto a este tipo de asistencia mutua se expresó que: "dicho procedimiento suele ser muy lento, en vista de lo cual los resultados a menudo no son correctos. Las respuestas a solicitudes de información llegan tarde, no son completas o no llegan nunca. Se producen malentendidos, muchas veces debido a las barreras del idioma. Con frecuencia los fiscos de los países interesados tienen intereses contrapuestos".

Al respecto, Cordón Ezquerro (1997) hace notar que de la redacción del artículo 26 del modelo de convenio tipo citado deriva un doble propósito perseguido en los intercambios de información asegura el correcto cumplimiento del convenio y por otro, la aplicación de las leyes tributarias a los sujetos del convenio.

La Comunidad Económica Europea mediante la Directiva 77/799/CEE de 1977, que se refiere relativa a la asistencia mutua entre autoridades competentes de los estados miembros en la necesidad de hacer frente al fraude y a la evasión fiscal, extendió las facultades de información no sólo en lo que toca a los impuestos directos sobre las ganancias, sobre sociedades y sobre el patrimonio, sino también al IVA y al resto de los impuestos.

Con respecto a la asistencia mutua Cordón Ezquerro (1994) señalo que "el fraude fiscal internacional sólo puede ser combatido mediante actuaciones conjuntas a nivel internacional de los Estados afectados". La directiva reconoce que la colaboración entre administraciones tributarias sobre la base de acuerdos bilaterales es incapaz de hacer frente a las nuevas formas de fraude y de evasión fiscal que adoptan cada vez más un carácter multinacional. Por ello, propone intensificar la colaboración entre administraciones fiscales en el interior de la comunidad sobre la base de principios y normas comunes.

En tal sentido, se obliga a los miembros a intercambiar informaciones relativas a casos concretos debiendo el estado requerido realizar las averiguaciones para obtenerlas Es importante resaltar que la directiva prevé también la obligatoriedad de suministrar en forma espontánea por parte de los estados miembros información que pueda resultar útil para el cálculo correcto de impuestos sobre las ganancias y sobre el patrimonio; en particular, cuando aparezca una transferencia ficticia beneficios entre empresas situadas en estados miembros diferentes, cuando estas transacciones entre empresas situadas en dos estados miembros se realicen por mediación de un tercer país con objeto de gozar de ventajas fiscales o cuando el impuesto haya sido o pueda ser eludido por una u otra razón.

Es importante destacar que también el CIAT a través de un Grupo de Trabajo (Guatemala 1990), elaboró un Modelo de Tratado sobre intercambio de información teniendo en cuenta el convenio del consejo de Europa y el Modelo de Tratado sobre intercambio de información de los Estados Unidos. El modelo CIAT, contiene tres métodos de información:

· Intercambio de información habitual o automático;

· intercambio de información espontáneo y

· información especifica.

En el intercambio de información se esta avanzando aceleradamente. Una prueba de ello es que ante algunas dificultades prácticas en tal intercambio, que surgen de la diversidad de formularios y de idioma de los distintos países, la OCDE ha sugerido una serie de códigos que, al ser utilizados por las distintas administraciones permiten identificar el concepto, aun sin conocer el idioma. Así por ejemplo, el ítem 3 indica el nombre de quien paga y la lo a) identifica el pago de dividendos de una subsidiaria a la principal. En 1990 fue decidido utilizar formas magnéticas, de modo que la información recibida en "disquete" se puede almacenar sin correr riesgos de errores o demoras.

Estados Unidos también ha llevado adelante tratados denominados AIIT con un número de países caribeños y latinoamericanos "Es indudable que también la creación y el desarrollo de más de estos programa interactivos internacionales serán importantes para mejorar los esfuerzos administrativos, a fin de lograr mayor cumplimiento por parte de los contribuyentes propensos a la elusión" (1997). A través de estos "AIIT" se intenta conformar una efectiva red de programas de intercambio de información. También los Estados Unidos ha desarrollado un código de buena práctica, relacionado con el intercambio de información, que ese país y sus contrapartes en los tratados establecen y se comprometen a respetar con normas de calidad en sobre el modo de cumplir sus obligaciones.

No hay duda de que la celebración de acuerdos sobre intercambio de información tributaria, cumplimentados con asistencia administrativa recíproca entre los países, facilitará la lucha contra el fraude y la evasión tributaria internacional. Dicha información servirá de soporte para detectar los casos anómalos, revistiendo suma importancia en el proceso fiscalizador el estudio previo de los indicadores de evasión tributaria. Éstos auxiliarán al investigador a la hora de observar los problemas que enfrenta y permitirán al inspector o auditor fiscal llevar a cabo su trabajo con la debida eficacia. De igual modo el tema de los precios de transferencia y las transacciones entre contribuyentes del país y contribuyentes de los paraísos fiscales amerita una investigación a causa de la cantidad y magnitud de las operaciones que realizan entre sí empresas vinculadas y los efectos que pueden derivarse cuando los precios de transferencia no respetan el principio del operador independiente.

En el proceso de globalización, el incremento de las transacciones ínterempresa constituye una de las características importantes de fines del siglo XX y principios del XXI, configurando la mayor magnitud del comercio mundial y de las prestaciones tecnológicas, regalías, asistencia técnica etc. Por estas razones, la administración Tributaria sin perjuicio de las modificaciones que a nivel legal deberán efectuare en el 

sistema tributario, en particular en la función de fiscalización deberá verificar la realidad de los precios y las operaciones declaradas por los contribuyentes residentes vinculados. Para esto, es indispensable utilizar modernas técnicas de auditoria fiscal que comprendan el procesamiento electrónico de datos y cuenten con el apropiado apoyo tecnológico.

IV.3 FISCALIZACIÓN SIMULTÁNEA

El objeto principal de una fiscalización a una empresa local vinculada es verificar la correcta delimitación de beneficios o quebrantos entre ella y la del extranjero relacionadas.

La función de fiscalización, tanto en su tarea de análisis o estudio, selección de casos y pre-auditoría así como en la ejecución de la labor fiscalizadora, deberá reunir la información suficiente que le permita determinar razonablemente el valor justo de mercado en todo tipo de operaciones. Es decir, deberá verificar que los precios de transferencia no resulten ficticios manipulándose de esa forma las utilidades en los países donde la fiscalización es más alta o resulten mayores en los países donde ella es más baja. Esto significa que las empresas vinculadas situadas en distintos países pueden acordar los precios en forma artificial por los bienes o servicios que se entreguen o que presten mutuamente. Así por ejemplo, una empresa residente en una jurisdicción de alta fiscalización puede cobrar a una empresa extranjera vinculada, residente en un país donde la presión fiscal es más baja, gastos de administración u otros gastos tales como uso de tecnologías, patentes, alquileres, etc. a precios artificialmente bajos. "La ocultación brindada por la fijación de precios de referencia es aun más difícil de descubrir cuando las empresas son vinculadas", circunstancia que denota la complejidad de la labor fiscalizadora en el campo de las transacciones internacionales (Naciones Unidas).

A pesar de las limitaciones de carácter jurídico que pueden cercenar el desarrollo de la investigación, en el logro de información a efectos de generar pautas y normas válidas para emprender con eficiencia las acciones de fiscalización es necesario contar, como hemos señalado, con equipos o grupos de expertos interdisciplinarios, capacitados para la tarea de análisis de la información obtenida en el país o provenientes del exterior, por ejemplo a través de las inspecciones simultáneas si lo permite el acuerdo mutuo entre los respectivos estados, o a través de otros medios.

Las fiscalizaciones simultáneas conforman un aspecto de la asistencia mutua entre las administraciones tributarias de los distintos países y hay duda de que el factor más importante es la obtención de información exacta que permita con seguridad obtener los resultados perseguidos, esto es las verificaciones de los precios en las transacciones. De acuerdo con la definición dada en el Modelo de Acuerdo de compromiso de fiscalizaciones Tributarias simultaneas de la OCDE, la forma de asistencia mutua en este sentido configura unos acuerdos entre dos o más partes para fiscalizar simultánea e independientemente, cada una en su territorio, los asuntos tributarios de contribuyentes, en los que todas ellas tienen un interés común o relacionados, con el propósito de intercambiar cualquier información relevante que obtengan.

El "informe del Comité de Asuntos Fiscales" de la OCDE señala que las fiscalizaciones tributarias simultáneas se encuentran incluidas en el intercambio previsto por en el artículo 26 de la convención de la OCDE. Esto significa que un tratado bilateral cuyo objetivo fuese evitar la doble imposición internacional que adoptara tal modelo, ofrecería a las autoridades competentes la base legal necesaria para instrumentar esta modalidad de asistencia mutua.

El informe aludido en el párrafo anterior recomienda la conveniencia de efectuar un uso intensivo de las fiscalizaciones simultáneas respecto de los precios de transferencia frente al incremento operado en la internacionalización del comercio y los negocios y la complejidad de las transacciones de las empresas multinacionales.

A modo de ejemplo, es interesante destacar que la directiva N77/799/CEE citada en el punto anterior, reconoce que el fraude fiscal internacional sólo puede ser combatido mediante actuaciones conjuntas a nivel internacional de los países o estados afectados. En España tal directiva ha sido desarrollada por el R. D. n .1326/1987  que se refiere a las " modalidades del intercambio de información" entre las autoridades competentes de los países o estados miembros para la correcta liquidación de los impuestos sobre las ganancias y sobre el patrimonio. Entre estas modalidades se prevé la posibilidad de autorizar la presencia del personal de la Administración fiscal de otro país (inclusive en la fiscalización de los gravámenes).

Como advierte Cordón Ezquerro (1994), la cuestión es delicada por cuanto una actuación de este tipo atentaría contra soberanía nacional. Cabría dilucidar si la presencia del agente extranjero significa la intervención activa en una actuación de verificación o de obtención de información o solo la presencia pasiva como mero oyente ante el contribuyente, en una actuación conjunta con los auditores fiscales del otro país. El autor entiende que este último caso puede ser posible, pero que deberá contar con el consentimiento expreso del contribuyente, resaltando que aun en este eso debe contar de modo fehaciente la obligación de secreto y sigilo del funcionario extranjero avala en base al artículo 7 de la directiva por la autoridad competente de su país.

Aspecto muy diferente es el desplazamiento de funcionarios para mantener entrevistas e informarse con los funcionarios nacionales del otro país o estado. Sin embargo, hoy la tecnología digital permite el intercambio de información en tiempo real y nada obstaría a emprender inspecciones simultáneas entre varios países sobre un determinado contribuyente cuando las evidencias lo ameriten y la legislación tributaria lo permita, procediendo al intercambio de información por medio de tal tecnología, sin el desplazamiento de personal aunque , en algunas oportunidades estos desplazamientos pueden ser útiles para completar el marco de la investigación.

Los esfuerzos que se lleven a cabo en considerar estos parámetros resultaran estériles e incrementaran indebidamente los costos de las administraciones tributarias no solo en la vía administrativa sin o también en la judicial, donde resultará difícil lograr una doctrina favorable ante la carencia de elementos probatorios.

En las transacciones entre empresas vinculadas, la ley Argentina del impuesto a las ganancias, respeta el principio de contabilidad separada para determinar la ganancia neta de fuente Argentina de las sucursales o filiales y demás establecimientos del extranjero que operan en el país
 Es decir que cada establecimiento de una empresa, que se extiende a varios países, debe ser considerado como una empresa independiente, siempre que sus prestaciones y condiciones se ajusten a las prácticas normales del mercado entre entes independientes, con las limitaciones que se establecen para préstamos y contratos regidos por la ley de transferencia de tecnología. el legislador recoge la norma del operador independiente internacionalmente reconocido para la delimitación de ingresos; este principio, reflejado también por diversas disposiciones de otros países
 se basa en que un empresario independiente no trabajaría sin obtener un beneficio. Sin embargo, sólo cuando no se cumplimenten los requisitos previstos para considerar las operaciones celebradas entre partes independientes, las prestaciones se tratarán con arreglo a los principios que regulan el aporte y la utilidad".

Otra norma de la ley Argentina tendiente a ejercer un control sobre las transacciones internacionales a fin de que ellas se ajusten a los precios de mercado, se encuentra en el artículo 8 de la ley que establece los principios para determinar la ganancia de fuente argentina en las operaciones de. Este aspecto admite la prueba en contrario, cuando los precios son inferiores al precio de venta mayorista vigente en el lugar de destino para el primer caso, o cuando el precio de venta al comprador del país superior al precio mayorista vigente en el lugar de origen más en su caso, los gastos de transporte y seguro hasta la república Argentina.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación considera que la presunción legal no es aplicable si la existencia de vinculación económica no se exterioriza en función de sus manifestaciones más aceptables, como lo es la propiedad del capital, subordinación orgánica o convenios de integración señalando que "de lo contrario, cualquier diferencia de precio, por ínfima que fuera, que un importador pudiera haber obtenido del extranjero por el libre juego de la oferta y la demanda, se tendrá que tener necesariamente como prueba incontrovertible de vinculación económica sin admitir la prueba en contrato que acepta la ley". Para Reig (1997), estos fundamentos por sí mismos no interpretan acabadamente el sentido de la norma que, a nuestro juicio, da al fisco facultades de modificación del precio estipulado incluso en casos en que, conforme a tales criterios básicos, no se da a entender la existencia de vinculación económica. Este mismo autor luego de comentar que el problema de los precios de transferencia no es de aparición reciente, aunque su importancia se ha acrecentado notablemente en las últimas décadas, señala que “ coincidiendo con Figueroa, debiera definirse la vinculación económica en el comercio internacional sobre la base de la participación de un determinado porcentaje en el capital de las empresas importadoras y exportadoras”. Esto debería ser complementado con el criterio de dirección efectiva y, en los casos de empresas que encuadren en dicho concepto, hacer obligatorio que se efectúe la declaración del impuesto a la autoridad de aplicación y control, agregando información adicional acerca del importe de las transacciones realizadas con las empresas del exterior vinculadas, para que esta autoridad tenga elementos a fin de orientar la verificación de los precios de transferencia. Así mismo, esto debe estar acompañado por una definición más precisa del precio a tener en cuenta al que se puede denominar, como sugiere la OCDE, "valor normal de mercado abierto" en lugar de mencionar simplemente "precio mayorista", sea de origen o destino. Esto da al contribuyente la posibilidad de justificar diferencias mediante la  consideración de las circunstancias que llevaron a la transacción controlada, para fijar él mismo  un punto que mejor las refleje.

 Esta principal normativa, que hemos sugerido, debería ser complementada con el mantenimiento de la presencia actual en los casos en que ostensiblemente los precios se alejen de los normales de mercado abierto, caso este en que la prueba de la inexistencia de vinculación económica y de la realidad de que el precio se corresponde con las circunstancias de la transacción efectuada debe estar a cargo del contribuyente.

Existe consenso doctrinario para modificar la legislación vigente a efectos de noafectar el legítimo interés fiscal del estado argentino y otorgar certeza al contribuyente y a la Administración Tributaria. Esta última contaría así con el debido marco jurídico para operar eficazmente en su función de control, más aún si se exige el suministro de información con relación a las operaciones internacionales que llevan a cabo las empresas vinculadas. Dicha información rutinaria, para la que estaría legalmente autorizada con personal calificado, tiene como objetivo "mantener un adecuado grado de control sobre los precios de transferencia. En este supuesto, la ecuación costo-beneficio parece inclinarse, decididamente por él ultimo de los factores involucrados", (Antonio Figueroa, 1996).

La verificación de que se ha violado el criterio de arrn's length, implica adoptar la regla "sustancia vs. forma" o "abuso de las formas legales" aludidos, la que está contemplada particularmente en la legislación tributaria de otros países. En Argentina, las disposiciones contenidas en artículo 12 de la ley 11.683 de procedimiento tributario, permiten su aplicación ante la adopción de formas legales inadecuadas.  Juan Vicchi (1996) al tratar  la elusión fiscal internacional entiende que "nuestros tribunales no dudarían en aplicar estos principios” El autor se refiere aquí a los contenidos de los artículos 11 y 12 de la ley 11.683, a fin de solucionar, si tales principios resultarán adecuados para su solución, los casos sometidos a su jurisdicción relativos a la interpretación en la aplicación de un tratado impositivo. Con esto aludimos directamente a aquellos casos de controversias sobre precios de transferencia que se plantean entre contribuyentes y la administración tributaria o entre las administraciones tributarias de distintos países, ante el abuso de las fórmulas y estructuras legales inadecuadas. 

Vicchi recuerda que este principio fue especialmente aplicado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación durante el periodo 1973-1976 y que no se han verificado en los últimos años, en la práctica casos para los que, haya dificultades en los hechos que se presentan a la administración tributaria, en particular a través de la función de fiscalización, para probar la violación a los requisitos del articulo 14 de la ley. 

La solución deberá alcanzarle mediante la reforma de la Ley del Impuesto a las Ganancias, de modo que posibilite un control efectivo de los precios de transferencia conformando un marco de regulaciones guías, directrices o pautas que faciliten la acción de la Administración tributaria. Al respecto Antonio Figueroa (1997) que "quizás resultará conveniente que en una primera fase, los países latinoamericanos adoptaran en sus legislaciones normas amplias que les otorguen la mayor flexibilidad posible en cuanto a la elección de los modos o mecanismos aplicables para ajustar los precios de transferencia. A modo de ejemplo, cabe señalar que el artículo 57 del Código Fiscal de Francia se refiere al ajuste de las rentas indirectamente transferidas a empresas del exterior a los fines de su correcta asignación o aprobación, en tanto que la legislación de Holanda dispone la no deducibilidad de las distribuciones directas o indirectas de utilidades, cualesquiera sea la denominación que se les otorgue y la forma en que los realicen".

Las legislaciones tributarias, entonces deberán adecuarse al nuevo desafío que la globalización económica genera y no hay duda de que la fiscalización de las transiciones internacionales conforman un desafió para la Administración impositiva a los efectos de su debido control.

IV.4 LA FISCALIZACIÓN TRIBUTARIA EN EL MUNDO 

        COMPUTARIZADO

Los ambientes computarizados han adquirido y adquieren cada día una mayor importancia dentro del marco de las transacciones económicas que se realizan a diario, a nivel nacional o internacional. Modifican la forma de procesamiento y obtención de información. Esto se debe principalmente, a que la generación de la información por este medio es más confiable (en la medida que no existan desvíos provocados), mucho más rápida y precisa.

Esta carrera tecnológica ha hecho que no sólo se creen especializaciones universitarias, sino que también los profesionales en Ciencias Económicas, entre otros, tanto del ámbito privado como del sector público, deban introducirse en el mundo de la computación.

Las administraciones tributarias no son ajenas a este desarrollo y deben adaptarse a los tiempos de la era informática, acentuando la preparación de inspectores especializados, no obstante el alto costo que ello supone, los cuales deberán integrar, como hemos señalado, los equipos multidisciplinarios de fiscalización.

Como bien menciona el Licenciado Silvani (1995) la tecnología implica la sustitución del papel como soporte de datos tributarios. Las administraciones deberán estar organizadas para manejar datos y no papeles, y se suplantarán por soportes magníficos tales como cintas, diskettes, o una línea telefónica.

Si bien es cierto que los verificadores fiscales basan sus tareas en la revisión de documentación generada por sistemas, comúnmente denominado soporte físico, consideramos que ahora se deberían hacer controles a las computadoras, ya que son fuente de manejo impositivo y contable. En la actualidad, es posible almacenar gran cantidad de información contable u operacional de una entidad, juntamente con el software necesario para su tratamiento. Esta gran fuente de almacenamiento puede considerarse como “los nuevos activos informáticos". En uno de estos nuevos activos se pueden almacenar lo que antes ocupaba depósitos. Ahora bien el punto en cuestión es cómo evitar la desaparición de estos archivos y cómo se define el concepto de delito informático, que en nuestro caso será el impositivo.

En los Estados Unidos para referirse a este tipo de delitos, se usan expresiones como computer abus" y computer crime, que son, genéricamente hablando, la realización de un acto ilegal con ayuda de una  computadora. Este acto ilegal puede tener distintos matices, pueden ser robos, ocultamientos o bien evasión que es el punto que nos interesa.

La incidencia del delito informático en la tributación apunta a malversar, eliminar o destruir la información necesaria para determinar las bases imponibles correctas. Las técnicas utilizadas para evadir impuestos son muchas, pero. tomando a la computadora como medio podemos mencionar entre otras:

· La adulteración de la información de entrada: desde el inicio se cargan datos correctos que son tergiversados por las computadoras.

· Utilización de una puerta trasera denominada “trampa”. Puede ser que exista una instrucción especial que se active ante determinadas circunstancias que hagan ejecutar determinados pasos de un programa. Estas puertas se activan automáticamente o por requerimiento del usuario.

· La técnica del redondeo: se basa en trabajar con centavos que ante miles de operaciones genera cifras significativas.

· La técnica detonante: mucho se hablado de virus en las computadoras, pero en algunos casos existen virus inertes, listos para borrar o inutilizar memorias y archivos ante una instrucción determinada.

Sobre estas técnicas es necesario no sólo planificar y realizar auditorías fiscales alrededor de la computadora, sino que también debería penetrarse en el disco rígido o memoria central, ya que el conocimiento de las técnicas de evasión conjuntamente con la actuación de inspectores con pericia técnica representa un elemento disuasivo y preventivo para la evasión.

Es común que los autores americanos, expertos en auditorias de computación diferencien entre “las auditorias alrededor de la computadora”, y “las auditorías a través de la computadora”. Esto implica que en las primeras sólo se ve la documentación de respaldo que alimenta al procesador, mientras que y en las segundas se analiza el proceso en sí mismo, considerando que si el dato de entrada ha sido debidamente comprobado con el documento fuente y el programa que genera el proceso es correcto, la salida obtenida también lo será. En el nivel de aplicación y programa, esto significa como estudiar cómo trata la computadora, la información contable. Hemos expresado que las técnicas utilizadas para el control del proceso informático realizado con los datos contables se caracterizan por llevarse a cabo en un entorno de difícil control, que es el funcionamiento del programa dentro de la computadora, y su misión es verificar la bondad del proceso informático, comprobando la inexistencia de "desviaciones" en el curso de su ejecución.

Para ayudar a este tipo de verificaciones, se pueden utilizar otras técnicas tales como:

· Utilización de computadoras para obtener información: ésta puede realizarse, ya sea utilizando el hardware del contribuyente, o bien a través de la utilización de computadoras portátiles (notebooks), con las que se puede acceder al disco central y revisar información. 

· Uso de programas especiales de auditorías fiscales: consiste en utilizar programas de computación preparados de acuerdo con especificaciones determinadas por los usuarios, en este caso, por la administración tributaria. Por ejemplo son: softwares para detectar errores de suma saltos de programas, archivos no visibles por pantalla, porciones ocultas o estándar, como así también para analizar utilitarios como hojas de cálculo, bases de datos, procesadores de textos.

· Técnicas de recuperación de archivos: esta técnica consiste en recuperar información eliminada adrede, y tiene la característica de volver legibles archivos borrados, existen programas como el Pc tools Norton Utilites, que recuperan este tipo de archivos. Desde el punto de vista de la administración tributaria este tipo de programas sirve para recuperar la información perdida e incrementar la recaudación.

· Revisión del Logging: el log denominado el diario del sistema o sea es un medio magnético donde automáticamente se guardan por orden cronológico, todos los hechos que se han sucedido en un sistema. Sin un log no se puede analizar lo ocurrido en el procesamiento de un ente. Este elemento nos permite saber por ejemplo cuándo, desde dónde, quién, a qué hora fue modificado o utilizado un programa. La revisión de este archivo nos daría la pista para ver qué programas fueron utilizados y modificados por personal ajeno al sector o jerárquico y puede servir como programa elegido para revisar.

La técnica de auditoria del análisis de los programas y aplicaciones contables de la empresa es quizás la más costosa y compleja de las utilizadas en un sistema de auditoria a través de la computadora. Así mismos, en algunos medios su realización podría estar obstaculizada por restricciones legales. Se ha aconsejado que "el inspector no debe, en ningún caso, intentar manejar por sí mismo la computadora de la empresa acudiendo, en caso necesario al personal informático de la misma para que, bajo su supervisión y con la autorización del gerente, efectúe las operaciones que le indique".

No cabe duda de que la irrupción de la revolución digital tiene profundos efectos en el marco impositivo y, en particular, en la administración tributaria, que, no obstante la complejidad, costo y marco jurídico en que se desenvuelve, deberá adopta las medidas necesarias para hacer auditorías con eficiencia en las empresas que tienen informatizada su contabilidad, mediante la adopción de diversas técnicas aplicables según las distintas modalidades: auditoría informática (auditoría de la documentación informática, base de la contabilidad oficial), auditoría de entrada de datos en el sistema, auditoria de los procesos de datos contables y auditoría de la salida de datos.

IV.5 ¿UNA ORGANIZACIÓN TRIBUTARIA INTERNACIONAL?

En las dos secciones anteriores hemos señalado que las tendencias observadas recientemente en las economías del mundo (la integración de las economías reales y la globalización de los mercados de capital) están contribuyendo a la creación o al aumento de la importancia de los hechos externos o los efectos secundarios que trascienden las fronteras nacionales, y que no existe un gobierno mundial que pueda manejar estos hechos externos. A falta de un gobierno mundial, existen tres formas posibles de abordar estos aspectos: 1) dejándolos librados a las soluciones espontáneas del mercado; 2) buscando soluciones a través de acuerdos internacionales, y 3) mediante la creación de instituciones internacionales encargadas de tratar los problemas creados por los acontecimientos antes descriptos.

Las soluciones espontáneas del mercado funcionan en unas esferas, pero no en otras. Por ejemplo, ante la presencia de "problemas de patrimonio común", cuando el acceso a determinados recursos (como el aire, la pesca en el océano o la base tributaria mundial) es relativamente libre, es probable que la solución del mercado no tenga éxito. Simplemente existen incentivos muy fuertes para que algunos países se aprovechen de esta situación o impongan sus puntos de vista a otros. Esto es lo que ocurriría con la competencia tributaria.

Las soluciones a través de acuerdos internacionales han funcionado en algunos campos (especialmente cuando el costo relacionado con un problema y los beneficios relacionados con una solución se distribuyen ampliamente), pero no en otros. Estas soluciones son particularmente difíciles de lograr cuando algunos países que se benefician sin asumir carga alguna, obtienen por ello significativas ventajas y cuando no existen formas simples y eficaces de obligar a estos países a adherirse al acuerdo

El enfoque de crear una institución internacional con el mandato necesario para proponer o en ciertos casos imponer soluciones a determinados problemas ha gozado de popularidad en los años posteriores a la Segunda Guerra Mundial. Como consecuencia, a lo largo del tiempo han surgido varias organizaciones internacionales. Algunas de ellas, por supuesto, son más eficientes que otras en el cumplimiento de sus mandatos y en su contribución a la solución de determinados problemas.

La ineficiencia de algunas de ellas a veces ha hecho que se las critique a todas. En algunos casos el problema de estas instituciones es que su mandato no es claro o que sus recursos son demasiado limitados.

En el Capítulo I de este trabajo nos hemos concentrado en el impacto de la globalización y la integración económica sobre los sistemas tributarios de los países. Hemos sostenido que en las actuales circunstancias, y probablemente en el futuro, algunos países procurarán explotar en su favor el "patrimonio común" que es la base tributaria mundial. También hemos sostenido que a medida que las economías de los países se vuelven más integradas y los mercados de capital más globalizados, estos problemas habrán de tornase más pronunciados. 

En vista de las actuales estructuras tributarias y los métodos para imponer gravámenes, resulta prácticamente inevitable que la competencia tributaria desempeñe un sustancial y creciente papel, ya que algunos países tendrán fuertes incentivos para exportar parte de su carga tributaria atrayendo consumidores, capital real o ingresos gravables de otros países. Éstos harán mediante la imposición de tasas tributarias más bajas o a través del uso de incentivos que reducen la base tributaria.

Hay quienes pueden considerar que la competencia tributaria es atractiva pero puede conducir a ficciones y conflictos entre los países. También puede conducir a problemas macroeconómicos al reducir los ingresos tributarios. La solución espontánea del mercado, en virtud de la cual los países compiten en vez de cooperar, conducirá a ajustes y a la baja de las tasas impositivas, especialmente las que corresponden a bases tributarias móviles, como el capital y la mano de obra altamente calificada y a menores tasas en los impuestos al consumo, en particular aquellos que se aplican a los bienes fácilmente transportables y relativamente valiosos. En la reducción de las tasas de los impuestos sobre las ventas y la renta del capital, los países pequeños pueden marcar la pauta, ya que son los que más pueden beneficiarse atrayendo compradores e inversionistas del exterior. Otros posibles acontecimientos podrían ser el aumento de los impuestos sobre el capital basados en la fuente y el consiguiente abandono progresivo del concepto de impuestos globales sobre la renta. En el caso de la renta de las sociedades, los impuestos basados en fórmulas pueden con el tiempo reemplazar a los impuestos basados en cuentas para abordar el problema ya mencionado de los precios de transferencia.

La alternativa de la celebración de acuerdos internacionales en materia tributaria probablemente no resulte productiva como lo muestra la experiencia de la Comunidad Europea en las últimas dos décadas. Es difícil que los países abandonen sus objetivos nacionales y celebren acuerdos que pueden percibir como menos beneficiosos que la alternativa de seguir cada uno su propia política. Además, los países con diferentes agendas políticas encontrarán dificultades para ponerse de acuerdo sobre una determinada estructura tributaria. El adelanto hacia una armonización tributaria ha sido limitado incluso en una zona restringida como la Unión Europea. La experiencia de la negociación de tratados relacionados con este campo indica que los acuerdos tributarios, incluso entre dos países, son a veces difíciles de convenir y exigen mucho tiempo y esfuerzo. En cualquier caso, no hay un mecanismo institucional que facilite la discusión de temas y la negociación de acuerdos al nivel mundial.

Todo ello deja la alternativa de crear una organización internacional que se ocupa sistemáticamente de los aspectos tributarios o, en su defecto, de otorgar un mandato específico a una institución existente. En la actualidad existe una organización mundial que se ocupa de los asuntos relacionados con el comercio (la OMC); una que se ocupa de la estabilidad macroeconómica y el equilibrio de la balanza de pagos (el FMI); otra encargada del desarrollo económico (el BIRF), y muchas otras que tienen otros objetivos. El FMI, en particular, se ocupa de las repercusiones transnacionales de las políticas macroeconómicas internas. Sin embargo, al nivel mundial no existe una organización que supervise o procure tener influencia sobre acontecimientos tributarios con repercusiones transnacionales. 

Puede considerarse que esta situación es inusual, porque los países están compitiendo cada vez menos a través de aranceles y restricciones cuantitativas al comercio y a través de las variaciones en los tipos de cambio, y cada vez más mediante el uso de incentivos tributarios, ajustes en las tasas tributarias, cambios en el tratamiento administrativo de ciertos ingresos y otros ajustes similares. Este es el proceso que según muchos expertos en impuestos está conduciendo a una "degradación tributaria". A medida que el comercio sigue liberalizándose y el capital tiene mayor facilidad para desplazarse, aumentarán las ventajas de la competencia tributaria para algunos países y aumentará la tentación de ponerla en práctica. La base tributaria mundial se convertirá en uno de los "patrimonios comunes" que pueden explotarse.

En consecuencia estaría justificada la creación de una Organización Tributaria Mundial. ¿Qué mandato tendría una organización de este tipo? Hay muchas posibilidades, y en este trabajo sólo puedemos mencionar algunas de ellas. Por supuesto, su mandato dependería del poder que los países miembros quieran conferirle, y. también dependería de que fuese representativa de toda la comunidad mundial. 

Hasta ahora no existe un ejemplo de organización supranacional a la que se le hayan conferido estas atribuciones. Ni siquiera la Comisión Europea tiene este poder. Sin embargo,"es concebible que llegue el día en que los países [del mundo] creen una 'Dirección Internacional Impositiva' para recaudar los impuestos que no pudieran recaudar los distintos gobiernos y asignarlos ya sea a la provisión de bienes públicos internacionales o devolverlos a los países" (Vito Tanzi. 1988).

Como la imposición de gravámenes constituye una de las medidas gubernamentales de carácter más político, es improbable que, en esta coyuntura los gobiernos de los países estén dispuestos a asignar a una organización de este tipo la capacidad de aplicar gravámenes. Recientemente, la idea de James Tobin de gravar un impuesto internacional sobre las transacciones financieras transnacionales ha sido adoptada por otros autores que han propuesto la aplicación de impuestos internacionales con bases como los pasajes aéreos, las transacciones financieras u otras bases, para financiar las Naciones Unidas

La recaudación de un impuesto de este tipo, u otro similar, podría asignarse a la Organización Tributaria Mundial. Sin embargo, es improbable que los países del mundo estén dispuestos a dar un paso semejante, aún cuando tales impuestos podrían proporcionar financiamiento para las actividades de algunas de las organizaciones internacionales, y harían que la decisión de financiar instituciones establecidas como las Naciones Unidas se viera libre del debate político que frecuentemente se observa dentro de los países. Este debate genera incertidumbre y probablemente importantes problemas para las organizaciones internacionales.

La Organización Tributaria Mundial podría asumir otras responsabilidades además de la recaudación de impuestos. En resumen algunas de las principales actividades de una organización de este tipo podrían ser las siguientes:

· Identificar las principales tendencias y problemas tributarios a nivel internacional. En los países de la OCDE, el Comité de Asuntos Fiscales ha llevado a cabo una meritoria labor en la identificación de estas tendencias. Sin embargo, la mayoría de los países del mundo no son miembros de la OCDE.

· Compilar y/o generar estadísticas e información tributaria pertinentes sobre el mayor número posible de países. Es posible que gran parte de esta información ya esté disponible, pero no existe una institución que la esté compilando para todo el mundo. En este aspecto, la labor de la OCDE y del FAF podría constituir una contribución particularmente útil.

· Sobre la base de la información anterior, podría preparar un informe sobre el desarrollo tributario mundial (¿anual?) que publicara estadísticas, describiera las principales tendencias (tanto estadísticas como en términos de evolución de las políticas), identificara problemas y, quizá, señalara soluciones factibles para esos problemas. Podrían identificarse las buenas prácticas de los países y hacerlas conocer a otros países. Podrían asimismo ponerse de relieve los nuevos problemas que surgen y estudiarse las soluciones.

· Suministrar algún tipo de asistencia técnica a los países en materia de política y administración tributaria teniendo siempre en cuenta que los cambios recomendados deberían hacer que el sistema tributario del país, que recibe la asistencia, esté mejor coordinado o armonizado con los sistemas de otros países. En la actualidad, varias instituciones, incluso el FMI, ya proveen asistencia técnica. Sin embargo, muchas necesidades no se satisfacen debido a la escasez de recursos. Además, la meta de la asistencia técnica provista por la nueva organización sería hacer que los sistemas tributarios fueran más compatibles.

· Formular  normas básicas de política y administración tributaria, un aspecto en el que se ha registrado muy poco progreso.

· Desempeñarse como un foro mundial en el que los expertos y los responsables de la formulación de políticas de los distintos países puedan intercambiar ideas sobre estos temas.

· Desempeñarse como un foro mundial para el arbitraje tributario cuando surgen fricciones o conflictos entre diferentes países o grupos de países. Nuevamente, en la actualidad no existe un foro de este tipo.

· Ejercer actividades de supervisión de la situación en materia tributaria en la misma forma en que el Fondo Monetario Internacional supervisa la evolución macroeconómica. Dicho proceso de supervisión debería realizarse: a) a nivel de los países; b) a nivel regional, y c) al nivel mundial. El modus operandi del FMI podría servir de ejemplo a la nueva organización.

Esta Organización Tributaria Mundial identificaría los acontecimientos tributarios que generan efectos secundarios transfronterizos y los haría conocer a una junta directiva en la que estarían representados todos los países. La junta recomendaría cambios en aquellos aspectos en los que el comportamiento tributario de un país tuviera repercusiones claramente negativas para otros países. Por ejemplo recomendaría cambios en aquellos países que están explotando obviamente la base tributaria mundial. La organización no intervendría en aquellos aspectos tributarios que no tuvieran un significativo efecto secundario transfronterizo. 

Por supuesto, sólo recomendaría cambios y no tendría atribuciones para hacerlos cumplir. En términos generales, éstas serían las principales actividades de una organización de este tipo. Sin duda, otros términos de referencia más detallados y específicos podrían incluir otras actividades

IV. 6 CÓDIGO TRIBUTARIO

La existencia de un Código Tributario compete a la regulación y al sistema de la materia tributaria, a la que se incorporan las obligaciones previsionales y las de la seguridad social de acuerdo con sus principios.

Existe un anteproyecto, que se encuentra en discusión entre la A.F.I.P. y las Entidades Intermedias, cuyas características y consideraciones generales son las siguientes:

· Reducir el nivel de evasión.

· Evitar la creación de nuevos impuestos para obtener los imprescindibles recursos presupuestarios que el estado necesita para su funcionamiento.

· Dar una clara señal a los evasores de que su conducta será rápidamente sancionada con sentencias que ocasionarán efectos económicos y penales ejemplificadoras.

· Evitar la multiplicidad de jurisdicciones (varios jueces que intervienen sobre la misma causa por distintos motivos).

· Evitar la acumulación de causas en los diferentes juzgados (actualmente hay atrasos que en muchos casos superan los 5 años).

· Producir en todos los casos sentencias tributarias dictadas por jueces especializados en derecho tributario.

· Disminuir los costos de los litigios, tanto para los contribuyentes como para la Administración tributaria.

Los cambios más importantes que contiene el anteproyecto de código tributario para la República Argentina son:

· Se reglamenta el procedimiento de fiscalización que realiza la Administración Tributaria: el contribuyente deberá cumplir con ciertas obligaciones, suministrar toda la prueba durante el proceso de fiscalización y se encontrará más amparado. Tendrá acción contra el abuso de la administración en dicho proceso.

· Se eleva la categoría del actual tribunal fiscal, mediante la creación de un nuevo fuero tributario que entenderá en todas las causas vinculadas con impuestos.

· Las causas serán tramitadas con mayor celeridad porque los plazos que el anteproyecto asigna a las partes y a los jueces tributarios son mas cortos que los actuales.

· Los contribuyentes ya no se verán obligados a pagar el tributo y sus accesorios para recurrir a los tribunales judiciales (solvete et repete).

· El Secreto fiscal no amparara a los evasores.

CAPÍTULO V

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Los fenómenos de la globalización y la revolución digital generan impactos en las políticas fiscales de los gobiernos y particularmente en las recaudaciones tributarias,

 desarrollan nuevas culturas y afectan el nivel de culturización tributaria de los países. La evasión fiscal adquiere nuevas morfologías y los encargados de elaborar la legislación impositiva, junto con los administradores tributarios, necesitarán de mucha imaginación para contrarrestar los efectos negativos que la nueva civilización arrastra.

A fin de estar preparados, reconocemos la necesidad de ser oportunos y, por lo tanto, sugerimos la creación de una Fuerza de Tareas compuesta por auditores a nivel regional. Una de las principales metas será llegar a saber cómo las Empresas están utilizando el Comercio Electrónico en sus operaciones comerciales diarias.

Las tareas preliminares a desarrollar son: un Proceso Comercial para la Presentación Electrónica por sociedades; determinar la forma y cantidad de la información de las declaraciones de impuestos a ser presentadas electrónicamente por las sociedades Argentinas; conciderar si la tecnología permitirá la presentación única de las declaraciones de impuestos; identificar aspectos legales que surjan de Internet y del comercio electrónico, procurar oportunidades para mejorar las auditorías tributarias mediante el uso de Internet por parte del auditor;  buscar nuevas tecnologías para examinar los libros y registros de los contribuyentes, explorar las técnicas de estructuración de casos utilizando Internet adoptar cualquier tecnologías que esté siendo usada por las provincias o los respectivos.contribuyentes.

Objetivos Estratégicos para el año 2000:

· Realizar transacciones electrónicas con el 25% de los contribuyentes Argentinos.

· La autorización de las facturas a través de las imprentas (factuweb), Será del 100% de los contribuyentes del país.

· Lograr un 99% de integridad y calidad en las transacciones.

· El costo para el contribuyente por medio del sistema Osiris on line es cero.

· Página de la A.F.I.P. en Internet, información en general, aplicativos, etc.

· Pago por débito automático, con tarjetas de crédito a través de red Links, Banelco y puestos de autogestión en las dependencias e instituciones intermedias.

 Sería conveniente la celebración, entre los países miembros del MERCOSUR y los futuros integrantes, de convenios que exijan la armonización en materia de precios de transferencia, paraísos fiscales, comercio electrónico y operaciones financieras. 

A su vez, deberán emprenderse modificaciones en la ley de procedimientos, por supuesto dentro del orden constitucional respetando las garantías y los derechos de los contribuyentes, que le permita a las administraciones tributarias desarrollar su actividad fiscalizadora sin restricciones (algunas legislaciones aún hoy mantienen el sigilo bancario a ultranza y otros tipos de veda, convirtiéndose algunos, en la realidad, en verdaderos refugios tributarios).

Aprobar un nuevo programa de liquidación del Impuesto a las Ganancias, que permita la generación de un archivo con la determinación del mencionado impuesto. Éste deberá presentarse por soporte magnético junto con un formulario de declaración jurada o ser transferido electrónicamente. Dicho aplicativo será de uso obligatorio para los contribuyentes y responsables que deban declarar rentas de fuente extranjera, y

para las empresas que tengan precios de transferencia.

Fijar un impuesto idéntico en todos los países, de modo que las instituciones financieras y toda transferencia de divisas a los efectos de evitar que dichas transferencia se concreten en los paraísos fiscales y así evadir el impuesto sobre el volumen de negocios. Un impuesto semejante tendría además la ventaja de restaurar un grado de control sobre la política monetaria para los bancos centrales, que hoy han perdido una cierta autonomía monetaria y tienden a convertirse en replicadores pasivos de los mercados financieros privados.

La administración tributaria deberá conformar, para afectar al área fiscalizadora, cuerpos profesionales interdisciplinarios integrados por recursos humanos que superen la barrera de los idiomas y estén capacitados en el manejo de medios informáticos sin perjuicio de poseer los conocimientos teóricos y técnicos necesarios de la contabilidad y la tributación. Estos cuerpos, que podemos denominar de "elite", deberán analizar permanentemente el desenvolvimiento de los mercados y colegir las nuevas configuraciones que adquiere la evasión fiscal.

Estos cuerpos interdisciplinarios deberían actuar en todo el proceso fiscalizatorio, desde las propuestas para fijar las políticas de fiscalización pasando por las etapas de la pre-auditoría o pre-fiscalización hasta la ejecución de las mismas, en algunos casos apoyando la labor de los distintos sectores de tal proceso, aportando sus conocimientos, informaciones y experiencias para alcanzar el éxito que toda fiscalización supone, es decir verificar que la realidad de los hechos imponibles hayan sido exteriorizados de acuerdo con la ley.

El logro del cumplimiento voluntario se obtiene por una mayor eficacia y eficiencia de la administración tributaria. El elemento más importante es incrementar el riesgo para detectar al incumplidor en todas las etapas del proceso administrativo tributario (inscripción, control de presentación, pago y fiscalización) y sancionar tales incumplimientos con las medidas ejemplificadoras previstas en la ley.

Las circunstancias del mundo actual, que generan una creciente interrelación económica y comercial entre los países, imponen un cargo de colaboración más estrecho entre los países, aunando esfuerzos para perfeccionar y hacer más efectivos los controles en las transacciones internacionales, minimizando en las operaciones entre empresas vinculadas, la posibilidad de que se produzca una doble imposición internacional como consecuencia del ajuste de los precios de transferencia.

La suscripción de acuerdos de convenios de asistencia mutua que prevea el intercambio de información y las fiscalizaciones simultaneas con otros países, no obstante ciertos inconvenientes que puedan presentarse en su operatividad que relativizan su eficiencia, conforman una meta que coadyuvará al éxito de la acción fiscalizadora.

Las administraciones tributarias deberán afectar los recursos humanos y materiales necesarios, en calidad y cantidad, para el logro de la meta citada, ya que los recursos genuinos del estado son los que posibilitarán que éste cumpla con el cometido que le asigna la comunidad.

Ing. Carlos M Gardella

Cr. Gustavo M Alfano

fliaalfano@arnet.com.ar
D.N.D.A. Expediente Nº 046776

Córdoba, 2000










� - Dos o más personas son parte vinculadas cuando una participa de manera directa o indirecta en la administración, control o capital de la otra, o cuando una persona o grupo de personas participa directa o indirectamente en la administración, control o capital de dichas personas.





� - Citado por Dr. Alfredo Lamagrande, (1998).


� - Tanto el término off shore como tax heavens se refieren a los que denominamos refugios o paraísos fiscales.





�- Los términos “administración aduanera” o “aduana” se utilizarán, indistintamente, para designar a la entidad del gobierno que tiene a su cargo el control de las operaciones de comercio exterior y, con este fin, gestiona los recursos y medios puestos a su disposición.





�- La facilitación del comercio no es propiamente un fin sino un objetivo de la aduana.








� - Customs Modernization Act, 1993.





� - Las leyes de aduana de Bolivia y Guatemala databan de 1929 y 1934, respectivamente.








�- CIF: Costo, Seguro y Flete.


�- El procedimiento seguido en estos tres países contiene las modificaciones que se enumeran a continuación. Otros países cumplen con una o más de ellas pero no con todas.





� - El número de bultos en la declaración puede ser menor que el del conocimiento solamente cuando el procedimiento del país permite que se realicen despachos parciales por una cantidad de bultos inferior a la que figura en el conocimiento de embarque.





 


� El sistema de Valoración es accesible a través de Internet, previa autorización de la Superintendencia Nacional de Aduanas de Perú.


� - EDIFACT lite aprobado por Naciones Unidas en 1987 y adoptado por la International Standard Organization (ISO 9375). El sistema se compone de un conjunto de elementos que incluyen las reglas para el intercambio de información, códigos de conducta a observar por los usuarios y la sintaxis que deben seguir las administraciones, los comerciantes y los transportistas para construir los mensajes.











� - Es un proyecto compartido del Ministerio de Hacienda, el Instituto Centroamericano de Administración de Empresas (INCAE) y el Banco Centroamericano de Integración Económica (BICE).





� - “A conceptual Framework for Risk Management”,1997.











� - En Latinoamérica y, tal vez en el mundo, Venezuela es el único país en que la aduana se convirtió en servicio autónomo mientras que la administración de los tributos internos seguía siendo una Dirección General sectorial del Ministerio de Hacienda. 


� - Reino Unido y Holanda solamente tienen integrada la gestión del IVA.


� - En Guatemala, el Congreso está examinando el proyecto de ley de creación de la Superintendencia de administración Tributaria (SAT) que integrará Aduanas y Tributos.








� - Entiéndase por sub facturar  a la declaración del precio pagado o por pagar por una mercancía, inferior al que realmente se ha pagado.














� - Chile es una excepción reciente.





� - Como hemos señalado ya en el apartado I.3”Precios de Transferencia”.





� - Véase por ejemplo la Sección 482 IRS de Estados Unidos (1996).
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